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Introducción. 

El interés por abordar este tema surgió bajo la consideración de 

que las instituciones gubernamentales en general registran un 

incremento cotidiano, o por lo menos un cambio frecuente en sus 

actividades, que vuelve cada vez más dificil hacerle frente a los 

actos del gobierno que resultan ilegales, no funcionales o 

inadecuados. 

En este sentido, existen dificultades por la falta de codificación 

y la diversidad de los instrumentos juridicos que regulan la 

administración pública en México, lo que deriva en un abuso de la 

utilización de reglamentos, circulares y acuerdos, asi como en la 

ausencia de uniformidad en los procedimientos para oponerse a la 

actividad qubernamental. 

Por otra parte, deben tomarse en cuenta aquellos actos 

qubernamentales que afectando indirectamente a un sinnúmero de 

gobernados, quien debe impedir su ejecución es el que resulta 

directamente perjudicado y en ocasiones no puede o no sabe como 

hacerlo. Además, puede darse el caso de que la actividad del 

gobierno no lesione el derecho de una persona en particular, sino 

que pueda afectar a un sector de la sociedad que no cuenta con 

medios juridicos que propicien la defensa organizada del interés 

comün ante la actividad gubernamental. 



Cabe mencionar que en la sociedad mexicana el individuo que trata 

de oponerse a ciertos actos del gobierno, en ocasiones recibe el 

rechazo politice y social, aunque se llegue a demostrar que le 

asiste el derecho. Esto implica que dichos actos son considerados 

intrascendentes y sin relación causal con otros de "mayor 

importancia", o bien, que aparecen como una costumbre sin la 

convicción de que sean conforme a derecho, pero con la aceptación 

del medio en que se llevan a cabo. 

Es por ello que se reconoce la oportunidad de estudiar las 

funciones de la comisión Nacional de Derechos Humanos, ya que 

tienden, de alguna manera, a mejorar la actividad gubernamental. 

En cuanto al análisis del "ombudsman" parlamentario sueco, cabe 

sei\alar, por lo pronto, que generalmente se entiende como una 

figura juridica creada por el poder legislativo sueco ( 11 riksdag"), 

pero con independencia de éste, para realizar funciones tendientes 

al control de la actividad gubernamental, mediante la vigilancia de 

la aplicación de leyes y reglamentos por parte de los servidores 

públicos que, en determinados casos, son citados ante tribunales 

para que respondan por sus actos considerados ilegitimas. 

Al respecto, una revisión inicial del ombudsman ofrece la impresión 

de que sus funciones parecen tener éxito en su país de origen y que 

varias de sus características esenciales, aunque no en su 

totalidad, parecen ser compartidas por la comisión Nacional de 



Derechos Humanos, de donde se deduce la necesidad de estudiar 

comparativamente los medios de control de la actividad 

gubernamental constituidos por el ombudsman y por la citada 

Comisión Nacional. 

Uno do nuestros objetivos consiste en determinar qué ventajas 

podria ofrecer a la sociedad y al sistema político mexicanos el 

ombudsman parlamentario sueco en el control de la actividad de los 

servidores püblicos. 

con este fin, 'se pretende, en primer término, partir de un panorama 

breve sobre los diferentes controles o limitaciones de la actividad 

del gobernante que existieron en las civilizaciones que son el 

antecedente histórico de Suecia y México, como una forma de abordar 

el concepto más amplio de •control de la actividad gubernamental" 

en el que pueden inscribirse las funciones del ombudsman y de la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

Posteriormente, se propone el estudio integral del ombudsman en su 

contexto, para verificar qu~ logros y qué relevancia proporcionan 

su concepción y práctica juridicas en Suecia y, en forma 

tangencial, en los demás paises en los que se ha decidido su 

aplicación. 

Finalmente, se procura el análisis de las caracteristicas y 

funciones de la Comisión Nacional de Derechos Humanos para 



considerar si existe similitud con el ombudsman, y en qué qrado, y 

fundamentar posibles modificaciones a la institución mexicana para 

su mejor funcionamiento. 

En las conclusiones se intenta dar respuesta por lo menos a tres 

hipótesis, que están presentes a todo lo largo de este estudio, en 

el sentido de que se busca demostrar que la práctica del ombudsman 

parlamentario sueco ofrece ventajas relevantes en el control de la 

actividad qubernamental en general, que las caracteristicas y 

funciones del ombudsman parlamentario sueco no corresponden 

totalmente a las de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y que 

es posible mejorar la actividad de la Comisión Nacional mediante la 

asimilación de caracteristicas del ombudsman parlamentario sueco. 
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1. Orígenes del control de la actividad gubernamental. 

En este apartado se comentan algunos hechos históricos que pueden 

identificarse como medios para mantener en ciertos limites la 

actividad del gobernante, de tal suerte que se considerar4n 

diversas acciones que hoy identif icariamos distantes del concepto 

de control de la actividad gubernamental, con el fin de obtener un 

panorama histórico que nos introduzca al tema. 

1.1. En la historia. 

Al soslayar los argumentos que declaran inapropiado aplicar la 

terminologia actual a elementos del pasado, partiremos de las 

generalizaciones que ofrece el doctor Guillermo F. Margadant sobre 

las grandes culturas del antiguo Medio Oriente situadas entre 3000 

y 330 años antes de Cristo (a. c.) 1 

1.1.1. La antigüedad. 

Los gobernantes de aquellos grandes imperios son descritos como 

reyes absolutos que encontraban en los dioses el origen de su poder 

y frecuentemente se autodesignaban como dioses. Detentaron el poder 

militar, religioso, jurisdiccional y administrativo, con una 

1 MARGADANT s., Guillermo Floris. Introducción a la Historia 
Universal del Derecho, Xalapa, Publicaciones de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Veracruzana, 1974, tomo I, pp. 36 y ss. 



tendencia centralizante. Las finanzas pUblicas se entendian como 

parte del patrimonio privado del monarca que, en general, cobraba 

parte óe la cosecha como renta o impuesto predial. Asimismo, 

aprovechaba ciertas actividades económicas en forma exclusiva, 

explotaba minas y reclbia tributos de los vecinos dominados. 

sin embargo, La arbitrariedad de estos déspotas queda 

suavizada por el anhelo de justicia social que se manifestaba desde 

las primeras legislaciones babilónicas, llegadas a nosotros en 

forma fragmentaria: el rey era, al mismo tiempo, el 'buen 

pastor' ••• 11 2 

Por otra parte, cualquier poder que eventualmente se opusiera al 

rey, puede entenderse como una limitación, este es el caso de los 

grandes administradores de las provincias, que siempre trataban de 

independizarse y de convertir su función en hereditaria. Lo 

, anterior, aunado a las defectuosas vias de comunicación y a ¡., 

descentralización,· propia de los feudos, contrarrestaban la 

tendencia centralizante del rey. Los sacerdotes a menudo formaban 

un grupo que también limitaba el poder del monarca, aun cuando éste 

era considerado el sumo sacerdote. 

2 Ibidem, p. 36. 
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1.1.2. Grecia. 

En el caso de Grecia, vemos que tuvo un desarrollo diferente. 

Alrededor del año 1200 a. c. la civilización griega fue invadida 

por los dorios que tenian una organización por 11genea", o clanes de 

familias agrupados en torno a un 11basileus 11 considerado 

descendiente directo de un supuesto ascendiente comUn. Al 

organizarse varios genea formaban una "polis", cuyo rey hereditario 

era el jefe del clan más importante y los demás "basileis" (en 

plural) formaban un consejo moderando su poder. El espiritu de esta 

organización por "poleis" (plural también) parece persistir en 

Grecia, en términos generales, hasta la dominación macedónica que 

culmina con el imperio de Alejandro Magno alrededor del año 330 

a. c. 

En algunas partes de1 mundo griego, el rey estaba asistido por una 

asamblea popular y por un aristocrático consejo, con ciertos 

poderes "de facto", puesto que en estricto sentido sólo podían 

oponerse al rey en decisiones sobre la guerra. En otras partes, el 

monarca se encontraba bajo el dominio de la aristocracia, con 

cierta independencia en el ámbito religioso y militar. 

En el caso de Esparta, el poder. residia realmente en un 11 eforato11 , 

grupo de 5 controladores que ejercian una rigurosa vigilancia sobre 

todos los funcionarios, incluso los reyes, y contaban con inmunidad 

durante el año de sus funciones; y una 11gerousia 11 o senado, formada 



por 28 ancianos que debian aconsejar a los reyes y tenian a su 

cargo funciones judiciales. La institución del monarca aparecia muy 

débi1 y, aún más, si consideramos que habia dos reyes surgidos de 

fami1ias rivales. 

En e1 desarrollo de Atenas se observa una tendencia a ofrecer mayor 

participación a los miembros de la polis en las actividades del 

gobierno. Vemos que durante 1os siglos VIII y VII a. c. el rey se 

vue1ve electoral, 1uego se 1imitan sus funciones a diez años y, por 

último, se le convierte en un simple magistrado anual encargado del 

culto religioso, acompañado de otros dos magistrados anuales, 

llamados "arcontes 11 , dedicados a la administración de la ciudad y 

a cuestiones militares. Más tarde van nombrándose más arcontes. 

El "areópago", órgano conservador aristocrático integrado por los 

ex-arcontes, surge como el supremo poder controlador, guardián de 

las 1eyes y titular de la justicia penal. Al paso del tiempo, la 

creciente democracia ateniense va desplazando sus atribuciones 

generalmente al consejo, que se describe más adelante. 

Destaca en la constitución de Solón para Atenas, de 594 a. e. 

aproximadamente, la adición de cuerpos vigilantes como la 

11ekklesia", asamblea popular formada por cuatro clases determinadas 

por un criterio económ.lco, ésta elegia a los arcontes entre los 

miembros de la clase de mayor fortuna: y la 11boulé 11 o consejo de 

los cuatrocie~tos, que agrupaba a miembros de las tres clases no 
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proletarias, ya que los proletarios participaban en estas 

elecciones pero no podian ser elegidos. 

Después de un periodo de tiranias, surge la reforma de Clistenes en 

alrededor de 509 a. c., que toma en cuenta las regiones b4sicas de 

Atenas, la ciudad, el campo y la costa, para formar 10 "philas", 

las cuales incluian a ciudadanos de estas tres regiones. Cada 

"phila" debia designar por sorteo a cincuenta delegados para 

constituir el consejo de los quinientos. Este consejo daba origen 

a la "pritania", comisión ejecutiva que se encargaba de los asuntos 

cotidianos y de autorizar provisionalmente los proyectos de las 

nuevas leyes que posteriormente se sometian a la "ekklesia". Ya 

bajo esta constitución el:- "areópago" sólo conocía de los procesos 

sobre homicidio. 

Las funciones oficiales eran anuales y severamente controladas, 

tanto con medidas represivas contra los magistrados al ceder la 

administración a su sucesor, como mediante la verificación, por una 

comisión de arcontes -los 6 "thesmothetai11-, de que los candidatos 

a un determinado puesto cumplian con los requisitos morales y 

formales exigidos. Igualmente, tribunales populares exiliaban a 

sospechosos a través del ostracismo. 

Alrededor de 338 a. c., Filipo II rey de Macedonia, logra dominar 

Grecia y su hijo Alejandro Magno lleva la expansión hacia Persia, 

Egipto y Turquestán, donde aún después de su muerte en 323 a. c. 
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perdura la influencia helénica. Grecia queda bajo el dominio 

macedónico hasta 146 a. c. en que piden ayuda al creciente poder de 

Roma y son liberados de los macedonios pero Grecia es convertida en 

provincia romana. 

l..1.3. Roma. 

En la historia de Roma se reconoce un periodo de monarquia 

(753?-510 a. C.) en el que el rey reúne los poderes ejecutivo y 

judicial en su función, en parte hereditaria y electiva. 

El senado, cuerpo aristocrático que daba consejos al rey sin ser 

obligatorios, se formaba con los jefes de cada "gens" (comparables 

a las genea griegas). Conforme avanzan los años de monarquia, el 

número de miembros del senado se amplia a trescientos, 

seleccionados quizá por el rey. Por otra parte el sacerdocio 

también aconsejaba al rey e influia en sus decisiones a través de 

la interpretación de la voluntad de los dioses. 

El rey tenia autonomia en materia de guerra y paz, y era juez 

supremo con plena capucidad para imponer la pena de muerte, sin 

apelación. como limites a su poder encontramos la ~1olur.tn.d de :!.'Js 

dioses, reconocida en toda clase de presagios y la autoridad en 

asuntos internos de lof, jefes de cada 11gens" y 11 domus" (unidad 

familiar sometida al 11 paterfamilias 11
). 
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La asamblea del pueblo o "comicios" era convocada por el rey a fin 

de que se manifestaran sobre una medida extraordinaria contra las 

costumbres establecidas o sobre un tratado con los vecinos. De esta 

forma el individuo votaba como miembro de un qrupo de 11qentes11 o 

"curia". 

El segundo periodo histórico en Roma se denomina la repüblica 

(510-27 a. c.) donde el senado desarrolla las funciones del poder 

ejecutivo. Al principio, nombra un 11dictador11 anual en lugar del 

rey, y posteriormente se le sustituye por dos funcionarios llamados 

11pretores 11 y luego "cónsulesn también anuales, convirtiéndose los 

npretores 11 en funcionarios encargados de la justicia. Los cónsules 

podian paralizar la actividad del otro mediante la figura de la 

"intercesión". 

Al lado de los comicios por curias, encargados de nombrar a los 

cónsules y decidir asuntos de familia, surgen los "comicios por 

centurias" formados segün la fortuna de cada uno, para aprobar o 

rechazar, sin modificar, los proyectos de ley sometidos por los 

cónsules con aprobación del senado. Y los comicios por 11 tribus11 que 

agrupaban al pueblo romano bajo el criterio del domicilio para 

elegir a ciertos sacerdotes y funcionarios. Estas asambleas 

populares no podian reunirse por propia iniciativa, Unicamente lo 

hacian por la convocatoria de algUn alto magistrado. 

Los plebeyos tenian sus propios comicios de la plebe para nombrar 

13 



funcionarios que representarian sus intereses. El origen de esta 

organización de la plebe se debió a que en un principio sólo los 

patricios formaban parte de los comicios y senado, pero al 

desaparecer esta causa no desaparecieron los ediles de la plebe y 

los tribunos de la plebe, estos dltiaos con el derecho de veto ante 

cualquier decisión de los patricios. Poco a poco se convirtió en 

una función de control generalizado sobre los demás magistrados. 

También como funcionario importante encontramos al "censor", 

nombrado cada cinco años por los comicios por centurias para 

seleccionar a los que deberian formar parte del senado o expulsar 

a quien se considerara indigno del cargo de senador, quE' en tl"l 

principio fue vitalicio. 

En materia penal los funcionarios, aün no especializados, decidian 

a su libre arbitrio, limitados sólo por su superior y por la 

posibilidad del condenado de recurrir a la asamblea popular. Hacia 

el fin de la repdblica e~pieza a surgir un verdadero derecho penal 

romano que determina la función jurisdiccional en la materia. 

En general podemos observar en la conformación de la repüblica 

romana una serie de controles y limitaciones"'a las actividades de 

gobierno, en la que destaca la preponderancia del senado. 

El'imperio romano (27 a. c.-476 d. c. en occidente y 27 a. c.-1453 

d. c. en oriente) surge a partir de la acumulación temporal de 
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varias funciones repub1icanas en un solo hombre, con la supuesta 

intención de lograr una recuperación de la reptlblica, pero que poco 

a poco confiquró en forma definitiva al emperador. 

En un principio el emperador compartia el poder con el senado, que 

administraba parte de las finanzas con fuentes de ingreso propias 

y todas las provincias consideradas pacificas. 

En la actividad legislativa, el senado con frecuencia aprueba las 

leyes a petición del emperador. Pero surgen cada vez con ·mayor 

importancia las normas expedidas por el emperador en forma 

autónoma, llamadas "constitutiones". Estas incluian sentencias del 

tribunal imperial, medidas generales que establecía por su calidad 

de alto magistrado, instrucciones que enviaba a sus funcionarios 

personales en la administración pllblica y las contestaciones 

imperiales en hoja aparte o al pie de las consultas del p~blico. 

Por •u lado, loa comicios dejan de tener competencia en la 

elaboración de leyes y posteriormente ya no se reunen. 

El nombramiento de los altos magistrados queda bajo la 

responsabilidad del emperador, los cuales van perdiendo importancia 

trente a los consejeros que surgen también por nombramiento 

imperial. Aquéllos fueron reduc.iendo sus funciones a la ciudad de 

Roma y éstos se convirtieron, al paso del tiempo, en una especie de 

consejo de ministros. 
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Después del año 283 d. c., aproximadamente, el emperador, rodeado 

de los ministros que nombra y sustituye libremente, formalmente es 

quien decide el destino del estado, sin que su poder sea limitado 

por el senado o los comicios. Entonces, el emperador cuenta con 

funcionarios de su confianza encargados de materias especlaleg 

(como el gobierno interior, la legislación imperial, las finanzas 

y la milicia, entre otras) y de la administración del imperio con 

4 ºprefecturas", subdivididas en 14 ºdiócesis" y 117 11provincias 11 • 

Precisamente, en el aspecto administrativo surge la intención de 

dividir el imperio en dos porciones; una occidental y otra 

oriental, gobernadas por coemperadores llamados 11 augustos 11 , quicmos 

nombraban a un '!césarº cada uno, para gobernar parte del territorio 

bajo su tutela y, eventualmente, sucederlo en el trono. De esta 

manera, la escisión se vuelve definitiva a partir del año 395 d. c. 

en los ámbitos administrativo, legislativo, fiscal y militar. Con 

lo cual se e~plica que a la caida del imperio de Occidente en 476 

d. c. el de Oriente continüe hasta 1453 d. c. 

1.1.4. La edad media. 

Los primeros siglos de la Edad Media, del año 4 76 al 1000 

aproximadamente, se caracterizan por ~na decadencia en la 

civilización de Occide11te, que contrasta con el desarrollo del 

mundo islámico. En los años 1000 a 1300 se puede constatar un 

progreso que d3cae relativamente entre 1300 y 1400. Se entiende, en 
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general, que durante la Edad Media se mezcló 1a vida qerrnánica con 

la vida mediterránea 3, siendo 1os oriqenes de Europa. 

Después de un interva1o en que ostrogodos y visigodos intentaron 

reconstruir un imperio en 1a Europa medieva1, car1omagno lo logra 

relativamente, teniendo la investidura de emperador otorgada por el 

papa alrededor del año eoo. Aunque después se dividió su imperio en 

varios reinos, entre los que destacaron los de Francia y Alemania, 

la figura del emperador se mantuvo como símbolo de la organización 

y cultura occidentales perdidas con la caída del imperio romano de 

occidente. 

La forma de nombrar un emperador era mediante la coronación que 

realizaba el papa -o su representante- del rey de Alemania, quien 

era elegido libremente por la aristocracia y posteriormente por los 

11 kurfürsten" o grandes electores. El fin que debia cumplir el 

emperador era el de unir o armonizar favorablemente el aspecto 

material de la vida con el espiritual. 

3 Al respecto, Bobbio señala que: "Con la disolución del 
Estado antiguo y con la formación de las monarquías germánicas, las 
relaciones políticas sufrieron una transformación tan profunda, y 
surgieron en la sociedad medieval problemas tan diversos, como el 
de las relaciones entre el Estado y la Iglesia, entre el imperio y 
el reino, entre los reinos y las ciudades, que el derecho romano 
sólo podia ofrecer muy pocos instrumentos de interpretación y de 
análisis". Cfr. BOBBIO, Norberto. Estado. Gobierno y Sociedad. por 
Uno Teoria General de la Politica. (Trad. José F. Fornández 
santillán), México, Ed. Fondo de cultura Económica, colee. 
breviarios nUm. 487, primera reimpresión de la primera edición en 
espai\ol, l.991, p. 25. 
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En este contexto, el emperador es el jefe militar y controla el 

supremo tribunal, es titular de alqunas facultades que la iglesia 

le concede, tiene la posesión de las propiedades imperiales en 

forma separada de su patrimonio familiar, cobra ciertas regalias 

directamente y, junto con el papa, tiene la responsabilidad del 

mundo cristiano. Esta corresponsabilidad daria origen al problema 

sobre las investiduras. 

Sin embargo, el poder parece residir en diversas entidades, 

manifest~ndose a través de luchas generalmente armadas, que 

cumplian la función de limitar reciprocamente los diversos ámbitos 

de influencia con que contaban. se inscriben en este contexto las 

diferencias entre el emperador y el papa, que pasan de un mero 

problema doctrinal o filosófico en el siglo v, a un enfrentamiento 

bélico en el siglo XI por intentar establecer la supremacia de su 

respectivo poder en el mundo cristiano occidental y arrogarse la 

facultad de nombrar a los altos funcionarios de la iglesia. Dicha 

controversia continuó hasta el siglo XIII, no obstante que se llegó 

a un acuerdo en el concordato de Worms de 1122. En general, se 

tradujo en un debilitamiento del emperador ante los señores 

feudales alemanes. 

El papa tenia la excomunión como un arma, ya que con el.la podia 

disolver los juramento~ existentes en favor del emperador y lo 

privaba, repentinamente, de sus derechos feudales con tata les 

efectos para el poder politice imperial. Por su parte, el em~erador 

18 



tenia la posibilidad de presionar a los cardenales para que 

nombraran un "contra-papa", una especie de papa personal del 

emperador. Estas medidas se usaban sólo excepcionalmente. 

Otras luchas que limitaban el poder del emperador son las que 

sostiene con los reyes, ya que éstos sólo aceptan la supuesta 

soberania imperial en e1 mundo cristiano, de acuerdo a su 

conveniencia o en forma abstracta. Es por ello que, Francia e 

Inglaterra mantuvieron su independencia, en ocasiones España y 

Hungria efec.tuaron uniones personales con el imperio e Italia le 

perteneció durante largos periodos. 

Por su parte, los señores feudales alemanes consideraban a1 

emperador como su igual, a quien una élite feudal habia elegido, y 

que estaba sometido a la dieta, especie de parlamento formado por 

los señores feudales en dos colegios: de la nobleza alta y de la 

nobleza inferior. A partir del siglo XI esta dieta decide sobre 

asuntos de guerra y autoriza campañas para asegurar la paz, en las 

que el emperador, como jefe militar que es, puede exigir la 

colaboración de sus vasallos. Ya a finales del siglo XV, participan 

las ciudades principales en este órgano, formando un tercer 

colegio. Asimismo, los grandes electores influian en la politica 

del imperio al deliberar sobre su conducción en frecuentes 

reuniones. 

Además, el emperador tuvo que conceder el carácter hereditario de 
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las posesiones de los señores feudales alrededor de los siglos XI 

y XII, y ya para el siglo XV se compromete a no intervenir en las 

pugnas entre los nobles que se repartian el territorio imperial 

germánico. 

En este sentido, existian ciertos tipos de luchas que en forma 

indirecta limitaban el poder del emperador, es el caso de los 

mencionados conflictos entre los señores feudales, las guerras de 

éstos contra su respectivo rey, las diferencias entre las ciudades 

y el feudalismo, las invasiones por parte de pueblos ajenos a la 

Europa civilizada y las cruzadas, entre otras. 

Finalmente, el emperador no logra sobreponerse a tantas tendencias 

contrarias a su supuesta autoridad que deberia ubicarlo como 

cUspide má~ima de la pirámide feudal. Ni aun como rey de Alemania 

logró un poder efectivo, por lo que en 1648 la paz de Westfalia 

muestra una Alemania con cerca de 300 entidades soberanas, donde 

una de ellas correspondia al 11 rey de Alemania" y ejercia sólo una 

presidencia protocolaria sobre las demás. 

PUede afirmarse que lo relativa pirámide de poder en el feudalismo 

era más bien un fraccionamiento del poder "público" ejercido en 

gran medida con base en el interés personal y existienqo una 

confusión entre el derecho privado y el público 4 • Entonces, más 

4 Ibidem, p. 29. 
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que un estado centralizado, el feudalismo nos muestra, sobre todo 

en los años 1000 a 1300, una serie de pequeños estados donde la 

figura principal fue precisamente el señor feudal, que en ocasiones 

era a su vez vasallo, rey, papa o emperador. Asimismo, las ciudades 

aparecen también cerno pequeños estados pero con una organización 

relativamente independiente del señor feudal, sobre todo entre 1300 

y 1400. No obstante, debe tenerse presente que en cada región el 

feudalismo tuvo un desarrollo diferente, aJ. parecer, siempre en una 

relación estrecha con los derechos sobre los bienes inmuebles. 

Los centros de poder representados por los reyes reclamaban una 

autoridad sobre los señores feudales establecidos en su territorio. 

En el caso del rey francés, a finales del siglo X se consideraba un 

tanto protocolaria su investidura, pero va adquiriendo efectividad 

hasta que, a finales del 5iglo XVI, encontramos un verdadero reino 

estructurado. Esta evolución diferente al reino alemán tiene apoyo 

en principios franceses por · 1os que todo feudo vacante pasaba a 

formar parte de la corona, ning~n deber feudal podia contravenir 

los deberes para con el rey y podia ayudarse de las ciudades para 

imponerse a los señores feudales, lo cual no sucedia con el rey y 

"emperador" alemán. Además, en lugar de ser una función electiva, 

como en Alemania, el rey francés heredaba su puesto. 

Desde sus inicios, la corona francesa contaba con la relativa 

limitación de la "curia regia" de los señores feudales, que al paso 

del tiempo dio origen al parlamento de Paris o tribunal monárquico, 
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(posteriormente existieron parlamentos en las provincias) y a una 

cámara de cuentas que al principio intervenia en la politica fiscal 

y después sólo controla la gestión de los funcionarios. Además, 

existia una comisión consejera del rey, formada por representantes 

de la nobleza, de la Iglesia y, desde 1314, de las ciudades, que se 

llamaba los 11etats généraux". sin embargo, esta comisión tiende a 

criticar al rey y cada vez es convocada menos hasta llegar a 

prescindir de sus servicios en 1614, para convertirse en asamblea 

nacional en 1789. 

Para Inglaterra, el desenvolvimiento de la figura del rey se ve 

influida en general por la ocupación romana antes del siglo V y la 

presencia posterior de tribus germánicas, como los anglos, sajones 

y daneses, que tenian reyes por elección y asambleas populares o 

"witan". Este órgano se transforma bajo la dominación de los 

normandos del siglo XI, en una "magna curia" del rey, cuerpo 

exclusivamente consultivo en sus inicios y que con el transcurrir 

de los años dio · origen a los tribunales monárquicos y la 

legislatura. 

Asi, paulatinamente se separa la actuación legislativa de la 

jurisdiccional y la curia regis se convierte en parlamento. A fines 

del siglo XIII, la particip.1ción de la burguesia en este órgano, 

promovida por el rey para disminuir la influencia de la nobleza, 

daria origen al bicamerismo. 
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Esta gradual evolución sienta las bases del parlamentarismo 

moderno. Es decir, cuando los intereses personales, y de clase, por 

dominar o influir en la actividad del gobernante, se convierten en 

un sistema de control que da viabilidad a un estado. 

En el caso de España, los visigodos se organizaron en la peninsula 

Ibérica en forma relativamente independiente a partir del siglo VI 

y ya para mediados del siglo VII llegaron a la aplicación 

territorial del derecho con el "fuero juzgo". Posteriormente, bajo 

la dominación musulmana, los habitantes ibéricos tuvieron la 

oportunidad de aplicar su propio derecho privado.debido a que fue 

aceptado el principio de la personalidad del derecho. 

con motivo de un debilitamlento del poder islámico los cristianos 

independientes del norte iniciaron la reconquista en el siglo XI. 

Durante este tiempo se fue concentrando el poder en los reinos de 

Aragón, Castilla y Portugal. 

En el gobierno del rey de Castilla, como en otros reinos españoles, 

participaban las cortes: una asamblea de obispos, señores feudales 

y miembros de los cabildos. Originalmente fue un órgano de consulta 

que podia convocar el rey -ya fuera a los tres estamentos juntos o 

a dos o uno de ellos- y de cuando en cuando algún estamento 

aprovechaba la oportunidad para obtener ciertos privilegios. Poco 

a poco este órgano fue perdiendo terreno ante el poder del monarca 

y se convirtieron en simples foros de aplauso que se convocaban en 
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raras ocasiones. 

El poder central tenia un cierto grado de debilidad, lo que 

propiciaba la autonomia de municipios gobernados por cabildos 

abiertos o cerrados: especie de asambleas en las que participaba 

toda la población votante o sólo consejeros. También originaba la 

creación de agrupaciones, cofradias, hermandades, órdenes militares 

y gremios autónomos que podian oponerse al poder real. A lo 

anterior, cabe añadir la concesión de fueros locales, que implicaba 

una legislación en la que se ordenaba las diferentes normas y 

costumbres que regian en una comunidad y, por tanto, representaba 

cierta autonomia. 

Después del matrimonio de los 11 reyes católicos" se establece una 

unificación de las coronas de Castilla y Aragón, que va 

repercutiendo en sus sistemas legales y constitucionales y, al 

concluir la reconquista en 1492, se consolida el reino de España. 

1.2. En México. 

Varias civilizaciones .::to diversas épocas ocuparon el territorio que 

corresponde actualmente a México. Sin embargo, para los efectos de 

obtener un panorama breve de los origenes del control de la 

actividad gubernamental en nuestro pais, pa~tiremos de algunos 

datos relativos a la cultura azteca. 
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1.2.1. Los aztecas. 

Con la información que proporciona Margadant 5 , podemos imaginar 

a los aztecas en sus inicios como un grupo social caracterizado por 

tener goDernantes con poder que se ejercia frecuentemente como ley 

y en estrecha relación con creencias religiosas, que van 

evolucionando hasta formas más complejas de organización social y 

politica. 

Aunque el grupo de los aztecas puede ser identificado en la 

historia desde el siglo X, la fundación de Tenochtitlan, situada a 

menudo en el año de lJ:?S, señala el inicio de un relevante 

desarrollo. Al establecerse, los aztecas se organizaban en grupos 

de familias o clanes denominados 11 calpullis 11 , donde originalmente 

hubo un gobierno de consejos de ancianos con un desenvolvimiento 

relativamente democrático. Cada clan representaba una unidad 

religiosa y militar, tenia en propiedad comunal cierta cantidad de 

tierra y estaba subdividido en 11tlaxilacallis 11 • 

Los calpullis estaban agrupados en cuatro 11campans" sometidos a un 

solo lider militar llamado "tenoch", quien era asistido por nueve 

jefes, tal yez correspondiendo al número de clanes que existian al 

fundar Tenochtitlan. 

s MARGADANT S., Guillermo Floris. Introducción a la Historia 
del perecho Mexicano. México, Ed. Esfinge, 9a cd. 1 1990, pp. 13 y 
ss. 
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De esta forna, puede decirse que los aztecas tenian un gobierno 

aristocrático co~ un tenoch como lider limitado a lo militar y un 

consejo de representantes de los calpullis que tenia bajo su 

responsabilidad los demás aspectos de la vida diaria. 

Este gobierno fue transformándose hasta llegar a ser una monarquia. 

En 1373 nombran a un solo lider como jefe administrativo y militar 

para llamarlo rey en 1383. El rey, es decir el "tlacatecuhtli" o 

''tlatoani", tenia una supuesta ascendencia tolteca, requisito que 

tenia que cumplirse por razones religiosas y mágicas, que incluso 

permitió que el rey azteca transmitiera el poder a su hijo 

preferido durante las primeras tres generaciones de reyes. 

Bajo el rey Izcóatl, Tenochtitlan concertó una triple alianza con 

Texcoco y Tacuba durante la primera mitad del siglo XV, en la que 

era notable la hegemonía del rey azteca, ya que frecuentemente 

podía influir para decidir quién seria el gobernante de los pueblos 

aliados. 

Este rey creó el principio de las tierras 11 pillalli", mediante el 

cual los nobles pod1Qn recibir tierras a titulo personal -bajo un 

régimen parecido a la propiedad privada actual 6- con posibilidad 

de heredarlas a sus deucendientes, lo cual constituye un importante 

6 CASTILLO F., Victor M •• Estructura Económica de la Sociedad 
MJ,ud_~. MéxJco, UNAM, 1972, PP• 79-84. 
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apoyo a la clase gobernante en un sistema de tenencia de la tierra 

que daba preeminencia a la propiedad colectiva como fundamento del 

poder p~blico. Cabe señalar que existia una diferenciación 

patrimonial entre las tierras que pertenecian al rey en lo personal 

y las que sólo le pertenecian en función del cargo. Además, una vez 

que se fue ampliando entre la nobleza azteca los nexos con la 

sangre tolteca, a través de los mUltiples matrimonios del rey, la 

nobleza también se refuerza desde el punto de vista religioso y 

m4qico. 

Tomando en cuenta que el sucesor de Izcóatl no fue uno de sus 

hijos, puede concluirse que tal designación ya no correspondia 

Unicamente al monarca. A la muerte del rey siguiente, dos lineas 

dinásticas se disputaban el derecho al trono, lo que se solucionó 

emparentando a las dos familias y estableciendo un sistema de 

electores nobles de la familia real que, junto con los reyes de 

Texcoco y Tacuba -a estas alturas ya ligados con matrimonios a la 

familia azteca-, decidirían cuál de los descendientes asumiria el 

trono cuando quedara vacante. 

Desde Izcóatl se crE.ó la figura del "cihuacóatl", una especie de 

cogobernante que era nombrado por el rey para representarlo en 

materia militar, ser tesorero, historiador oficial, sumo sacerdote 

y presidir el tribunal de apelación. Al respecto, Torquemada 7 

7 TORQUEMAOA, fray Juan de. Monarquía Indiana. México, 1903, 
tomo II, libro XI, capitulo XXV, p. 352. Citado por FLORES Garcia, 
Fernando. "De .'.lerecho Comparado. La Administración de Justicia en 
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señala que este cargo parecia tener la misma autoridad que el 

virrey. 

Otra figura al lado del rey que participaba en la toma de 

decisiones, era un consejo do unce doce a veinte delegados nobles 

llamado el 11 tlatocan11 , que tal vez representaba a los calpullis. Al 

interior del tlatocan se formó el consejo supremo con cuatro 

miembros permanentes que correspondian al n\lmero de grupos que 

existia entre la nobleza, quizás relacionados con los cuatro 

campans existentes al fundarse Tenochtitlan. 

Los sacerdotes también participaban en las decisiones politicas 

importantes, a través de los sumos sacerdotes que tenian contacto 

con la nobleza. Asimismo, existia un gran n\lmero de sacerdotes 

menores, a veces con cargos hereditarios, dedicados a la educación 

del pueblo y de la nobleza además de las actividades del culto. 

Por otra parte, cabe señalar que no se habia presentado una 

corriente codificadora, por lo que la mayoria de las normas eran 

consuetudinarias y la posibilidad de modificarlas quizás dependía 

de la naturaleza misma de las materias. Por ejemplo, el derecho de 

familia se considera que estaria más arraigado en las costumbres y 

tradiciones aztecas. 

México en la Época Procolonial 11 en Bol et in del Instituto de perecho 
Comparado de México, México, nüm. 27, septiembre-diciembre 1956, p. 
64. 
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En cuanto a la actividad jurisdiccional, existia un juez de 

elección popular anual dedicado a los asuntos menores y un tribunal 

para casos de mayor importancia constituido por tres jueces 

vitalicios nombrados por el cihuacóatl. Mediante un sistema de 

apelaciones, el tribunal del rey conocia de algunos casos en 

sesiones realizadas cada veinticuatro dias. La participación del 

rey en las sentencias que establecian la pena de muerte está 

señalada por Toro 8 al indicar que ningún juez podia aplicarla sin 

el parecer del soberano. 

Tomando en cuenta todo lo anterior, se puede concluir que el poder 

unipersonal del rey se encontraba limitado y, por lo tanto, el 

estado azteca no podría considerarse como una monarquia absoluta. 

Sin embargo, resulta dificil encontrar una corriente en la cultura 

azteca tendiente a reivindicar cierta esfera jurídica del individuo 

que pudiera considerarse como intocable por el ejercicio unilateral 

del poder por parte del gobierno 9 • 

Con el fin de matizar la afirmación anterior, cabe señalar que 

Zamacois, al referirse al alto grado de civilización que tenian los 

8 TORO, Alfonso. 11 Las Instituciones Judiciales de los Pueblos 
Indigenas" en Revista General de Derecho y Jurisprudencia, 1931, 
tomo II, p. JO. citado por FLORES Garcia, Fernando. op. cit. supra 
n. 7, p. 67. 

9 MARGAOANT s., Guillermo Floris. Introducción a la Historia 
del perecbo Mexicano ••• , op. cit. supra n. s, pp. 24 y 32. 
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aztecas, menciona que 11 ••• la absoluta independencia de los jueces 

superiores respecto de la corona" era la forma de contener una 

posible tirania y el medio idóneo para que se respetaran " ••• las 

garantias que las leyes concedian a la sociedad ••• " 10 . Asimismo, 

en la compilación de fray Juan Baptista, entendida comC' !A. 

condensación de la sabiduria de distintos pueblos mesoamericanos, 

se encuentran descripciones y exhortaciones sobre la forma correcta 

en que deberian conducirse los gobernantes 11 

1.2.2. La colonia. 

Una vez que la conquista alcanzó tierra continental y después de 

que fue establecida la Nueva España en el territorio que de alguna 

manera corresponde actualmente a México, el rey español aparece 

como máxima autoridad. 

Cabe recordar que al "descubrir el nuevo mundo", el rey español 

habia consolidado · su supremacia sobre las fuerzas que se le 

1º ZAMACOIS, Niceto de. Historia de México. 1876, tomo I, pp. 
402 y 403. Citado por FLORES Garcia, Fernando. Op. cit. supra n. 7, 
p. 70. 

11 BAPTISTA, fray Juan (comp.). Los Huehuetlahtoll i. Testimonio 
de la Antigua Palabra. Nueva versión al castellano por Librado 
Silva Galeana. México, Comisión Nacional conmemorativa del V 
Centenario del Encuentr > de Dos Mundos, 1987, pp. 422 y 55. Citado 
en SECRETARIA DE GODERNACION. 1789-1999 Bicentenario de la 
peclaraci6n de los perechos del Hombre y del Ciudadano. México, S. 
G., 1989, P9• 4-7. 
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oponian, como lo eran la nobleza no cortesana y los cabildos de las 

ciudades con su representación en las Cortes. Esto habia sido 

posible, al decir de ots y Capdequi 1z, con apoyo en la nueva 

conformación social de los encargados de llevar a cabo las tareas 

de administración y gobierno, que empezaban a ser más racionales y 

técnicas y respondian a las nuevas premisas del concepto de 

estado-nación donde la burocracia debia ajustarse a un orden 

normativo. De ahí que, aun cuando teóricamente el rey podía cambiar 

sin limites una ley, en realidad esto no era factible, ya que debia 

responder a cierta racionalidad y técnica. 

En cuanto a la autoridad del rey en la Nueva España, puede 

apreciarse como una limitación, en primer término, las grandes 

distancias, la dificultad en las comunicaciones y el 

desconocimiento de la realidad geográfica, ya que esto impedia 

reproducir fielmente en los nuevos territorios el ejercicio de su 

poder en la península Ibérica. 

Asimismo, no era posible trasladar de manera institucional la 

citada burocracia a la Nueva España, por lo que mediante las 

"capitulaciones", o contratos especiales, la corona hacia 

concesiones a expedicionarios con base en el derecho que le 

"concedió" la bula "inter caetera" de 1493 y que fue confirn1ado con 

12 OTS y Capdequi, José Maria. El Estado Español en las Indias. 
México, Ed. Fondo de Cultura Económica, 1941, pp. 44-50. 



motivo del tratado de tordesillas de 1494. Sobre todo al inicio de 

la conquista, por su alto numero y amplias concesiones qlle 

contenian, estas capitulaciones pueden considerarse como otra 

limitación al poder real. Asi, tuvo completo sentido la politica 

del reino español a mitad del siglo XVI de "reconquistar las :Indias 

de los conquistadores" 13 

De esta forma, es fácil comprender que en la politica española de 

la colonia siempre estuviera presente un factor de desconfianza, 

que hacia necesario impulsar un sistema mediante el cual el rey se 

convirtiera en todo momento en el árbitro má>cimo de cada situación. 

Las bases de este sistema fueron los principios de fiscalización 

reciproca de las autoridades de la Nueva España, instrucciones muy 

minuciosas que requerian un cumplimiento estricto, la obligación de 

informar acuciosamente y la figura juridica de la confirmación real 

a la que deberian sujetarse muchas de las decisiones tomadas por 

las autoridades novohispanas para que tuvieran plena validez. 

Entre estos medios de control tienen un lugar especial las visitas 

y los juicios de residencia. Con las primeras, los visitadores, 

oidores o inspectores, enviados por el rey, verificaban en forma 

periódica o extraordinaria el buen funcionamiento de la 

administración y el correcto desempefto de cada autoridad. Mediante 

13 MARGAOANT s., Guillermo Floris. Introducción a la Historia 
del Derecho Mexicano ..• , op. cit. supra n. 5, p. 61. 

32 



el segundo, se acogian las quejas y denuncias concretas en contra 

de todo funcionario al terminar su encargo püblico, respecto de 

alguna responsabilidad adquirida por su mal desempeño. Mientras 

tanto, el funcionario no podia abandonar el J.ugar donde habia 

ejercido el cargo. 

Asi, todas las autoridades de la Nueva España (entre otras, los 

virreyes, audiencias y sus oidores, adelantados, capita.nes 

generales, presidentes, comandantes generales de provincias 

internas, gobernadores, corregidores o alcaldes mayores, 

corregidores de indios consulados de mercaderes y en España el 

consejo de indias y desde 1714 la secretaria universal de indias) 

participaban de una forma u otra en este principio de fiscalización 

reciproca. En muchos casos, existia incluso una confusión de 

competencias y una indefinición respecto de la jerarquia de sus 

funciones, al menos desde el punto de vista práctico. Además, en la 

mayoria de los casos la decisión definitiva sobre alguna 

controversia entre estas autoridades, podia ser resuelta en Ultima 

instancia por el propio rey. 

Sin embargo, actualmente existen muchas dudas respecto a la 

eficacia de este sistema, y contribuye a ello la consabida fórmula 

de "se acata pero no se cumple", pero debe recordarse que ésta sólo 

tenía el efecto de suspender temporalmente la aplicación de la 

disposición de la corona y tenia que conseguirse una resolución 

definitiva al respecto. Por otra parte, al parecer las sanciones a 
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las autoridades eran más frecuentes en los casos en que se habia 

defraudado al fisco que en los que se trataba de tutelar los 

derechos del súbdito. 

Tomando en cuenta que las autoridades mencionadas representaban una 

corriente de administración y gobierno que provenia desde arriba, 

conviene destacar la existencia de las autoridades municipales que 

estaban inspiradas en un principio democrático, el cual se llevó a 

la práctica, en cierta medida, a principios y fines de la 

colonización y provocó fricciones ante la imposición desde arriba. 

Al respecto, Ots y Capdequi señala que el concejo municipal de las 

ciudades fue el conducto adecuado para que la población en general 

buscara la reivindicación de aspiraciones sociales y, en 

particular, para hacer frente a los excesivos privilegios 

señoriales y hereditarios y a los abus'os de las autoridades 

novohispanas 14 

Posteriormente, se convirtieron en olig~rquias locales que 

aceptaban con bastante facilidad las decisiones de las autoridades 

superiores, siempre y cuando pudieran disfrutar de determinados 

privilegios. Entre e8tas autoridades pueden identificarse los 

regidores, los alcaldes ordinarios, los procuradores (cuya función 

era defender los interes~s de la comunidad ante otras autoridades), 

14 OTS y capdcqui, José Maria. op. cit. supra n. 12, pp. 61-63. 
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fieles executores, fieles de la alhóndiga, alguaciles, escribanos 

de cabildo, depositarios generales, corredores de lonja y alcaldes 

de la mesta. 

Asimismo, existieron las llamadas reducciones de indios, que eran 

pueblos creados para que los aborigenes ajenos a la nueva 

civilización la adoptaran y dieran tributo a la corona. Asi, hubo 

alcaldes indios, regidores indios y varios magistrados inferiores 

vigilados por los corregidores de indios. Estos últimos tenían la 

obligación de proteger a los indios, pero frecuentemente abusaban 

de su cargo. 

Durante los años de la colonia hubo un alto número de vaivenes en 

las medidas administrativas y políticas. Sin embargo, puede 

identificarse una reforma implantada por Carlos III en la segunda 

mitad del siglo XVIII que introduce la figura de las intendencias 

en la Nueva España. 

De esta forma, los antiguos gobernadores fueron sustituidos por los 

gobernadores-intendentes, sometidos tanto al virrey como al 

intendente general, y se logró incrementar los ingresos económicos 

de la corona española mediante un mejor sistema de administración. 

Por otra parte, el poder de todas las autoridades novohispanas se 

vio disminuido y se cometió el error.político de desplazar a los 

criollos que habian logrado ocupar cargos de gobernadores, alcaldes 

mayores y corregidores, ya que la competencia de los nuevos 
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intendentes peninsulares les sustrajo sus atribuciones politicas y 

administrativas. Al respecto, cabe recordar el importante papel que 

representó para la independencia la insatisfacción de los criollos 

de la Nueva España. 

1.2.J. México independiente. 

Durante la transición hacia la independencia, se registraron un 

sinnllmero de normas que difícilmente fueron puestas en práctica 

pero que influyeron en las nuevas instituciones. 

Después de la fase bélica y al término de diversos intentos por dar 

una forma de gobierno a la nueva nación mexicana, i;urge la 

constitución federal de 1824, que contenia dispersos a lo largo de 

su articulado una serie de derechos individuales, entre los que 

destaca el de igualdad por no tener ninguna limitación, pero sin 

prever un mecanismo para lograr la eficacia de estos derechos. 

En 1836 se establecieron las "siete leyes constitucionales" (de 

tendencia centralista), las cuales, además de contener los 

"derechos del hombrL", crearon el supremo Poder conservador, es 

decir, una comisión de cinco personas que guardaría las leyes 

constitucionales y mantendría el equilibrio entre °los tres poderes 

pllblicos. Asi, en forma ~.mperfecta se pretendia cubrir una parte de 

lo que después corresponderia al juicio de amparo. 
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Entre 1841 y 1857 hubo varios cambios constitucionales que fueron 

gestando la idea de crear un mecanismo juridico para dar eficacia 

a la constitución en el caso de que actos de los poderes 

legislativo o ejecutivo la violaran 

En este contexto, Gómez Farias restableció en 1847 la constitución 

de 1824, con algunas reformas que prevén la enumeración de los 

"derechos del hombre" en una ley orgánica e incorporan en su 

articulo 25 algunos principios de lo que vendria a ser el actual 

juicio de amparo: control por parte de la justicia federal, a 

petición de los particulares agraviados por la violación de sus 

derechos constitucionales y, efectos limitados al caso concreto. 

Cabe hacer notar que no se incluia la protección ante actos 

inconstitucionales del poder judicial federal y local. 

Por otra parte, en el estado de San Luis Potosi se estableció la 

ley de procuradurias de pobres, publicada el 11 de marzo de 1847 

15 , en la que se establecen los cargos de tres procuradores, para 

promover la protección juridica de los desvalidos frente a los 

actos irregulares de cualquier agente público de los poderes 

ejecutivo y judicial locales. 

15 I.A EPOCA, periódico oficial del estado de San Luis Potosi. 
11 de marzo de 1847, núm. ·74, pp. l y 2. Citado en SECRETARIA DE 
GOBERNACION. 1789-1989 Bicentenario de la Qeclaración.~, op. cit. 
supra n. 11, pp. 24-27. 
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Tomando en cuenta que se ha considerado a esta figura como "el 

primer om.budsman mexicano" 16 , con toda la extrapolación que esto 

implica, resulta conveniente profundizar un poco en su análisis. 

Los nombramientos se dejan bajo la responsabilidad del poder 

ejecutivo local (art. 1), tomando en cuenta como requisitos (art. 

16) ser ciudadano; buena conducta y fama püblica; contar con dos 

años, por lo menos, en la práctica del estudio de la 

jurisprudencia; y, en igualdad de circunstancias, se debia preferir 

a los jóvenes más pobres. Al parecer, su ubicación jerárquica seria 

bajo la responsabilidad del secretario de gobierno local, como lo 

deja entrever el hecho de que los escritos de los procuradores 

deberian ir firmados por aquél (art. 5). 

su competencia tiene un ámbito personal (arta. 2 y 11) referido 

exclusivamente a los habitantes menesterosos del estado. En cuanto 

a la naturaleza de sus funciones, se limita, para los casos 

particulares (art. 2), a promover la tutela de los derechos de los 

agraviados, y en general (art. 13), a impulsar respuestas de la 

autoridad ante las necesidades de los pobres, como la enseñanza, y 

mejoras sociales. 

Respecto a las funciones de los procuradores de pobres, se 

16 Idem. Se cita bajo el titulo "El Primer Ombudsman Mexicano, 
1B47tt. 
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establecen en forma minuciosa (arts. 1, 3, 4, s, 9, 14, 15, 17, y 

20), desde el sueldo y horario hasta la procedencia de quejas 

verbales ·o escritas, pasando por la prevención de no aceptar 

intermediarios entre el procurador y el agraviado, las 

caracteristicas del lugar en que se desarrollarán sus funciones, el 

nümero de empleados bajo sus órdenes y la forma en que se tomarán 

en cuenta sus méritos o se sancionarán sus faltas por parte del 

poder ejecutivo local. 

sin embargo, cabe destacar que no se le concede al procurador una 

facultad jurisdiccional sobre los casos de que se ocupa, ya que 

ésta corresponde a la 11 autoridad que deba conocer del agravio" 

(art. 4). Dicha autoridad puede resolver (art. 6) que no existe 

agravio, establecer sanciones menores o, cuando procediera una pena 

de gravedad, remitir el caso al juez respectivo, subsistiendo la 

obligación del procurador de agilizar el juicio. 

Un punto tendiente a dar al procurador cierta participación en la 

facultad jurisdiccional, es cuando se establece un recurso de 

publicidad a través de la imprenta del estado, para los casos en 

que los procuradores "entendieren que no se les ha hecho justicia" 

(art. 7). 

Por lo anterior, no se incluyó en la ley que nos ocupa un precepto 

relativo a las resoluciones de los procuradores. En cuanto a 

posibles informes sobre sus actuaciones, tal vez hubieran llegado 
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a establecerse en un reglamento que deberian elaborar los 

procuradores y presentar a la aprobación del congreso local. Aunque 

esto último cae en el campo de la especulación porque, al parecer, 

no se conoce un reglamento de este tipo hasta la fecha. 

Lo que llama la atención, es la forma tan amplia en que podia ser 

incitada la actividad de los procuradores, ya que no sólo podia 

hacerlo el menesteroso agraviado (art. 11), verbalmente o por 

escrito, sino que también cualquiera otro particular o autoridad 

que tuviera conocimiento de algún exceso cometido contra persona 

pobre (art. 12). Incluso, se establece la facultad del procurador 

de actuar de oficio y se le impone la obligación de hacer visitas 

semanales a los lugares en que se presumia que podian existir 

violaciones a los derechos de los pobres (art. 8). 

Volviendo a las consideraciones a nivel nacional, cabe hacer 

referencia a la constitución de 1857, que contenia en sus primeros 

articules una importante lista de derechos individuales y en los 

articulas 101 y 102 se establecen las lineas generales del juicio 

de amparo que fueron reglamentadas en las leyes orgánicas de 1861 

y de 1869. 

Esta constitución colocaba al poder ejecutivo bajo control del 

congreso, por lo que el presidente, en la práctica, no respetaba 

los preceptos relativos. Ya en 1874, Sebastián Lerdo de Tejada 

introduce las reformas necesarias para volver al bicamerismo y 
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reinstituir el veto presidencial. 

Siendo Porfirio Diaz presidente, la prohibición. constitucional 

sobre la reelección fue desapareciendo por etapas. Primero la 

proh.lbición se redujo a los cuatro años inmediatamente siguientes 

a los regimenes del presidente y gobernadores (1878), después se 

autorizó la reelección inmediata por una sola ocasión (1887) y por 

1.Htimo se eliminó el tema en la constitución (1890). 

En materia de amparo, se establece la tercera ley de 1883, que 

permite el amparo contra sentencias civiles y a partir de 1897 la 

reglamentación del amparo queda absorbida en códigos que se 

refieren a los procedimientos civiles federales. Sólo hasta 1919 el 

amparo volveria a ser considerado por separado. 

1.2.4. México posrevolucionario. 

La transición revolucionaria viene a transmitir a l~ constitución 

de 1917 una serie de ideales y conceptos que enriquecieron su 

contenido. Se considera que dicha constitución tuvo muchos 

aciertos, ya que pretendia limitar excesos de los grandes 

hacendados, los patrones, el clero y los extranjeros pero, 

inmediatamente después de consideraciones de este tipo, 

generalmente se manifiestan dudas sobre su puesta en práctica. 

Asimismo, esta nueva constitución retoma lo avanzado en la de 1857 
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con algunas modificaciones trascendentes, entre otras, los derechos 

individuales dejan de ser preestatales y se sujetan a la soberanía 

estatal y se añaden 11 garantías sociales" en los articulas 27 y 123. 

Actualmente, esta constitución ha sido reformada mas de doscientas 

veces. 

En cuanto a las limitaciones a las actividades del Presidente de la 

República, existentes en la constitución vigente, cabe señalar el 

articulo 108, que señala que durante el tiempo de su encargo, el 

presidente sólo podrá ser acusado por traición a la patria y 

delitos graves del orden común, en la forma en que lo indican los 

articules 111, 110 y 113 constitucionales 17 • 

Asimismo, cabe mencionar que el poder legislativo tiene cierta 

intervención en las facultades del Presidente de la República, que 

puede ser utilizada como un control para asuntos relacionados con 

el aspecto financiero del estado (sobre el presupuesto de egresos 

y la cuenta pública o las bases y autorización de los empréstitos) 

y con la ratificación de determinados actos (como los tratados 

internacionales, nombramientos de algunos funcionarios, o ausencias 

presidenciales del ~crritorio nacional) . 

En este mismo sentido, el congreso, mediante su atribución de 

17 Cfr. CARPIZO, Jorge. El Presidencialismo Mexicano. México, 
Ed. Siglo XXI, criminologia y derecho, 10a. ed., 1991, pp. 209 y 
ss. 
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legislar con el fin de hacer efectivas sus facultades señaladas en 

el articulo 73 constitucional y todas las otras concedidas por la 

constitución a los poderes de la Unión (art. 7J, trace. XXX), puede 

reforzar sus propias actividades y restringir las del Presidente de 

la Reptlblica. Además, también podria sesionar, en forma 

extraordinaria, por un amplio tiempo como para considerarlo una 

limitación a las actividades del presidente (Art. 79, trace. IV). 

Otro tipo de limitaciones son, el juicio de amparo, el tiempo que 

dura su nombramiento y la imposibilidad de relegirse, los grupos de 

presión y las organizaciones independientes, la prensa, la 

oposición y la política internacional. 

Por otra parte, en el México posrevolucionario la actividad 

gubernamental ha tenido un inmenso crecimiento, quo ha sido 

acompañado por un incremento en la legislación administrativa, por 

lo que se ha vuelto necesario proveer de un sistema de recursos a 

fin de que la población pueda hacerle frente a decisiones ilegales 

o inconvenientes. 

En las diversas ramas de la administración encontramos una serie de 

figuras tendientes a la reconsideración, la revisión jerárquica y 

al establecimiento de tribunales administrativos especiales. Asi, 

encontramos un tribunal fiscal de la federación y un tribunal de lo 

contencioso-administrativo del distrito federal. En cuanto a los 

recursos, una vez que han sido agotados, generalmente se tiene a la 
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disposición el amparo. 

Asimismo, cabe señalar una tendencia a reconocer en las normas 

jur1dicas cierta responsabilidad estatal por la actuación fuera de 

las normas legales de los funcionarios del gobierno, como se 

establece en el titulo cuarto de la constitución relativo a las 

responsabilidades de los servidores públicos. 

Para terminar este apartado, cabe insistir en que existe en la 

sociedad mexicana la convicción de que las leyes responden 

apropiadamente a sus necesidades y que incluso el clima politice 

permite mejorar esa legislación a fin de que se cubran algunos 

aspectos en los que aún existen deficiencias. 

Sin embargo, el gran reclamo social es creciente en el sentido de 

que lo más importante es llevar a la práctica dichas normas y que 

la actividad gubernamental encargada de traducir las normas en 

.realidades, deja mucho que desear. Por lo anterior, se llega a 

considerar muchas veces que las leyes representan más un ideal a 

alcanzar que un medio para lograr cambios efectivos en la vida 

diaria. En general, t=Xiste un escepticismo ante reformas y creación 

de nuevas instituciones que tiendan a procurar el bien hacer del 

gobierno. 
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l.J. En Suecia. 

En este apartado es conveniente tener presente que la historia de 

los pueblos escandinavos qeneralmente se aborda en forma secundaria 

o accesoria aun cuando en ciertas épocas sostuvieron un papel 

preponderante como potencias o fuerzas dinámicas de Europa 11~. 

Asimismo, las divisiones de los germanos que comúnmente se hacen, 

colocan a los suecos noruegos y daneses como los "germanos del 

norte", en oposición de los francos, alemanes, sajones, anglos, 

frisos, longobardos y bavieros como occidentales, y godos, 

borgoñeses y vándalos como orientales t9 • 

Cabe recordar que cuando nos referimos a la edad media zo 

mencionamos que podia entenderse que durante esa época se mezcló la 

vida germánica con la mediterránea. No obstante que esto es válido 

para Suecia, parece ser que tuvo menos infiltraciones romanas y 

15 LOGAN, F. Donald. Los yikingos en la Historia. (Trad. Clara 
Huarte), México, Ed. Fondo de cultura Económica, colee. breviarios 
núm. 414, primera edición en español, 1985, pp. 12 y 14.; BARUDIO, 
Günter. Historia Universal Siglo XXX. La Época del Absolutismo y la 
Ilustración 1648-1779. (Trad. Vicente Romano Garcia), México, Ed. 
Siglo XXI, quinta edición en español, 1989, v. 25, pp. 6 y 12. 

19 MARGADANT S., Guillermo Florisª Introducción a la Historia 
Universal ••• , op. cit. supra n. 1, p. 158. 

20 supra p. 1 7 . 
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canónicas y su derecho conservó un carácter predominantemente 

germánico, tal vez más que en el caso anglosajón 21 

1.3.1. La consolidación. 

Por lo señalado anteriormente, las consideraciones sobre el derecho 

primitivo germánico que establece el doctor Margadant 22 son 

válidas para representar cómo era la organización de los suecos 

antes del año 500, fecha aproximada en que los germanos se 

establecen en forma definitiva en Europa. 

Asi, en el aspecto politice y judicial, destacan las asambleas de 

libres (thing) con una democracia directa. Habia gobernantas o 

reyes locales y electivos que tenian haciendas como sustento propio 

y a su lado se encontraba una especie de comité de nobles 

(comitatus) o grupo de seguidores. Puede decirse que en toda 

Escandinavia la sociedad estaba compuesta por reyes, nobles, 

hombres libres, libertos y esclavos lo que influyó en el gobierno 

general de la sociedad (posteriormente en el siglo XIII aparece lu 

•21 Conviene hacer hincapié en que nuestra afirmación encierra 
un juicio comparativo frente a los demás sistemas juridicos 
europeos, ya que como afirma Barudio: "Si se reduce la historia de 
Suecia a las 'raices germánicas• de donde salió todo, se pasa por 
alto la riqueza de una cultura politica •• ·"· Cfr. BARUDIO, Günter. 
Op. cit. supra n. 18, p. 11. 

22 MARGADANT S., Guillermo Floris. Introducción a la Historia 
Universal ••• , op. cit. supra n. 1, p. 157 y ss. 
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clase de la nobleza militar). 

En los siglos siguientes, aproximadamente del VI al XI, se registra 

un periodo de invasiones y expansión vikinqas, las cuales además de 

representar para Europa en general una fuente de cambios, 

permitieron que los pueblos escandinavos llegaran a Islandia, 

Groenlandia, Inglaterra, América, Normandia, la Peninsula Ibérica, 

Italia, Rusia y Bizancio. En algunos de estos luqares se 

establecieron en forma permanente mientras que en otros sólo 

realizaron incursiones a veces periódicas. 

Suecia experimenta durante el siglo XIII y principios del XIV un 

proceso de codificación y, propiamente, de redacción de las 

costumbres germánicas regionales. La codificación que da una cierta 

unidad al derecho sueco fue llevada a cabo en el año 1350 

aproximadamente, revisada en 1442 23 bajo el rey Cristóbal. Esta 

revisión puede identificarse como ley nacional de Suecia 

C"landslag") o derecho del territorio sueco. 

En 1397 se establece la unión de Kalmar en la que participan Suecia 

y Noruega bajo la hegemonia de Dinamarca. cabe recordar que en esa 

época el territorio sueco comprendia a la actual Finlandia, hasta 

23 BARUDIO, Günter. Op. cit. supra n. 18, p. 
señala como fecha probable de esta revisión el año 
MARGAOANT S., Guillermo Floris. Introducción a 
uniyersal •.• , op. cit. supra n. 1, p. 377. 
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que en 1809 el territorio finlandés queda bajo el dominio ruso y en 

1917 obtiene su independencia. Al parecer, Suecia inicia el 

abandono de esta unión en 1471 aproximadamente, el cual se vuelve 

definitivo en 1523, aun cuando Noruega continúa unida a Dinamarca 

hasta 1814, cuando pasa a formar parte de Suecia hasta 1905. 

Desde los inicios del siglo XV el rey sueco sólo podia legislar con 

la participación de la dieta o parlamento (riksdag) compuesto por 

cuatro estamentos: el clero, la nobleza, los vecinos de las 

ciudades y los campesinos de la corona. En la landslag el rey era 

elegido por estos estamentos. 

cuando en 1544 se modificó este principio electivo de la landslag, 

fue establecida una posición relativamente intermedia: el rey tenia 

derecho a un feudo hereditario que le aseguraba a su dinastia la 

sucesión tanto en las tierras como en el cargo, pero subsistió un 

elemento elector en los estamentos, ya que cada nuevo rey deberia 

de realizar los juramentos que se referian al correspondiente 

contrato de dominio, con lo que se garantizaban los privilegios de 

los estamentos. 

Barudio señala que en términos juridicos el' reino, representado 

aqui por lo~ estamentos, se ·reservaba el poder absoluto para 

disponer de las provincias y tierras al momento de la instauración 

de un nuevo suct:!sor. Y al rey se le concedia un derecho de 

usufructO, por lo cual, por regla general, no podia recaudar 
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impuestos generales sin la aprobación de los estamentos, ni 

declarar querras o firmar la paz. Asimismo, debia respetar los 

intereses de la nobleza al ocupar cargos imperiales y tenia ciertas 

limitaciones para viajar al extranjero o casarse. Con ello, más que 

abrirse camino la idea de un estado absolutista se consolidó un 

sistema teudal 24 , aunque en varias ocasiones se tendia a gobernar 

en forma absoluta. 

Un aspecto de estas limitaciones es el hecho de que la dieta, era 

un órgano que se reunia temporalmente, mientras que el senado era 

un órgano eminentemente permanente, constituido por 

administradores, diplomáticos, jueces y generales, que debia 

recordar al rey el derecho. 

De esta terma, a partir de la "unión hereditaria" de 1544, al rey 

le correspondía la "majestas personal is", en referencia a la 

administración, y a los estamentos "la majestas real is", en el 

ámbito de las leyes fundamentales. Entre otras, estas leyes se 

conformaban con la landslaq ya mencionada, la "unión religiosa 11 de 

1593, que aceptaba la confesión de la reforma protestante como 

doctrina de la iglesia estatal, y las diversas 11garantias 11 juradas 

por los reyes sucesivos. 

En esta época, la acción de las diversas fuerzas politicas de 

24 Bl\RUDIO, Günter. op. cit. supra n. 18, pp. 13 y ss. 
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Suecia se entiende como la pretensión de incluir en estas leyes 

fundamentales el mayor nllmero de garantias a favor de alguno de los 

estamentos o bien, mayores privileqios para el rey, seqlln el caso, 

en donde el principio de la reciprocidad de derechos y deberes 

estaba presente. 

Entre los cargos que podia nombrar el rey, a finales del siglo xvi, 

ya existia un funcionario, llamado el preboste de la corona, que 

actuaba a nombre del monarca como el fiscal principal y ejercia una 

viqilancia sobre los fiscales pllblicos. Posteriormente, estas 

funciones las desarrolló el procurador de la corona de la corte de 

apelaciones de Estocolmo 25. 

1.3.2. La expansión. 

Al ascender al trono un nuevo rey en 1611, puede decirse que 

encontró a Suecia ya consolidada politica y económicamente, por lo 

que no babia al interior del pais grandes riesgos y se inició un 

proceso de expansión de sus fronteras. 

Por otra parte, baj~ el nombre de "forma de gobierno", lograron 

reunirse en un solo documento las leyes fundamentales junto con las 

25 RUOHOLM, Sten. "Los Guardianes de la Ley en Suecia" en ll 
Ombudsman. el Defensor 1el ciudadano. (Trad. Eduardo L. Suárez), 
compilador Donald c. Rowat, México, Ed. Fondo de cultura Económica, 
sección de poli ti.ca y derecho, primera edición en español, 1973, p. 
49. 
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leyes para la administración y el gobierno, siendo aceptadas por la 

dieta en 1634. Sin embargo, la corona no firmó estas leyes, aunque 

si aceptó el anterior orden jurídico. 

Esta "forma de gobierno" incluia cinco altos cargos: prefecto de 

justicia, mariscal del ejército, almirante de la flota, canciller 

de la politica interior y exterior y tesorero mayor de las 

finanzas. La tendencia no era en contra de la monarquía sino en 

contra del absolutismo. Asimismo, la "forma de gobierno" pretendia 

reafirmar y renovar un régimen donde el rey tenia su majestad, el 

senado su autoridad y la dieta o estamentos sus derechos o 

libertad. 

Cuando la corona pretendió disponer en su testamento de las 

prerrogativas que tenia como consecuencia de su cargo, como algo 

que habia entrado a su patrimonio personal, se desató en 1660 una 

discusión entre los estamentos en la que prevaleció el principio 

del "gobierno a través de la constitución" sobre el de "gobierno 

mediante la voluntad". El rey no podia disponer en su testamento de 

cosas pUblicas. 

Conviene insistir en que los intereses de los estamentos eran 

diversos y, en ocasiones, opuestos. Por ejemplo, la nobleza tenia 

mayor acceso a los altos cargos de administración del gobierno y 

del senado, que los otros tres estamentos plebeyos; los campesinos 

tenian la mayor caLga en los impuestos y obligaciones pUblicas; y 
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la corona podia entregar o vender tierras bajo su propiedad, como 

contraprestación por servicios otorgados al rey o al reino, creando 

una "nueva nobleza" con intereses diferentes a los de la nobleza 

tradicional y afectando la representación de los campesinos en la 

dieta. 

Entre 1660 y 1672 hubo un gobierno tutelar debido a la minoria de 

edad del rey, por lo que la responsabilidad sobre la precaria 

situación que imperaba en la economia fue adjudicada al senado por 

haber sancionado la politica unilateral de tierras. Aspecto gua 

encontró eco en el estamento de los campesinos al ver la gran 

acumulación de tierras que habia logrado la nobleza. 

1.3.2.1. Absolutismo monárquico. 

Asi, cuando el rey y su corte deciden poner orden en las finanzas 

y lograr la seguridad del ejército mediante la afectación de las 

propiedades reales; tienen un buen pretexto para justificar la 

desaparición del orden constitucional e imponer el poder absoluto 

en manos de un solo hombre: el rey. 

En 1680 la dieta ~ecide que no se necesitaba que el senado, sin ser 

consultado, recordara al rey el derecho del reino y en 1681 es 

convertido en consejo re·Jl. A\in mas, la dieta consideró que el rey 

podia decidir libr1Jmente las reglas de liquidación de los terrenos 

del feudo real gue deseaba enajenar. Una decisión que abrió paso 
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para que, posteriormente, la dieta, con actitudes oportunistas y de 

temor politico, resolviera que ya no decidiria nada en materia de 

legislaciones. 

De esta forma, el rey pudo intervenir en contra del. derecho de 

propiedad de sus sübditos y en 1693, ante la dieta, se declaró como 

rey absoluto de Suecia. De 1680 a 1693 se puede apreciar cómo en el 

momento en que los gobernados no incluyen en sus pretensiones 

fundamentales el respeto a las conquistas logradas a través del 

derecho, su esfera de derechos individuales puede ser nulificada en 

términos prácticos. 

Carlos XII, que accede al trono en 1697 a los quince años bajo 

estas nuevas bases de poder, tomó juramento de fidelidad de cada 

estamento sin que él prestara ningún juramento a cambio y se corona 

él mismo como signo de que su poder procedia directamente de dios 

sin intermediación de la iglesia. 

Este rey llevó a cabo una agresiva campaña militar, inicialmente 

para proteger los territorios en el mar báltico que dominaba Suecia 

y, con posterioridad, con fines expansionistas. Después de ganar 

importantes batallas iniciales contra Dinamarca, Rusia y Polonia, 

en 1709 fue derrotado por Rusia y se refugió en Turquía. 

Posteriormente, fracasa en su intento de conquistar Noruega y muere 

en 1718. 
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Durante su estancia en Turquia, asumió las responsabilidades del 

gobierno un funcionario de nombre Arvid Horn, con la aprobación del 

consejo real y los estamentos, consultados en 1710. Por 

consiguiente, en 1713 el rey Carlos XII creó la figura del 

procurador supremo ("h6gste ombudsmannen"), que después se denominó 

canciller de justicia ("justitiekansler"), mediante la cual una 

persona de confianza del rey vigilaria y aseguraria que los 

servidores de la corona mantuvieran su fidelidad, principalmente 

durante las ausencias del rey en sus largas campañas militares 26 

1.3.3. Periodo de libertad. 

Con la muerte de Carlos XII desaparece el régimen absolutista 

(hereditario patrimonial) y se vuelve al sistema anterior 

(constitucional contractual} pero con importantes restricciones en 

los poderes de la corona. La reacción ante el absolutismo provocó 

que, en un primer momento, el senado tuviera el control sobre el 

rey, pero finalmente en 1751 la dieta se declara infalible en 

materia de leyes fundamentales o básicas, con lo que el control 

sobre toda la administración estatal queda en sus manos, incluyendo 

la recaudHción de ;,.mpuestos y las finanzas ptlblicas. El senado 

llegó a considerarse sólo un comité de la dieta. 

26 PELLON Rivera, nicardo. "La Metamorfosis del Ombudsman1' en 
pocumentación Administrativa, Madrid, ntlm. 161, septiembre-octubre 
1974, p. 23. 
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Cabe destacar que existia un incipiente sistema para elegir a los 

representantes de los estamentos que asistian a la dieta en sus 

reuniones periódicas cada tres años. Asimismo, aunque el principio 

de la propiedad era determinante en su conformación, los tres 

estamentos plebeyos qanaban influencia en la dieta en la medida en 

que aumentaban sus inqresos. 

Por otra parte, surqieron seguidores de una determinada posición 

aqrupándose en dos partidos principales, que comprendían 

representantes de todos los estamentos y que respondian a 

influencias del exterior del reino. Cada partido al lograr un 

determinado dominio en la dieta imponia sus decisiones y uno de 

ellos pretendió en 1768 que se gobernara sólo con el sello real, lo 

que no fue posible ante la amenaza del rey de abdicar. Ambas 

tendencias se culpaban mutuamente de querer imponer una 

- aristocracia y de poner en peligro las garantias existentes 

respecto a la propiedad. 

Es en este contexto en el que se establece, en 1766, la figura del 

comisionado del riksdag para la judicatura y la administración, 

considerado el primer antecedente directo del ombudsman 27 • Puede 

27 HOLMBERG, Erik, y STJERNQUIST, Nils. Introducción a la 
publicación del parlamento sueco: SWEDISH RIKSOAG. Constitutional 
Documents of sweden. The Instrument of Government. The Riksdag Act. 
The Act of succession. The Erecdom of the Presa Act. (Trad. al 
inglés de Ulf K. Nordenson y rrank o. Finney). Estocolmo, swedish 
Riksd~g, 1981, p. e. 
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afirmarse que la dieta estableció este cargo en lugar del canciller 

de justicia creado por el rey en 1713. 

1.3.4. La constitución sueca de 1809. 

Bajo secuestros y amenazas, Gustavo III arrancó a la dieta, en 

1772, una decisión en la que las leyes constitucionales se 

interpretaron para poner en sus manos, como rey que era, todas las 

prerrogativas. En 1789, se establece el dominio absoluto del rey, 

por el cual podia nombrar a los funcionarios de al tos cargos, 

recaudar impuestos y declarar la guerra, libremente. Gustavo III 

murió en 1792. 

Posteriormente, Suecia fue arrastrada a las guerras napoleónicas y 

en 1809 fue derrotada por Rusia. Este mismo año surge una nueva 

constitución escrita que prescribe un equilibrio entre la corona y 

la dieta. El poder ejecutivo fue depositado en el rey; la actividad 

legislativa, en cuanto a las leyes fundamentales y las ordinarias, 

fue dividida entre el rey y la dieta; la legislación en materia 

económica y administrativa fue responsabilidad del rey como parte 

del poder ejecutivoi lil decisión sobre impuestos y las finanzas 

p\.\blicas quedó en manos de la dieta, asi como un detallado poder de 

control: el rey nombraba a los funcionarios de los altos cargos, 

quienes sólo tenian una función de consejeros, y él mismo resolvia 

las cuestiones del gobierno. 
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una nueva ley sobre la constitución de la dieta fue adoptada en 

1866, en virtud de la cual el viejo sistema parlamentario de cuatro 

estamentos que habia estado vigente, aunque no sin contratiempos, 

desde principios del siglo XV, se convertia en un moderno 

parlamento dividido en dos grupos; una cámara alta nombrada 

mediante cuerpos electores regionales (órganos de decisión suprema 

de los 11 landsting11 o provincias y de las más grandes ciudades 28) 

y una cámara baja surgida por votaciones directas. 

Se entiende que en 1809 se inició en Suecia un proceso de 

democratización, el cual vino a culminar con el derecho al sufragio 

concedido definitivamente, tanto al hombre como a la mujer, en 

1921 29 • 

A fines del siglo XIX, surgió un movimiento en favor del parlamento 

y del voto que encabezó el partido socialdemócrata, enfrentándose 

a las fuerzas politicas conservadoras. La igualdad de sufragio fue 

concedida a los hombres mayores de edad en las elecciones locales 

y parlamentarias de 1918. Al parecer los sucesos revolucionarios de 

28 HADENIUS, Stig. swedish Politice purinq The 20tb Century. 
-Estocolmo, Ed. svenska Institutet-The swedish Institute, Ja ed., 
1990, p. 10. 

29 HADENIUS, Stig. Op. cit. supra n. 28, p. 7. Cfr. GUSTAFSSONt 
Agne. Loca 1 Goyernment in Sweden. Estocolmo, Ed. Svenska 
Institutet-The swedish Institute, 1983, p. 13. Cfr. HOLMBERG, Erik, 
y STJERNQUIST, Nils. Op. cit. supra n. 27, p. 9. 
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Alemania y la Unión Soviética, influyeron en los conservadores 

suecos para aceptar este hecho, aunque sin mucho convencimiento. 

Asi, los socialdemócratas obtuvieron una base masiva en el 

electorado gracias a la movilización de los ciudadanos que 

accedieron al derecho de voto y a sus nexos con el movimiento 

laboral. 

Particularmente, los lineamientos generales del sistema de partidos 

sueco, que de alguna forma continUan vigentes hasta ahora, fueron 

adoptados durante la actuación de un parlamento con la mayoria en 

manos del partido socialdemócrata, obtenida en las elecciones de 

1932. 

Durante los cincuenta años siguientes, el espectro politice se 

formó, principalmente, teniendo en el ala izquierda al pa~tido 

socialdemócrata, que agrupó en sus filas a los trabajadores y a los 

seguidores de las corrientes politicas de la izquierda, aunque 

existia un pequeño partido comunista más a la izquierda. Asimismo, 

estaban en la derecha politica los conservadores -que después se 

denominaron moderados- los liberales y el partido agrar.io -llamado 

posteriormente del centro-. Los partidos más pequeños, en 

particular los que estaban situados más a la izquierda de los 

socialdemócratas, fueron perdiendo su participación, sobre todo 

después de que en 1969 ue estableció una estricta proporcionalidad 

de representación parlamentaria entre los partidos que hubieran 

obtenido por lo menos el 4 por ciento de la votación nacional. Al 
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mismo tiempo, el sistema bicameral fue reemplazado por una sola 

cámara. 

Ya en 1974, se estableció una nueva constitución, cuyo principal 

objetivo fue poner por escrito las reglas del sistema parlamentario 

que el desempeño del qobierno habia añadido como costumbre a la 

constitución de 1809. Y se previó que en años sucesivos se 

aumentarían secciones para complementar esta nueva constitución. 

Por otra parte, el partido socialdemócrata tuvo qran habilidad para 

lograr que el apoyo que le conferia el núcleo obrero se ampliara 

hacia otros importantes sectores sociales como el agricola y el d~ 

los trabajadores no manuales. 

Asi, el prolongado gobierno de los socialdemócratas y su destreza 

para establecer su programa politico, les permitieron inutilizar 

las propagandas de los partidos de derecha y reforzar la división 

en campos bien detinidos de izquierda y derecha en el espectro 

politico sueco. 

Lo que conviene destacar es el hecho de que esta situación provocó 

que el sector empresarial se adaptara a 11 una versión del 

capitalismo compatible con el Estado de asistencia social que 

estaba surgiendo" 30 y que en general los votantes fueron 

30 PEMPEL, T. J. (compilador). Democracias Diferentes. Los 
Regímenes Con Un partido pominante. (Trad. Italia Moraita), México, 
Ed. Fondo de Cultura Económica, sección de política y derecho, 
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convenciéndose que las soluciones adoptadas por el partido 

socialdemócrata eran viables aún cuando en los primeros tiempos 

fueron muy cuestionadas. 

Esto fue asi, a tal grado, que en 1976 y 1979, aun cuando los 

socialdemócratas perdieron la posibilidad de formar un gabinete (a 

pesar de que su partido tenia el mayor número de escaños en el 

parlamento), los dos gobiernos sucesivos de derecha nacionalizaron 

más industrias de 1976 a 1982 que los socialdemócratas en 44 años. 

Esto demuestra que los proyectos socialistas que inlciaron se 

habian institucionalizado. 

De esta forma, los gobiernos de derecha de oposición no pudieron 

presentar una alternativa diferente y en 1982 los socialdemócratas 

volvieron al poder, y fueron reelegidos en 1985 y 1988. sin 

embargo, en 1991 los socialdemócratas vuelven a perder la 

posibilidad de formar un gobierno. 

primera edición en español, 1991, p. 26. 
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2. El ombudsman parlamentario sueco. 

Lo que se afimó anteriormente, en el sentido de que la historia de 

Suecia es abordada con frecuencia en forma accesoria, de alguna 

manera tiene cierta correspondencia en relación con los estudios 

juridicos sobre Suecia y su circulación en México. Claro está que 

precisamente la institución que nos ocupa en este capitulo ha 

motivado una serie de estudios especializados que, no obstante, no 

pueden ser complementados por un conocimiento qeneralizado en 

nuestro medio de la realidad sueca. 

De ahi el interés por tratar de analizar en este capitulo la figura 

del ombudsman haciendo referencia al contexto en el que se 

desenvuelve, a fin de determinar el género de actividades a las que 

puede ser asimilada su función y establecer las diferencias 

especificas que lo caracterizan. 

2.1. Naturaleza juridica. 

Con respecto a la esencia de la figura del ombudsman, es decir, qué 

es, hemos ya propuesto enmarcarlo en el concepto más amplio de 

"control de la actividad gubernamental", que se abordó en el primer 

capitulo a través de un panorama histórico. En este mismo sentido, 

en Suecia las funciones del ombudsman so inscriben en la 11 facultad 

de control del parlamento sobre la actividad gubernamentnl 11 • 
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En la constitución de l.974 31 , específicamente en el capitulo 12 

del "instrumento de gobierno" 32, se establece en ocho articules 

la facultad de control del parlamento sueco, en donde se dispone la 

figura del ombudsman. 

En primer término (arta. 1-3 del cap. 12), se disponen las 

facultades de control que tiene el comité constitucional del 

parlamento, en virtud de las cuales puede examinar el desempeño de 

los ministros respecto de sus obligaciones, asi como el manejo de 

los asuntos del poder ejecutivo. Aqui, se pretende establecer que 

las investigaciones se dirijan a los aspectos administrativos y no 

a los politices. con este fin, se concode a dicho comité 

constitucional el derecho a conocer los archivos en esa materia y 

se faculta a cualquier comité o miembro del parlamento para 

31 Aunque es frecuente que el documento 11 instrumento de 
gobierno" o 11 forma de gobierno " (regerisform) de Suecia se 
equipare a la constitución escrita de otros paises, no debe 
olvidarse que el estado sueco tiene otras leyes fundamentales de 
nivel constitucional, tal es el caso de la "ley de sucesión" y la 
"ley de la libertad de prensa", que para reformarlas se debe seguir 
el mismo procedimiento estipulado para el instrumento de gobierno. 
Asimismo, la "ley del parlament.011

, por su contenido, puede 
considerarse como parte de la constitución, aunque no es ley 
fundamental por no estar sujeta al mismo sistema para su reforma, 
segtln el capitulo 8, articulas 15 y 16, del instrumento de 
gobierno. 

32 SWEOISH RIKSDAG. constitutional pocuments of swedeo. The 
Instrument of Gove~n··. The Riksdag Act. The Aet of succession. 
Thé Freedom of the Press Act. (Trad. al inglés de Ulf K. Nordenson 
y Frank o. Finney). Introducción de Erik Holmberg y Nils 
Stjernquist. Estocolmo, Swedish Riksdag, 1981, pp. 43-80. 
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colaborar con el comité constituciona1. 

Asimismo, el mencionado comité constituciona1 deberá comunicar al 

riksdag cada asunto que considere relevante y por lo menos una vez 

al año informará de cualquier observación que el comité haya 

encontrado digna de atención en sus investigaciones. El parlamento 

podrá presentar estas observaciones al poder ejecutivo. 

Se establece una responsabilidad penal a los ministros o 

ex-ministros que han actuado con gran negligencia en el desempeño 

de su cargo, siendo el comité constitucional competente para 

decidir sobre acusaciones de este tipo y la suprema corte para 

llevar e1 caso (art. 3 del cap. 12). Un ornbudsman está obligado a 

iniciar y proseguir este juicio, segun lo señala la sección 10 de 

la ley de instrucción para los 11 ombudsmanes 11 parlamentarios, que 

veremos más adelante. 

Existe una responsabilidad del poder ejecutivo ante el parlamento 

(arts.4 y 5 del cap.12), ya que el riksdag puede declarar, con el 

acuerdo de más de la mitad de sus miembros (aproximadamente 175 

como minimo), que determinado ministro no cuenta con la confianza 

parlamentaria. Esto debe realizarse mediante la incitativa de por 

lo menos una décima parte (aproximadamente J5) de los miembros del 

parlamento, sin que la moción sea preparada por un comité. 

En el supuesto de que proceda el "voto de no confianza", el 
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presidente del parlamento removerá al ministro (art. 5 del cap. 6) , 

y tratándose del primer ministro todo el gabinete será removido. No 

obstante, estos efectos pueden detenerse si el jefe de gobierno 

llama a elecciones extraordinarias en el plazo de una semana. 

Aclemás, puede ejercitarse la función de control a través de 

interpelaciones y preguntas a cualquier ministro sobre el desempeño 

de su cargo, en la forma que señala la ley del riksdag. 

Por otra parte, el parlamento puede elegir, de entre sus miembros, 

a auditores contables encargados de revisar las actividades 

gubernamentales, con instrucciones adoptadas por el riksdag (art. 

7 del cap.12). Estos auditores pueden solicitar los documentos, 

datos y reportes que sean necesarios para realizar su investigación 

y se considera que actUan en forma independiente al lado de los 

auditores del poder ejecutivo. 

En cuanto a la creación del ombudsman (art. 6 del cap. 12), se 

establece que el parlamento puede nombrar uno o mas 

11 ombudsmanes" 33 con el fin de que supervisen, bajo directrices 

determinadas por el parlamento, la aplicación de las leyes y otros 

estatutos en el servicio pllblico. El ombudsman puede iniciar 

procesos legales en aquellos casos que estén indicados en las 

ll Considero que este es el plural que le correspondería en 
español. 

64 



citadas directrices. 

Asimismo, el ombudsman podrá estar presente en las deliberaciones 

de los tribunales o de las autoridades administrativas y tendrá 

acceso a sus actas y documentos. cualquier tribunal o autoridad 

administrativa, asi como cualquier servidor pllblico civil del 

gobierno central o de la municipalidad, deberán proporcionar al 

ombudsman la información y reportes que este último requiera. Esta 

obligación se extiende a cualquiera otra persona que esté bajo la 

autoridad de supervisión del ombudsman. Los fiscales deberán ayudar 

al ombudsman cuando se les solicite. 

i:os procesos penales a causa de un acto delictivo cometido en el 

ejercicio de las funciones oficiales de un miembro de la suprema 

corte o del supremo tribunal administrativo, serán llevados ante la 

suprema corte por el ombudsman o por el procurador general (art. 8 

del cap. 12). 

Igualmente, la suprema corte examinará y decidirá si un miembro de 

la suprema corte o del supremo tribunal administrativo, de acuerdo 

con las previsiones legales al respecto, debe ser removido de su 

cargo, suspendido en el ejercicio de sus funciones o ser obligado 

a someterse a un examen médico. Los procesos que tengan estas 

objetivos deberán ser iniciados por el ombudsman del parlamento o 

por el procurador general. 

65 



Como puede notarse en los anteriores párrafos que hacen referencia 

a la facultad de control del parlamento, la finalidad del ombudsman 

es precisamente supervisar que los poderes ejecutivo y judicial se 

apeguen al orden juridico. 'i, como consecuencia, proteger la esfera 

de derechos de los gobernados. 

Por otra parte, como un adelanto de lo que se abordará en los demás 

apartados de este capitulo, cabe señalar que sus funciones las 

desarrolla en forma independiente y que mediante sus informes y 

recomendaciones promueve cambios en la legislación y participa en 

medidas para mejorar la actuación de los tribunales y de la 

administración. 

En tal virtud, la naturaleza juridica del ombudsman podria ser 

enunciada como un órgano autónomo de heterotutela juridica, 

complementario, con funciones de policia sobre actividades 

juridicas, p\lblicas y concretas 34 Donde el carácter autónomo 

surge por la independencia de sus funciones; el aspecto tutelar 

jurídico resulta de la función de protección por medio del derecho, 

con la variante de ser una acción heterogénea porque controla a dos 

poderes de gobierno diversos del qu!'.! lo nombra; la calidad 

complementaria se manifiesta en el hecho do que sus funciones 

revisten, en cierta medida, actividades colegislativas, 

14 BARRIOS DE l~NGELIS, Dante. "Estudio Genético-Funcional del 
Ombudsman11 en Revista uruguaya de perecho Procesal, Montevideo, 
mlm. J, 19BC·, pp. 218 y 219. 
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cojurisdiccionales y coadministrativas, y; las funciones de policia 

se destacan en la finalidad de establecer, mantener o restablecer 

el orden y seguridad juridicos mediante la supervisión. 

En cuanto al objeto de la supervisión del ombudsman, cabe señalar 

que es la actividad humana (incluyendo la actitud de omisión), pero 

sólo aquélla que atañe al derecho, es decir, juridica, con lo cual 

se descarta, en particular, la actividad técnica en si misma que 

sólo es materia de supervisión en función de su juridicidad. 

Además, debe ser pUblica, en tanto que la actividad se realiza en 

el ámbito del derecho p\lblico o tiene una trascendencia en éste aun 

siendo del derecho privado. El calificativo de concreto se refiere 

al hecho de que la citada actividad es relativa a individuos 

determinados. 

2.2. Orígenes. 

Como ya hemos mencionado se considera que el primer ombudsman 

parlamentario sueco fue establecido en 1766, como una forma de que 

el canciller de justicia creado desde 1713 -aunque este nombre lo 

obtuvo en 1719- fuera designado por los cuatro estamentos pero 

sustancialmente con las mismas funciones. 

En 1772 el canciller de justicia fue nombrado nuevamente por el rey 

y volvió a ser un funcionario de su confianza, cuyas atribuciones 

fueron modificándose para ser también un consejero del rey. Ya en 
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el año de 1809 sus actividades se parecian más a las de un ministro 

de justicia. 

La constitución de 1809 establecia una división de la autoridad con 

el fin de que no volviera a surgir un réqimen absolutista por una 

concentración del poder en manos del rey o de los estamentos. 

Asimismo, se dispuso que el control del desempeño de los 

funcionarios seria ejercido por dos oficinas separadas, el 

canciller de justicia a nombre del rey y el 0 justitieombudsman11 por 

parte de los estamentos. 

El canciller de justicia dejó de ser un cargo politico y desarrolló 

funciones de asesoria y representación legal del poder ejecutivo. 

También continuó con las funciones de control, pero como lo señala 

Rudholm, para un ciudadano es más natural dirigirse al ombudsman 

que representa al parlamento y a los votantes, y para las oficinas 

públicas recurrir al canciller de justicia, como consejero de la 

autoridad superior; a fin de que se corrija y examine una acción 

oficial 35 

La institución del ombudsman, con las caracteristicas esenciales 

con las que se conoce ahora, surgió en 1809 y las disposiciones más 

importantes que rigen su funcionamiento se encuentran sin cambios 

15 RUDHDLM, Sten. "Los Guardianes de la Ley en Suecia" en op. 
cit. supra r.. 25, p. 53. 
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sustanciales en la constitución de 1974, que ya se señalaron en el 

apartado anterior. 

El ombudsman, en dicho texto legal, aparece como un funcionario que 

representa exclusivamente el interés del parlamento por controlar 

a los servidores públicos de la administración y de los juzgados y 

tribunales. Esto abre todo un campo de referencias relativas a los 

sistemas de pesos y contrapesos entre los poderes de gobierno, 

donde la actividad de supervisión resulta la más importante con el 

fin de mantener el orden juridico vigente. Desde una perspectiva 

histórica, estas facultades de policia, cobran especial importancia 

en Suecia por los movimientos pendulares que tuvo el dominio 

politice entre el rey y la dieta. 

Con la referencia a una perspectiva histórica de la sociedad sueca, 

estamos siguiendo, de alguna manera, el planteamiento de Ourkheim 

~, que establece que no es posible explicar un hecho social, como 

es el caso de la creación del ombudsman, por aclarar simplemente 

para qué sirve y qué papel representa, es decir, la utilidad del 

hecho no es lo que lo hace existir. Asi, la causa determinante de 

la creación del ombudsman debe buscarse en los hechos sociales 

anteriores que tuvieron la fuerza de producirla. 

~ DURKHEIM, Emil. Las Reglas del Método Sociológico. (Trad. 
Anibal Leal), Argentina, Ed. La Pléyade, 1979, pp. 106 y as. 
RECASENS Siches, Luis. Tratado General de Sociolog1ª,. México, Ed. 
Porrúa, 24a ed., 1976, pp. 7, 83 y ss. 
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A fin de matizar la anterior observación, cabe señalar qu8, en 

qeneral, es necesario que el hecho social sea ~til para continuar 

existiendo y la referencia a su utilidad permite su comprensión 

cabal. Además, el medio social en el que se da un hecho, también 

social, produce diversas causas concomitantes que influirán en su 

conformación, ya que si 11 ••• las principales causas de los 

acontecimientos sociales estuviesen todas en el pasado, cada pueblo 

no seria más que la prolonqación del que lo ha precedido, y las 

diferentes sociedades perderían su individualidad para convertirse 

simplemente en momentos diferentes de un llnico y mismo 

desarrollo'' 37 • 

En este sentido, el ombudsman surqe en 1909 como parte de esa 

capacidad del parlamento para impedir que otro monarca llegara a 

ostentar el poder absoluto en el pais. Este hecho parece reflejarse 

en que al inicio de su existencia, en la práctica el ombudsman 

actuaba de oficio en todos los casos. Posteriormente, la población 

empezó a enviar sus quejas, pero en un bajo nllmero de alrededor de 

70 anuales durante los primeros cien años de existencia del 

ombudsman 38. 

37 DURKHEIM, Emil. Op. cit. supra n. 36, p. 132. 

38 EKLUNDH, Claes. La Experiencia del Ombudsman Sueco en la 
Actualidad. (Trad. José de caray y cuevas), ponencia presentada en 
el congreso internacional "La experiencia del ombudsman en la 
actualidad", organizado por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, Mé:.cico, 13-15 de noviembre de 1991, p. 12. 
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oe ahi que nos atrevamos a afirmar que la función de "protección 

del gobernado" surgió en el ombudsman, oriqinalmente, en una forma 

indirecta, tomando en cuenta que al representar al parlamento 

estaba representando también a los qobernados. Por lo tanto, la 

protección directa del qobernado fue surgiendo paulatinamentu hasta 

el grado de ser, incluso, determinante en sus funciones. 

Por otra parte, a partir de 1915 las fuerzas armadas suecas fueron 

supervisadas por un ombudsman parlamentario especializado 39 , en 

virtud de que el riksdag creó un cargo paralelo para esta función, 

la cual se mantuvo separada hasta 1968, cuando los dos cargos se 

fusionaron en un organismo constituido por tres 11 ombudsmanes 11 • Por 

una reorganización en 1976, el numero de "ombudsmanes" se aumentó 

a cuatro y en 1986 uno de ellos fue nombrado "ombudsman 

parlamentario presidente 11 

2.J. Caracteristicas especificas. 

2.3.l. Nombramiento. 

cuando el parlamento estaba conformado en dos cámaras (se 

constituyó en una sola cámara en 1969), la designación se llevaba 

a cabo mediante un grupo de 48 electores (24 do cada cámara) que 

39 KENKOW, Hugo. "El Ombudsman de Asuntos Militares" en op. 
cit. supra n. 25, pp. 89-97. 
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debian elegir al ombudsman el mismo dia que ellos eran elegidos, lo 

que ocasionaba que la elección se discutiera con anticipación y se 

11egara a eventuales acuerdos entre los lideres de los partidos y 

miembros destacados del parlamento. Este sistema no contaba con el 

apoyo de todos los parlamentarios porque consideraban que la 

elección debería ser decidida en forma efectiva por los electores. 

En 1941., en un intento por eliminar los acuerdos previos, se 

concedió a los electores un plazo de diez dias para llevar a cabo 

la elección, pero no fue suficiente y, en 1961, se extendió el 

plazo a 15 dias, con el mismo fin 40 • Posteriormente, el parlamento 

ya estaba conformado por una sola cámara y el sistema de elección 

se modificó. 

La ley del parlamento sueco de 1974 establece, en el articulo 10 

del capitulo a, que debe haber cuatro "ombudsmanes" del parlamento. 

Uno de ellos deberá ser el ombudsman parlamentario presidente 

(chefsjustitieombudsman) y deberá decidir la orientación principal 

de las actividades. 

Los cuatro 11ombudsmaues" son elegidos por el parlamento en sesión 

p1enaria por un periodo de cuatro años y las elecciones son 

preparadas por el comjté constitucional del riksdag. El cargo, en 

40 LUNDVIK,Ulf. 11Comentarios sobre el Ombudsman de Asuntos 
civileo" en op. cit. supra n. 25, p. 81. 
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forma estricta, es apolitico y, tradicionalmente, el perfil de las 

cuatro personas debe ser aceptable para todos los partidos 

politices representados en el parlamento. su carácter apolitico 

constituye uno de los fundamentos de su autonomia. 

La forma en que esto sucede está delineada en las disposiciones 

complementarias del art.10 del cap. 8 de la citada ley, donde se 

indica que el comité constitucional deberá seleccionar a una 

11delegación para los 'ombudsmanes' parlamentarios11 , consistente en 

seis miembros del comité, la cual preparará la elección de un 

ombudsman mediante consultas con los miembros de la conferencia de 

representantes ("speaker• s conference11 ) (disp. complem. 8 .10. 2). 

Además, la citada delegación tendrá también el objetivo de 

consultar con un ombudsman las reglas de procedimiento y otros 

asuntos relativos a la organización cuando asi lo requiera un 

ombudsman, (disp. complem. e .10.1). 

Si la elección se hace por votación secreta, el procedimiento a 

seguir está determinado por el segundo párrafo del art. 1 del cap. 

a, que establece: 11 ••• el candidato que reciba más de la mitad de 

los votos (secretos) queda electo. Si no se obtuviera dicha 

mayoria, deberá realizarse otra votación. Si en esta ocasión ninglin 

candidato recibe más de la mitad de los votos, deberá efectuarse 

una tercera elacción entre los candidatos que obtuvieron el mayor 

nümero de votos en la segunda elección. Entonces, será elegida la 
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persona que reciba más votos en la tercera elección" 41 

Los "ombudsmanes" son seleccionados con frecuencia entre personas 

de la judicatura que son o podrian ser apropiadas para desempeñar 

el cargo de magistrados de la suprema corte o del supremo tribunal 

administrativo, aunque su remuneración económica es mayor. Está 

permitida la reelección y de hecho se lleva a cabo con frecuencia. 

A solicitud del comité constitucional, que examina el informe anual 

de actividades de los "ombudsmanes", el parlamento puede remover a 

un ombudsman inmediatamente, si no goza de la confianza del 

riksdag, mediante una votación mayoritaria. Atl.n más, puede ser 

acordado por el comité constitucional, y sólo por él, un proceso 

legal contra un ombudsman promovido en razón de una falta cometida 

en· el ejercicio de sus funciones u obligaciones, conforme lo 

estipula el articulo e del capitulo 9 de la ley del riksdag. 

Por otra parte, si un ombudsman deja el cargo antes de que termine 

el periodo para el que fue nombrado, el parlamento elegirá, tan 

pronto como sea posible, a un sucesor que deberá cubrir un nuevo 

periodo de cuatro añvs. Asimismo, las ausencias prolongadas de los 

"ombudsmanes" son cubiertas por personas designadas por el propio 

riksdag. 

41 SWEDISH RIKSDAG. Op. cit. supra n. 32, pp. 119 y 120. 
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2.J.2. Competencia. 

De acuerdo a la ley sueca de instrucción para los "ombudsmanes" 

parlamentarios 4z, en la sección l se les concede competencia para 

ejercer funciones de policia, es decir, para supervisar tanto la 

observancia de las leyes y otros reglamentos por parte de aquéllos 

que ejerzan la actividad ptlblica, como el debido cumplimiento de 

sus funciones en todos los aspectos. 

En cuanto al ámbito personal al que pueden aplicar dicha 

supervisión, la sección 2 de la citada ley establece que la 

ejercerán sobre: Las autoridades de los gobiernos central y 

local; lcu funcionarios y otros empleados de esas autoridades: y 

sobre aquellas personas que ostenten nombramientos o comisiones que 

comprendan el ejercicio de una autoridad püblica, en tanto estén 

relacionados con sus actividades. Esto tll timo es lo que permite que 

el ombudsman pueda supervisar, por ejemplo, la actuación de las 

autoridades eclesiásticas. 

Asimismo, los "ombudsmanes11 ejercerán la supervisión en materia 

' 2 11 Ley de Instrucción para los Ombudsmen Parlamentarios" 
(Trad. del inglés por Jorge Barrera Graf) en NILSSON, Per-Erik: 
BARRERA Graf, Jorge, y: FIX-ZAMUDIO, Héctor. La pefensoria de los 
perecbos Universitarios de la UNAM y la Institución del Ombudsman 
en Suecia. México, Instituto de Investigaciones Juridicas, serie B 
estudios comparativos b) estudios especiales ntlm. 23, 1986, pp. 57 
y ss. "Ley de Instrucciones del Ontbudsman de Suecia" en FAIREN 
Guillén, Victor. Temas del Ordenamiento Preces.Al. Madrid, Ed. 
Tecnos, tomo III, 1982, pp. 1485 y ss. 
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militar \\nicamente con respecto a oficiales de rangos no inferiores 

de sargento de primera clase (para el ejército), oficiales menores 

(en la marina) y sargentos de compañia (en la fuerza aérea) y a 

todos aquéllos que tengan una posición equivalente. 

Destaca el hecho de que se fijan limites precisos a la competencia 

de los 11 ombudsmanes" en el ámbito personal, ya que se establece que 

no deberán ejercer supervisión sobre: los miembros del parlamento: 

los miembros del consejo administrativo, del comité de elecciones 

y del comité de apelaciones, del parlamento, y el secretario 

general del parlamento; el consejo de gobernadores, el gobernador 

y el vicegobernador, del banco de Suecia, siempre que los asuntos 

no impliquen participación en el ejercicio del derecho de decisión 

del banco de Suecia de acuerdo a la ley de cambios extranjeros; el 

comité de directores del banco de Suecia, los comisionados y el 

contralor general de la oficina de la deuda nacional; los miembros 

del gabinete ministerial; el canciller de justicia; y los miembros 

de los consejos ejecutivos locales. Además, los "ombudsmanes" 

tampoco pueden supervisarse uno al otro. 

Aunque no se mencio,1a expresamente en esta ley que el jefe de 

estado no está sujeto a la supervisión del ombudsman, ello se puede 

deduci~ del articulo 7 del capitulo 5 del instrumento de gobierno, 

donde se establece que Pl rey y, en su caso, el regente como jefe 

de estado, no podrán ser procesados por sus actos u omisiones. 
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Los 11ombudsmanes" no sólo tienen competencia sino que se establece 

(sección J) como una obligación expresa, el asegurar que la suprema 

corte, el tribunal superior administrativo y las autoridades 

administrativas observen las disposiciones del "instrumento de 

gobierno" ·O "fonna de gobierno", relativas a la objetividad e 

imparcialidad y que los derechos fundamentales y las libertades de 

los ciudadanos no sean infringidos en los procesos de la 

administración p~blica. Con lo cual se establece una competencia 

para ejercer la tutela juridica de los derechos de los gobernados 

y desde esta perspectiva el ámbito personal es universal, como 

veremos en el apartado dedicado al funcionamiento de esta 

institución. Nótese que también se encuentra en este punto la 

competencia para realizar actividades complementarias a la función 

jurisdiccional. 

Asimismo, se establece que los "ombudsmanes" prestarán especial 

atención a las formas en que la autonomia local sea ejercida. 

Por otra parte, la ley que nos ocupa establece la competencia para 

realizar actividades complementarias a la función legislativa, ya 

que de una manera amplia se dispone que los 11ombudsmanes 11 pueden 

proponer al parlamento reformas a la legislación. Además, puesto 

que se les da a los "ombudsmanes 11 la competencia para proponer, 

tanto al parlamento corno al poder ejecutivo, enmiendas 11 ••• de 

cualquiera ot::-a medida que el estado deba tomar •.• 11 (sección 4) , 

también se les esta concediendo la posibilidad de realizar 
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actividades complementarias a la función administrativa. 

En cuanto a la forma de incitar su función de supervisión, se 

sefaala que los "ombudsmanes" examinaran las reclamaciones recibidas 

del pt1blico en general y que podr.tn iniciar inspecciones y diversas 

investigaciones que consideren necesarias. Por esto dltimo pueden 

actuar de oficio (sección 5). 

En la sección 6 de la ley que nos ocupa, al describir las medidas 

que pueden tomar los "ombudsmanea", se sefaala la característica que 

algunos autores 43 consideran como la que ha permitido el éxito de 

esta figura jurídica. Nos referimos a que no puede forzarse el 

cumplimiento de sus resoluciones, ya que se les considera como 

opiniones o recomendaciones, lo que bajo una apreciación inicial 

las hace aparecer como intrascendentes, pero que en la práctica han 

sido reqularmente efectivas, como veremos en los siguientes 

apartados de este capitulo. 

Asi, se prescribe que en ombudsman interviene en un asunto 

emitiendo una declsión en la cual manifiesta su opinión sobre si 

una medida tomada por una autoridad o un funcionario contraviene la 

ley u otra disposición normativa, o si constituye una falta o 

u FIX-ZAMUOIO, Héctor. "El Otnbudsman y la Responsabilidad de 
los Servidores Pü.blicos en México" en Protección Jurídico de los 
Derechos Humanos. Estudios Comparatiyos. (Compilació~ de diversos 
articulas del mismo autor). México, Ed. Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, colección manuales 1991/5, 1991, p. 218. 
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ESTA 
SALIR 

TESIS 
DE LA 

impropiedad desde cualquiera otro punto de vista. 

Ha DEBE 
BUOTICA 

Posteriormente, se menciona en forma directa que un ombudsman puede 

hacer una declaración con el fin de promover la uniformidad y la 

apropiada aplicación de la legislación, nuevamente en el sentido de 

complementar la actividad administrativa. 

Como otra medida que pueden tomar los 11 ombudsmanes", se indica que 

en su competencia de fiscales especiales tienen la facultad de 

incriminar a un funcionario sujeto a su supervisión, por cometer un 

delito -que no sea en contra de la ley de la libertad do prensa

que implique apartarse de las obligaciones que le incumben en sus 

deberes oficiales o comisiones. 

Por otra parte, cuando al apartarse de sus obligaciones que le 

atañen por sus actividades o comisiones oficiales, un funcionario 

comete una falta o un delito menor por el cual puede ser sujeto de 

medidas disciplinarias, un ombudsman puede formular un informe a la 

persona o dependencia que tenga la autoridad para decidir sobre 

tales medidas. 

En el caso de que un ombudsman considere necesario que un 

funcionario sea separado de sus funciones impedido para 

realizarlas en razón de un acto delictivo, o la grave o reiterada 

negligencia en el cumplimiento de sus obligaciones, podrá hacer un 

informe al respecto a la persona o institución que tenga la 
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autoridad para decidir sobre tales medidas. 

Un ombudsman puede promover ante un tribunal legal (corte) que sea 

modificada la decisión de una autoridad pronunciada en contra de un 

funcionario, en asuntos concernientes a la aplicación de una 

disposición especial establecida en leyes u otras normas que 

regulen la responsabilidad disciplinaria, dimisión forzosa o 

destitución de los fur..cionarios públicos, en razón de un , acto 

punible o incumplimiento de sus obligaciones (sección 7). 

Si de acuerdo con las disposiciones legales relativas, un 

funcionario ha acudido a un tribunal (corte) para intentar que sea 

modificada una decisión en su contra como la referida en el párrafo 

anterior, y si tal decisión fue adoptada con base en el informe 

proporcionado por un ombudsman, este tlltimo es la única contraparte 

del funcionario en la disputa. 

En estos dos últimos casos, son aplicables al ombudsman, en lo 

correspondiente, las normas referentes a los patrones. 

Como se señala en l~ sección e de la ley de instrucción para los 

11ombudsmanes" parlamentarios, éstos no pueden tomar acción alguna 

en contra de funcionarios subordinados que no estén investidos de 

poderes independientes, salvo en el caso de que esto sea necesario 

por razones especiales. Lo anterior resulta interesante, ya que 

podria pensarse que este precepto es una extensa limitación para el 
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ombudsman, bajo la consideración de que podrian estar subordinados 

a los ministros todos los funcionarios, pero el caso de Suecia está 

lejos de ser asi. 

Los ministros suecos no fungen como superiores de un ministerio en 

la forma en que se entiende en México, ya que no se les permite 

dictar órdenes a los funcionarios que están ubicados en el campo de 

su responsabilidad. Sólo el gabinete, en conjunto, puede emitir 

órdenes, regularmente, en términos generales, a través de decretos 

o de directrices para el empleo del presupuesto asignado a las 

autoridades administrativas, entre otras medidas. Incluso el 

gabinete no puede fijar el sentido en que debe decidir un 

funcionario en un caso especifico del ejercicio del poder p~blico 

contra un ciudadano o contra la municipalidad. Bajo esta 

perspectiva, los funcionarios administrativos gozan de una 

independencia parecida a la de los tribunales 44 • 

En las secciones 9 y 10 de la ley de instrucción para los 

"ombudsmanes" parlamentarios, se citan respectivamente los 

articulas e y J del capitulo 12 del instrumento de gobierno que ya 

fueron comentados anteriormente. No abordaremos la sección 9 ya que 

44 PRAT, Julio A. "El Ombudsman: Sus Origenes, Su Prestigio 
Actual y su Recepción Por los Derechos de Occidentet1 en ~ 
Uruguaya de Derecho Constitucional y Politice. Montevideo, tomo II, 
ntlm. 9, numero dedicado al ombudsman o defesor del pueblo, 
octubre-noviembre 1985, p. 144. NILSSON, Per-Erik. "El Ombudsman, 
Defensor del Pueblo ¿o Qué?" en op. cit. supra n. 42, pp. 10 y 11. 
EKLUNDH, Claes. Op. cit. supra n. JB, p. 4. 
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sólo remite al citado articulo. En la sección 10 se menciona que un 

ombudsman está obligado a iniciar y proseguir el juicio que el 

comité constitucional instaure, conforme al cap. 12 art. 3 del 

instrumento de gobierno, en contra de un ministro del gabinete, asi 

como cualquier acción legal decidida por un comité del parlamento, 

de acuerdo con la ley, en contra de un funcionario o comité del 

parlamento, pero no la persecución de otro ombudsman. 

Asimismo, el otnbudsman está obligado a poner sus servicios a 

disposición de un comité para llevar a cabo una investigación 

preliminar en los casos asentados. 

2.3.3. Funcionamiento. 

como ya hemos dicho, originalmente el ombudsman surge con un 

énfasis en las funciones de policía, entendidas como las 

actividades de supervisión con el objetivo de establecer, mantener 

o restablecer el orden y seguridad jurídicos 45 , lo cual puede ser 

realizado sin que medie una queja, es decir, de oficio. 

45 BEXEL:IUS, Alfred. "El Ombudsman de Asuntos civiles" en op. 
cit. supra n. 25, p. 77, señala que "Inicialmente se concebía el 
papel del ombudsman como el de un fiscal de los juicios instaurados 
contra jueces y empleados püblicos", aun cuando antes afirma que al 
establecerse el ombudsmnn en Suecia se pensó que " ••• debería actuar 
como un guardian de los derechos comunes e individuales de la 
población". Al decir de PRAT, en op. cit. supra n. 44, p. 146, "el 
contralor del ombudsman inicialmente fue de lega1.idad". 
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Regularmente, los "ombudsmanes11 , y su personal, realizan 

inspecciones o visitas a tribunales administrativos y de la 

judicatura, fiscalías, centrales de policía y dependencias de 

servidores públicos de todas clases, asi como penitenciarias, 

hospitales públicos y lugares de atención social. Durante estas 

inspecciones se examinan documentos al azar, se revisa que los 

casos hayan sido legalmente conducidos y decididos, se valora la 

rapidez con que se tramitaron y se conversa con los servidores 

públicos y usuarios sobre estos aspectos. De esta forma, los 

"ombudsmanes" pueden fundamentar alguna recomendación, o bien, 

iniciar una investigación particular o de una rama de los servicios 

públicos en general. 

Asimismo, cuando un ombudsman observa en la prensa, o por cualquier 

otro medio, una infamación relativa a las actividades de los 

tribunales o funcionarios administrativos, puede iniciar su trabajo 

de supervisión. 

Las investigaciones encaminadas a supervisar una rama de los 

servicios públicos, que incluyen la revisión de un gran número de 

documentos solicitados a diversas autoridades, tienen el objetivo 

de estudiar las explicaciones de las autoridades sobre sus 

decisiones y asegurarse de que los gobernados hayan tenido la 

oportunidad de cuestionar los documentos que fueron base de dichas 

decisiones. 
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Asi, se obtiene una protección general de los derechos 

fundamentales de los gobernados, pero los "ombudsmanes" también 

desarrollan esta función de tutela juridica en forma particular y 

directa, que ha venido a ser la principal ante el número de 4000 

quejas que reciben actualmente 46 • 

Dicha protección particular también puede ser iniciada de oficio o 

por una persona que presente una queja o reclamación. cualquiera 

puede hacerlo, es decir, no es necesario que tenga un interés 

personal, ni que esté relacionada con el hecho materia de la queja, 

ni siquiera que sea nacional sueco o que viva en Suecia, sólo es 

necesario que la queja o reclamación no sea anónima, aunque aun en 

este supuesto el ombudsman puede investigar el caso considerándose 

que acttla de oficio. 

En cuanto a las limitaciones de tiempo, la sección 20 de la ley de 

instrucción para los "ombudsmanes" parlamentarios señala que el 

ombudsman no debe investigar circunstancias que hubieren ocurrido 

con más de dos anos de anterioridad a la recepción de la queja, a 

menos que sea esencial que el caso sea investigado en interés 

pllblico. 

No hay disposición alguna en el sentido de que se deban agotar 

primero los recursos adn1inistrativos o judiciales para acceder al 

46 EKLUNDH, Claes. op. cit. supra n. Je, p. 12 y ss. 
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ombudsman, no obstante, los "ombudsmanes" usualmente no intervienen 

cuando el asunto está pendiente en un tribunal o es posible 

interponer una apelación. Aunque, en los casos en los que la queja 

se refiera al procedimiento, como cuando no se pronuncia una 

sentencia en un tiempo razonable o un asunto no avanza, el 

ombudsman si. interviene 47 • 

Asimismo, no se requiere que el quejoso efecttle su reclamaqión a 

través de un representante especializado o abogado, puesto que el 

personal bajo las órdenes del ombudsman está. capacitado para 

definir con exactitud qué es lo que se pretende. 

La presentación de las quejas debe ser por escrito segtln el texto 

legal (sección 17), pero esta formalidad puede subsanarse en la 

práctica con la asistencia del personal de la oficina de los 

"ombudsmanes" que, sin cobrar honorarios, ayudan a redactar la 

reclamación del quejoso. 

La reclamación escrita deber4 contener el nombre de la autoridad a 

la que el quejoso se refiere, las medidas por las cuales se queja 

y las fechas en que fueron adoptadas, y el nombre y domicilio del 

quejoso. Si existe un documento en posesión del quejoso, que sea 

importante para la investigación y estudio del caso, deberá 

acompañarlo a la queja. 

47 NILSSON, Per-Erik. Op. cit. supra n. 42, p. 17. 
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Una vez recibida la queja, uno de los cuatro "ombudsmanes" se 

dedica a su tramitación de acuerdo a la organización interna.~. como 

se dijo antes, existe un chefsjustitieombudsman u ombudsman 

presidente quien, por una parte, decide la orientación de las 

actividades de los "ombudsmanes" y tiene atribuciones para 

determinar la forma en que se distribuirán los campos de 

responsabi1idades entre ellos. Cabe destacar, que el ombudsman 

presidente no tiene facultades para interferir en las decisiones de 

los otros "ombudsmanes" en cuanto se refieran a las investigaciones 

y resoluciones de los casos. 

Actualmente 411 , las obligaciones de supervisión del ombudsman 

presidente se circunscriben a los tribunales, los fiscales pllblicos 

y la policia. una ombudsman, cargo que por primera vez es 

desempeñado por una mujer en Suecia, supervisa el bienestar social 

y el seguro obligatorio de enfermedad. Un tercer ombudsman está a 

cargo de las fuerzas armadas, el mercado laboral de trabajo, las 

prev~siohes del ·trabajo, parte del gobierno local, las 

comunicaciones, la educación pllblica, la cultura, la iglesia de 

Suecia y la protección ambiental. Un cuarto ombudsman supervisa la 

administración de prisiones, la ejecución de sentencias en casos 

civiles, la tributación y la inmigración. 

Por otra parte, el ombudsman presidente es responsable de la 

48 EKLUUDH, claes. op. cit. supra n. 38, p. 11 y as. 
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administración del organismo, por lo cual puede nombrar al personal 

que actualmente está constituido por cerca de 50 personas, de las 

cuales 25 son abogados. 

Dichos recursos humanos con conocimientos juridicos, que 

normalmente provienen de instituciones gubernamentales y en su 

mayoria han sido jueces auxiliares de la carrera judicial, reciben 

una capacitación para que adopten una posición imparcial ante los 

conflictos que surjan y no se coloquen automáticamente del lado de 

los servidores ptlblicos o de los quejosos. En general, a ~in de 

evitar que los invadan actitudes indolentes o rutinarias, sólo 

permanecen en sus cargos alrededor de cuatro o seis años. 

Al recibirse la queja, el ombudsman debe informar rápidamente al 

demandante, si su reclamación será desestimada, eliminada de la 

lista de casos, turnada a otra autoridad o que será investigada 

(sección 19). 

Un ombudsman puede desestimar una queja por considerar que no es de 

su competencia. Con frecuencia la queja es de una persona que alega 

no haber cometido el delito por el que fue condenada pero sin hacer 

referencia a faltas en el procedimiento, por lo que, en la 

práctica, corresponde que se proceda a la apelación, dejando el 

ombudsman en libertad al demandante para volver ·a presentar la 

queja después de la sentencia definitiva. 
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También se puede desechar una reclamación cuando el propio escrito 

de queja, o alg\ln otro medio posterior, demuestra que es infundada. 

En muchas ocasiones la queja surge por un simple malentendido, pero 

el acto reclamado resulta ser conforme a derecho. 

Asimismo, la queja puede ser desestimada por ser de importancia 

menor aunque no esté abiertamente infundada, con el fin de que los 

recursos humanos de la oficina de los 11 ombudsmanes 11 sean aplicados 

de la manera más 1ltil posible. 

Por otra parte, la queja puede ser remitida a otra autoridad, ya 

que a partir de 1968, los 11 ombudsmanes 11 fueron autorizados para 

enviar a otras dependencias los casos que, sin poder ser 

desestimados, no parecen lo suficientemente graves como para 

justificar la atención directa de un ombudsman. Sin embargo, en el 

caso del canciller de justicia, es necesario llegar a un acuerdo 

con él antes de que se le remita una reclamación (sección 18). 

cuando ha sido aceptada la queja por el ombudsman correspondiente, 

se solicita la documentación necesaria a las autoridades 

involucradas, con el rin de estudiar el caso y tratar de deducir, 

de dichos documentos, si la queja está justificada, lo cual se 

logra de esa forma en muchas ocasiones. Posteriormente, se pide una 

explicación por escrito r la autoridad respecto de las medidas que 

dieron lugar a la queja. 
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Cuando la información por escrito no es suficiente para valorar si 

hubo alguna falta o impropiedad, el ombudsman puede asistirse de 

otras autoridades para que efecttlen una investigación más estrecha, 

en la que se pueden incluir interrogatorios y, el propio ombudsman 

o su personal pueden realizar audiencias e inspecciones a la 

autoridad involucrada. Asimismo, el ~mbudsman puede pedir la 

opinión de expertos y organismos competentes, sin que el 

financiamiento signifique una limitación trascendente, ya que el 

parlamento puede autorizarlo una vez que ha sido efectuada la 

erogación. 

Anteriormente, se afirmó que el ombudsman tiene facultades extensas 

para conocer toda la información que requiera, sin que existan 

limitaciones ante medidas discrecionales de los servidores pUblicos 

o documentos calificados como secretos. Con este objetivo, el 

ombudsman puede imponer una pena condicional a fin de que le sea 

proporcionada información relacionada con una investigación y 

también puede multar al servidor pllblico que se resista a 

comparecer. Sin embargo, cuando un ombudsman esté presente en las 

deliberaciones de un tribunal o de una autoridad, no tiene el 

derecho a intervenir o usar la palabra (sección 21) • 

Los asuntos son examinados por el ombudsman después de la 

presentación de un informe que prepara el personal de la oficina de 

los "ombudsmanes" o una persona especialmente autorizada para ello, 

aunque si existen razones especia"les, el ombudsman puede decidir 
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sobre los casos sin recibir previamente el informe (sección 23). 

como resultado de la investigación, el ombudsman puede encontrar 

que determinada medida de un servidor pllblico es punible, en este 

supuesto tiene la obligación de iniciar un proceso penal, como 

cualquiera otro fiscal, de conformidad con el código de 

procedimiento judicial. Generalmente, los 11 ombudsmanes" no 

comparecen personalmente ante un tribunal en su función de 

acusadores, por lo que esto se realiza a través del personal bajo 

sus órdenes o un acusador ptlblico con experiencia que puede estar 

trabajando en l:a oficina de los "ombudsmanes". cuando se trata de 

un miembro de la suprema corte del supremo tribunal 

administrativo, el ombudsman no puede comisionar a otro órgano o 

persona (sección 22). 

Asimismo, los 11ombudsmanes 11 tienen derecho a iniciar procedimientos 

disciplinarios cuando el servidor pllblico ha cometido una falta o 

error grave pero no al grado de que motive un proceso penal. 

Cabe señalar, como lo afirman algunos autores 49 , que en muy raras 

ocasiones el ombud.Jman ejercita sus facultades para procesar 

penalmente o iniCiar un procedimiento disciplinario contra un 

49 BEXELIUS, Alfred. "El Ombudsman de Asuntos civiles" en op. 
cit. AUpra n. 25, pp. 64-66, FIX-ZAMUDIO, Héctor. ºReflexiones 
comparativas sobre el Ombudsman 11 en op. cit. supra n .. 43, p. 192, 
y STACEY, Frank. O¡nbudsmen compared. Oxford, Clarendon Press, 1978, 
PP• 5 y 6. 
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servidor püblico, aunque en los primeros años de su existencia el 

ombudsman si lo hacia, un tanto debido a las caracteristicas 

iniciales de sus funciones, en donde predominaban las acciones de 

acusador público, y otro tanto porque los servidores p\lblicos 

incurrian con mayor frecuencia en faltas graves. 

También puede suceder que la medida objeto de la queja, sin ser 

punible, resulte ser inadecuada, incorrecta o imprudente, entonces 

el ombudsman procederá a expresar su opinión en relación a la 

manera en que debió tratarse el caso. Dicha opinión puede tomar la 

forma de una amonestación o critica del servidor p1l.blico en 

dife.rentes grados de severidad y de una recomendación o propuesta 

orientada a que el caso se rectifique de una determinada manera. 

Después de emitida la recomendación, subsiste la posibilidad de que 

el ombudsman exija información sobre cómo fue aplicada o tomada en 

cuenta. 

Además, si se encuentra que es necesario adoptar una medida general 

para evitar que casos como el investigado se repitan, o bien, que 

es procedente la enmienda o derogación de alguna norma, el 

ombudsman puede proponerlo asi al gabinete o al parlamento. 

Los registros de las actuaciones de los 11 ombudsmanes" comprenden 

todos los casos y las medidas tomadas en cada uno de ellos, 

mostrando quien preparó el informe y quién tomó la decisión, asi 

como su contenido y fecha. Además, se mantienen expedientes de los 
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documentos relacionados con las decisiones tomadas por los 

11ombudsmanes 11 • Las minutas de las inspecciones y de otros 

procedimientos, 

(sección 24). 

se deben conservar cuando sea necesario 

2.3.4. Resoluciones e informes. 

Ya hemos visto el contenido que pueden tener las resoluciones de 

los 11ombudsmanes 11 , no obstante, en este apartado abordaremos el 

aspecto de su naturaleza, validez y eficacia. 

cuando se afirma que las resoluciones del ombudsman son propuest.11, 

recomendaciones u opiniones, a menudo se cuestiona si pu1 1 ! i 

considerarse como un producto jurídico o si sólo son buenos dei. ! :s 

de un individuo sin ninguna fuerza obligatoria. También se 

cuestiona su utilidad y se piensa que deberian de aplicarse 

forzosamente las resoluciones, algunas veces se añade que la 

esencia del derecho es precisamente que las normas impongan una 

sanción. Con todo ello se está cuestionando la naturaleza misma de 

las resoluciones. 

Al respecto, quisiéramos plantear, siguiendo las consideraciones de 

Kelsen sobre la teoria general del derecho 50 , que la naturaleza 

5° Cfr. KELSEN, Hans. Teoría General del perecho y del Estado. 
(Trad. Eduardo García Máynez), México, UNAM, textos universitarios, 
facultad de derecho, cuarta reimpresión de la segunda edición en 
español, 1988. 
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de la resolución del otnbudsman está determinada por todo el sistema 

al que pertenece, es decir, dicha resolución es una norma juridica. 

Y su validez estriba en que es creada en la forma en que lo 

establece el orden juridico eficaz al que pertenece. 

Afirmamos que la resolución es una norma porque tiene la 

caracteristica de referirse a la conducta humana 51 , en el sentido 

de que prescribe cómo debe ser dicha conducta y no en el de 

describir cómo es. En el caso de que la resolución del ombudsman se 

refiera a la conducta real del hombre, lo hará únicamente como 

condición pa~a expresar la idea de lo que debe ocurrir; para 

prescribir cómo debe conducirse un individuo. Es un enunciado 

normativo de la conducta humana. 

Dicho de otra forma, el ombudsman determina en su resolución el 

sentido especifico en el que "debe11 conducirse el servidor püblico 

(o 11deber ser11 ), y no el 11 ser" de la conducta humana de los que son 

supervisados 52 

51 Aunque en la antigüedad, según lo señala Kelsen, el derecho 
primitivo también considera, en algunos casos, a objetos inanimados 
y a animales en la misma forma que a la conducta humana. op. cit. 
supra n. 50, p. 4, nota l. 

52 KELSEN', Hans. Op. cit. supra n. so, p. 43. 
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Ahora bien, el hecho de que esta norma sea j uridica, está 

determinado, en este caso, porque es una norma válida del orden 

jur~dico eficaz al que pertenece. Es decir, la resolución ha sido 

creada conforme lo establece la legislación aplicable a la 

actividad del ombudsman (por lo cual aparece como aplicación de una 

norma superior), pero al mismo tiempo crea una norma jurídica 

individual que se refiere a un caso concreto que no es recurrente 

y puede ser obedecida y aplicada sólo una vez. Además, aunque una 

resolución del ombudsman también puede referirse a aspectos 

generales (ya que un caso particular investigado, o varios, le 

permite prescribir la conducta que se debe mantener ante varios 

supuestos recurrentes) se puede continuar considerando como 

individual en tanto que va dirigida a un solo servidor pllblico. Con 

ello las propuestas de reforma de leyes o reglamentos generalmente 

no pueden considerarse como resoluciones. 

Asi, el que una norma individual esté creada conforme una norma 

superior significa· que está específicamente determinado, por lo 

menos, el órgano competente. En el caso de la resolución que nos 

ocupa, los 11 ombudsmanes 11 resultan ser los órganos competentes. El 

procedimiento tambi~n puede estar previamente determinado por la 

norma superior y, como en el caso de los "ombud::;manes", que sea 

regulado en forma discrecional por dicho órgano competente. 

Además, la resolución misma debe contener ciertos ámbitos de 

validez como, a quién va dirigida, qué conducta prescribe y en qué 
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lugar y tiempo debe realizarse. 

De esta forma, si la resolución del ombudsman cumplió con lo 

señalado por la norma superior que establece su creación, entonces 

resulta ser válida. La mayor trascendencia de que sea válida, es 

que en esa particularidad reside el poder considerarla como 

obligatoria. 

Conviene hacer la diferencia entre validez y eficacia. La eficacia 

de lns resoluciones del ombudsman puede entenderse en función de 

que los servidores pUblicos realicen la actividad prevista por el 

ombudsman, pero si esto no sucede no tiene ningUn efecto en la 

validez de la resolución, ni en su carácter obligatorio. 

La validez se refiere a la "existencia" de la resolución; al hecho 

de que en el procedimiento de su creación se hayan cumplido todos 

los aspectos que prevé la norma que la rige y, por tanto, se puede 

decir que es válida o que cumple con todos los requisitos 

necesarios para ser obligatoria. 

Sólo cuando la eficacia se refiere al orden jurídico como un todo, 

entonces puede tener una relación muy estrecha con la validez. 

Porque si todo el orden juridico no tiene un cierto grado de 

eficacia, entonces tampoco es válido. Esta aseveración no es 

aplicable a una norma juridica en particular, como la resolución 

del ombudsman, que es válida por haber sido creada conforme a un 
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orden juridico v4lido. 

Hemos dicho que el procedimiento establecido para crear la norma 

juridica individual o resolución del ombudsman es discrecional. 

Ello se desprende del hecho de que, como ya vimos, la ley de 

instrucción para los "ombudsmanes11 parlamentarios, en la sección 6, 

establece que un ombudsman interviene en un asunto emitiendo una 

decisión en la cual manifiesta su opinión sobre si una medida 

tomada por un servidor pllblico contraviene la ley u otra 

disposición normativa, o si constituye una falta o impropiedad en 

cualquier otro aspecto. Esta Ultima frase es la que da un amplio 

margen de discrecionalidad al ombudsman para emitir su resolución. 

Dicha frase parece que diera la posibilidad de que el ombudsman 

aplicara al caso concreto algo que no es derecho, como criterios 

morales o de eficiencia sin un indicio jurídico. 

Lo que en realidad· sucede, bajo la apreciación de la teoria del 

derecho de J<:elsen s:s, es que con la citada frase se autoriza al 

ombudsman tanto para crear una norma individual sustantiva como 

para determinar discrecionalmente su contenido, con lo cual queda 

claro que el ombudsman no tiene que sujetarse a una norma general 

aplicable preexistente para determinar una falta o impropiedad. 

Estamos ante el hecho do que el ombudsman está dando a una falta o 

53 KELSEN, Hans. op. cit. supra n. so, p. 171 y as. 
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impropiedad el carácter de antijuridica, con base en una norma 

(resolución) que se crea con posterioridad al acto. 

Este es el caso de lo que en ocasiones se llama como "lagunas" de 

un ordenamiento juridico, en donde la falta de una norma general 

preexistente aplicable a un caso concreto, se considera que es una 

situación insatisfactoria, injusta o inicua, por lo que se autoriza 

a un órgano de la comunidad j uridica para crear, para el caso 

concreto, la norma del derecho sustantivo que considere 

satisfactoria, justa o equitativa. 

Por otra parte, conviene recordar que si el ombudsman al crear la 

resolución o norma individual, no actúa como lo establece la norma 

superior, entonces podria suceder que el parlamento ya no tenga 

confianza en él y determine retirarlo de su cargo. 

Ademlis, la eficacia de las resoluciones del ombudsman debe ser 

entendida como la verificación de que efectivamente se aplique una 

sanción en el supuesto de que un servidor público no actúe como lo 

prescribe el ombudsman. Esta sanción es la publicidad que se da a 

los casos previstos en dicho supuesto. 

En cuanto a la posibilidad de una apelación ante las resoluciones 

del ombudsman, debe tomarse en cuenta que nada impide que el 

ombudsman pueda volver a considerar un caso, ya sea por el 

surgimiento de nuevas pruebas o alguna otra causa. Asimismo, el 
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servidor pllblico implicado puede pedir al ombudsman que, en caso de 

que exista una falta que lo amerite, lo acuse ante tribunales para 

que éstos decidan. otra opción es que el servidor público se dirija 

al comité constitucional del parlamento para exponer su punto de 

vista sobre una decisión del ombudsman, lo que tomará en cuenta el 

comité al estudiar el informe anual del ombudsman pero sin estar 

obligado a responder en el caso concreto. 

Precisamente, el informe anual (de unas 500 hojas aproximadamente) 

el3 el medio para dar publicidad a todas las actividades de los 

11 ombudsmanes", incluyendo aquellos asuntos en los que los 

servidores pllblicos no acatan sus resoluciones. Conforme a la ley 

de instrucción para los "ombudsmanes 11 parlamentarios, éstos deben 

presentar al riksdag un informe impreso anual que comprenda el año 

laboral anterior del lo de julio al 30 de junio, incluyendo todas 

las actividades que se consideran de interés general abordadas en 

forma casuistica y un apartado en el que se realice un resumen con 

una visión global (sección 11). Desde 1969, se ha añadido a dichos 

informes un extracto en inglés 54 

Al mismo tiempo que ~e presenta el informe anual al parlamento, 

deberán ponerse a disposición del comité constitucional los 

registros de actuaciones, las minutas y los expedientes de los 

documentos relacionados con el periodo Qel informe (sección 25). 

54 EKLUNDH, Claes. op. cit. supra n. 38, p. 20. 

98 



Una vez que el comité constitucional ha estudiado el informe, 

resoluciones, actas y demás documentos inherentes a las actividades 

de los "ombudsmanes", informa al riksdag al respecto, lo cual puede 

ser discutido en sesión plenaria. 

Asimismo, el informe anual es distribuido entre los diferentes 

servidores públicos, jueces, académicos y diversas personalidades, 

quienes lo consideran un documento de gran interés y con frecuencia 

es citado en escritos sobre derecho. 

Cabe destacar que en Suecia existe la ya tradicional facultad de 

los ciudadanos de poder acceder libremente a cualquier documento 

oficial, excepto a aquéllos que hayan sido expresamente declarados 

como secretos por alguna regulación gubernamental. Esto significa 

que la prensa puede publicarlos, lo cual también se aplica a las 

actuaciones del ombudsman. En ocasiones la prensa critica a los 

servidores públicos por los hechos que se exponen en las 

investigaciones, pero también se llega a criticar al ombudsman. 

Queda a criterio de la prensa decidir cuáles datos no deben ser 

publicados por alguna razón, por ejemplo, la posibilidad de que la 

queja sea infundada o que el quejoso se viera afectado en su vida 

privada. 

2.4. Finalidad y trascendencia. 

Puede af innarsc que con la existencia del ombudsman parlamentario 
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sueco se pretende mantener a la actividad gubernamental dentro de 

los limites que se establecen en el orden juridico. con especial 

atención a los casos concretos que dificilmente podrian preverse en 

las normas jurídicas generales. 

Asimismo, tiene la finalidad de defender al gobernado de las 

medidas de los servidores püblicos que son contrarias a dicho orden 

juridico. Sin embargo, cabe señalar que no está dentro de sus 

facultades revocar las decisiones de los servidores p~blicos, sino 

exponer la forma en que debieron conducirse en el caso concreto 

para propiciar una corrección tanto particular como general. 

A lo anterior, hay que añadir algunos aspectos que nacen de las 

caracteri.sticas del ombudsman. Es decir, esa finalidad, que también 

tienen otras figuras jurídicas, el ombudsman pretende lograrla con 

base en medios peculiares. Por ejemplo, tomando en cuenta sus 

procedimientos, pretende lograr sus fines en forma más práctica, 

ágil e informal. 

De esta forma, sus informes y la publicidad de sus resoluciones 

tiende a darle 4na significación objetiva a la actividad 

gubernamental o un sentido que pueda ser aceptado por la población. 

Precisamente, la publir.idad y la defensa de los gobernados, puede 

entenderse como una forma de contraponer la actividad gubernamental 

frente al orden juridico que la rige, para que la opinión püblica 
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se manifieste. En esta descripción que se propone, destaca el hecho 

de que la población no se estaria manifestando con base en 

motivaciones subjetivas sino con fundamento en la técnica juridica 

que utiliza el ombudsman para establecer si la actividad del 

gobierno se ajusta a la norma. 

De ahi que Rowat afirme que muchas de las reformas que deben 

realizarse se encuentran en los ámbitos que el público no puede 

entender fácilmente, por lo que la presión para que se lleven a 

cabo es muy débil y los gdbiernos no se inclinan a realizarlas por 

propia iniciativa porque tienden a limitar sus facultades. Asi, 

deduce que como la sencillez del ombudsman le confiere un gran 

atractivo popular, resulta probable que 11 ••• se traduzca en un apoyo 

a otras reformas deseables en áreas de mayor técnica legal u 55 • 

Esas posibles reformas, provocadas por el ombudsman, pueden tender 

a reforzar o renovar las fuerzas democráticas de Suecia. 

Por otra parte, no es fácil evaluar la influencia efectiva que el 

ombudsman tiene en Suecia, un pais con una población de alrededor 

de e millones y medio de habitantes, en un territorio de 450 mil 

kilómetros cuadrados aproximadamente, donde su principal zona 

urbana oscila entre un millón y un millón y medio de habitantes. En 

cuanto a la prensa del pais, puede decirse que alrededor de 13 

55 ROWAT, Donald c., (compilador). op. cit. supra n. 25, p. 
375. 
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pe~iódicos, con su publicación diaria, constituyen más de la mitad 

de la circulación total de los periódicos suecos 56 • 

La trascendencia del ombudsman tiene raices históricas que unen la 

figura a la forma de vida cotidiana de aquel pais y forma parte 

esencial de la constitución misma del estado sueco. 

como lo señala Eklundh 57 , al ofrecer al gobernado un medio 

sencillo y económico para que los actos de los servidores públicos 

sean revisados imparcialmente respecto a su apego a la ley y su 

justa causa, el omhudsman está actuando como un factor 

estabilizante de la sociedad sueca. 

Otro aspecto que se señala es la utilidad que el ombudsman 

representa para los servidores públicos, puesto que significa una 

asesoria para aclarar el contenido de los preceptos j uridicos, 

sobre todo en lo concerniente a los procedimientos administrativos 

y judiciales, que por su gran número es dificil evitar los errores. 

56 GUSTAFSSON, Karl Erik, y HADENIUS, Stig. Swedish Press 
~. (Trad. al inglés por Charly Hultén). Estocolmo, Ed. svenska 
Institutet-The swedish Institute, 1976, pp. 9 y ss. EL INSTITUTO 
SUECO. "La Prensa y otros Medios de Información en Suecia" en 
Información sobre Suecia. Ed. El Instituto Sueco, Suecia, folleto, 
clasificación DI 45 e Bs, marzo 1988. 

57 EKLUNDH, Claes. op. cit. supra n. 38, pp. 21 y ss. 
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El ombudsman se ha constituido en un complemento indispensable da 

los tribunales y de los acusadores ptlblicos suecos, sobre todo por 

su gran efecto preventivo; el saber que las medidas adoptadas 

pueden ser revisadas por el ombudsman, independiente de la 

burocracia administrativa y judicial, sin duda provoca que los 

servidores públicos aborden con mayor atención los casos en que 

pueda existir alguna duda 58 

Asimismo, ha probado ser un protector justo e imparcial de los 

derechos del individuo dentro de la legislación existente, con lo 

cual el ombudsman propicia que los gobernados fortalezcan su 

confianza en la actividad gubernamental. 

Al mismo tiempo, el ombudsman ha mostrado comprensión ante la 

situación de los servidores públicos que en ocasiones es bastante 

dificil, apoyando, y contribuyendo a que surja, el espiritu de 

constante superación en el desarrollo de las actividades 

gubernamentales que pueden repercutir en mejoras concretas de los 

instrumentos juridicos que se aplican. 

Los principios básicos del ombudsman han podido adaptarse a los 

grandes cambios sociales, económicos y políticos de Suecia durante 

180 años y se espera que pueda seguir haciéndolo en el futuro. 

58 BEXELIUS, Alfred. "El Ombudsman de Asuntos civiles" en op. 
cit. supra n. 25, p. 77. 
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3. Clasificación de los 11 ombudsmanes" suecos. 

Con base en la forma en que son designados los titulares de estas 

figuras juridicas, se pueden clasificar, en primer término, como 

11 ombudsmanes parlamentarios", que fueron abordados anteriormente y 

que, obviamente, son nombrados por el parlamento. Este rubro podria 

también denominarse como de los "ombudsmanes del poder legislativo" 

para incluir a aquéllos existentes en los órdenes juridicos que no 

tienen sistema parlamentario. 

Por otra parte, hay 11 ombudsmanes11 designados por la administración 

pública, por lo que les corresponderia la categoria de los 

11ombudsmanes ejecutivos". También existen "ombudsmanu 1• que son 

nombrados por personas juridicas privadas o grupos de pa.i:ticulares, 

como asociaciones, universidades y hospitales, a los cuales 

proponemos agruparlos como "ombudsmanes no gubernamentales" o bien 

11 ombudsmanes de la sociedad civil". Asimismo, se denominarian 

11 ombudsmanes mixtos", si en su nombramiento participan dos o más de 

los poderes públicos o un órgano gubernamental al lado de alguna 

entidad privada. 

Este criterio de clasificación tiene una relativa utilidad, ya que 

se podrian formar diversas categorias atendiendo a cada una de las 

modificaciones posible~ de sus caracteristicas especificas 59 , pero 

59 Adenás de los ocho criterios señalados por Sonia Venegas, 
podrian mencionarse, entre otros, los relativos al grado de 
autonomia de uus funciones: si éstas se circunscriben al ámbito del 
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tiene su .base en los "ombudsmanes" existentes en Suecia que, por lo 

demás, desarrollan sus funciones con bastante similitud. 

Actualmente 60 , además de los cuatro "ombudsmanes" parlamentarios 

que hemos mencionado, existen otros "ombudsmanes", nombrados por el 

poder ejecutivo, que reciben las quejas del ptlblico por acciones de 

particulares que consideran injustificadas. Tal es el caso de los 

"ombudsmanes11 de la libre competencia, del consumidor, para la 

igualdad de oportunidades entre los sexos y, contra la 

discriminación étnica. 

Asimismo, bajo un acuerdo entre el ombudsman parlamentario, la 

barra de abogados y el consejo o club de prensa, se designa al 

ombudsman de la prensa con funciones similares. 

ente que lo nombra, y; si está constituido como un órgano personal, 
independientemente del numero de sus empleados, o si es un órgano 
colegiado. Cfr. VENEGAS Alvarez, Sonia. Origen y pevenir del 
Ombudsman ;una Institugión Encgmiable?. México, Instituto de 
Investigaciones Juridicas, serie G estudios doctrinales núm. 117, 
1988, pp. 55-57. 

60 Cfr. HAOENIUS, Stig, y LINOGREN, Ann. On Sweden. (Trad. al 
inglés de Victor J. Kayfetz) Suecia# Ed. svenska Institutet-The 
Swedish Institute, 1990, pp. JO y Jl. Cfr. EL INSTITUTO SUECO. "La 
Institución del 'Ombudsman'" en Información sobre Suecia. Suecia, 
Ed. El Instituto sueco, folleto, clasificación DI 71 g Odc, 
octubre 1990. 
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3 .1. 11 ombudsmanes ejecutivos". 

J.1.1. El ombudsman de la libre competencia. 

Esta figura juridica fue creada en 1954 y actualmente sus 

actividades tienen como base la "ley de la competencia", 

establecida en 1982 para promover la sana competencia en la 

economia de acuerdo al interés público. En esta ley se considera 

que una limitación a la libre competencia produce efectos nocivos 

cuando, contrariando el interés pUblico, afecta indebidamente a la 

formación de precios, restringe la productividad en las actividades 

ec~nómicas o impide u obstaculiza la actividad comercial de otros. 

Este ombudsman requiere de diversas investigaciones con el fin de 

evitar dichas prácticas nocivas, muchas de las cuales son 

efectuadas por su propio personal, que consta aproximadamente de JO 

personas. No obstante, cuando se trata de estudios de proporciones 

mayores, con frecuencia son solicitados a la dirección nacional de 

precios y de la competencia, a la inspección nacional de la banca 

o a la inspección nacional de compafiias de seguros privadas, las 

cuales llevan registros de los cárteles. 

Asimismo, en la citada ley se prohiben prácticas comerciales que 

restringen la competenGia, como el mantenimiento de un precio de 

reventa o de ventd al público (prohibición de precios brutos) y la 

oferta entre varios ~endiente a provocar un perjuicio a otro 
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( cárteles de oferta) • Aun cuando en estos dos casos se imponen 

sanciones penales, con algunas excepciones, en general la 

legislación antimonopolios de Suecia no está sujeta a dicho tipo de 

sanciones. A cambio, se utiliza ampliamente el método de 

concertación. 

Precisamente, la mayoria de los casos se resuelve por medio de 

concertaciones entre este ombudsman y las empresas involucradas, 

pero si no tiene éxito en sus intentos de conciliación, puede 

llovar la causa al tribunal del mercado. 

El citado tribunal es una magistratura especial, compuesta de 

juristas, expertos económicos y representantes de la industria, del 

comercio y de los consumidores. Se encarga de aplicar no sólo los 

preceptos generales de la ley de la competencia, sino también de 

las leyes denominadas 11 de prácticas comerciales", "contra términos 

contractuales impropios"; "sobre créditos al consumidor", y 11 de 

seguridad de los productos" 61 

El tribunal puede imponer prohibiciones a una empresa, evitando la 

aplicación de determinadas prácticas comerciales restrictivas de la 

libre competencia: puede ordenar el suministro de morcancias en 

condlciones equivalentes a las ofrecidas a otras empresas o que sea 

61 EL INSTITUTO SUECO. 11 La Politica de Protección de los 
Consumidores en Suecia" en Información Sobre Suecia. Suecia, Ed. El 
Instituto sueco, folleto, clasificación DI 81 h Qc, diciembre 1989. 
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modificada, de alguna otra forma, una práctica comercial 

restrictiva. Asimismo, puede decretar un precio máximo para una 

mercancia determinada. 

Las prohibiciones o los requerimientos pueden ser impuestos bajo 

pena de multa administrativa. Antes de dictar una prohibición o un 

requerimiento este tribunal debe procurar, normalmente, prevenir 

los efecto~ nocivos mediante negociaciones. 

La ley de la competencia contiene tambien un sistema para el 

control de las fusiones. Si una empresa, por medio de la 

adquisición de otras, consigue una posición dominante, con lo cual 

se provocan efectos nocivos contrarios al interes pUblico, el 

tribunal del mercado intentará remediar esos efectos por medio de 

negociaciones y, en último término, puede prohibir la fusión. Una 

prohibición de este tipo sólo entrará en vigor contra la empresa si 

el gobierno la mantiene. El ombudsman de la libre competencia 

realiza las invest·igaciones iniciales y decide si el tema de una 

fusión debe ser llevado ante el tribunal. 

Este ombudsman tiE. •• ,e, entre otras funciones, la de emprender 

acciones contra medidas reguladoras que impidan indebidamente la 

competencia y dar una gran publicidad a las cuestiones relativas a 

la competencia. 
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J.1.2. El. ombudsman de los consumidores. 

Fue constituido en 1971, con la función de garantizar el 

cumplimiento, principalmente de dos leyes de protección al 

consumidor: la ley de prácticas comerciales y la ley contra 

términos contractuales impropios. Este ombudsman, desde 1976, 

preside un organismo formado por su oficina y la dirección nacional 

de protección de los consumidores, de la cual también es titular. 

La ley de prácticas comerciales se aplica a empresas y comerciantes 

que venden mercancias, proveen servicios y, en general, que 

realizan actos de comercio. Toda práctica comercial puede 

prohibirse si es contraria a las modalidades aceptadas de la 

actividad económica o si es considerada indadecuada en algUn otro 

aspecto, siempre con la finalidad de proteger al consumidor y al 

comerciante, principalmente, de la publicidad engañosa. La ley 

puede invocarse cuando, por ejemplo, un empresario de publicidad 

prometa demasiado o atraiga a los clientes ofreciendo articules a 

precios que luego no mantiene. No obstante, su aplicación no se 

extiende a la publicidad de opiniones ni a la propaganda politica, 

que están protegidas por la ley de libertad de prensa. 

En este contexto de la publicidad engañosa, rige el principio de la 

inversión de la carga probatoria, en virtud del cual la persona 

responsable de cualquier práctica comercial tiene que probar la 

veracidad de la información, afirmaciones y promesas presentadas en 
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su publicidad, lo mismo que en la envoltura o empaque y material 

publicitario en general. 

Además, a las empresas y demás personas involucradas en la 

comercialización se les puede exigir, en materia de publicidad o 

cualquiera otra, que suministren información de especial 

importancia para el consumidor, tal como los detalles relativos al 

precio o a la naturaleza de l.as mercancias o servicios en cuestión. 

Siempre que haya riesgo de que una mercancía o servicio pueda 

causar daño a alguna persona o propiedad, puede prohibirse su venta 

o renta. También pueden prohibirse las mercancias o servicios que 

demuestren claramente ser inadecuados para su propósito principal. 

En 1989, entró en vigor una l.ey sobre la seguridad de los productos 

que incluye l.a norma contra l.a venta de productos de consumo y 

servicios peligrosos, asi como nuevas normas sobre el. retiro de 

productos. 

La ley sobre términos contractuales impropios se ha elaborado para 

proteger al consumidor contra cláusulas irrazonables empleadas por 

comerciantes, especi.1l mente en formularios de contratos de adhesión 

destinados a l.a venta de bienes de consumo duraderos y la 

prestación de servic.ios. Sl~gtln esa ley, si los términos de un 

contrato favorecen de fnrma irrazonable al vendedor a expensas del 

comprador, pueden prohibirse. 
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El organismo que preside este ombudsman presenta demandas ante el 

tribunal del mercado en casos relativos a prácticas de 

comercialización, términos injustos, créditos al consumidor o 

productos peligrosos. 

cuando el organismo del ombudsman, con base en una notificación 

externa o en el curso de una investigación suya, observa un acto de 

comercialización o una cláusula contractual contrarios a las 

normas, primero procura que se arregle el problema por libre 

voluntad de las partes, discutiéndolo con los responsables y si no 

se logra un acuerdo por este medio, puede remitir el caso al 

Tribunal del Mercado, solicitando que al empresario se le prohiba 

seguir recurriendo a la práctica comercial o a la condición 

contractual inadecuadas. Generalmente, las resoluciones del 

tribunal van acompañadas de multas, y sus fallos son inapenables. 

El organismo de este ombudsman conoce alrededor de 4000 casos cada 

año, de los cuales entre 2,000 y 2,500 se refieren a la ley de 

prácticas comerciales y cerca de 20 casos al año son llevados al 

tribunal del mercado. 

3.1.3. El ombudsman para la igualdad de oportunidades entre los 

sexos. 

Este ombudsman fue creado en 1980 y sus funciones consisten en 

asegurar el cumplimiento de la ley para la igualdad de los sexos en 
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las relaciones laborales, que entró en vigor el mismo año, y 

participar en los esfuerzos generales para conseguir la igualdad en 

la vida laboral. Dicha ley tiene el propósito de fomentar la 

igualdad de derechos de los hombres y de las mujeres por lo que 

respecta al trabajo, a las condiciones laborales y al potencial de 

desarrollo en el trabajo. Asimismo, prohibe la discriminación por 

razones de sexo y exige medidas activas para promover la igualdad 

en los centros de trabajo. 

sin embargo, la ley ha sido criticada porque sólo propicia medidas 

activas muy cautelosas que se basan, especialmente, en la educación 

e información para cambiar actitudes. En este sentido, uno de los 

anteriores "ombudsmanes 11 expresó que debe ser modificado el 

carácter neutral de la ley, el cual fue apoyado por todos los 

partidos politices con excepción del partido de 

izquierda-comunista, a fin de que demande un apoyo manifiesto para 

la mujer 62 • 

Este omb~dsman desarrolla sus funciones, principalmente, dando 

infamación, formando la opinión püblica y ocupándose de casos 

individuales de disc¡_•iminación, pudiendo iniciar investigaciones de 

oficio. En la medida de lo posible, intenta persuadir a los 

62 LANDBY Eduards, Maud. "Representación Femenina y Politica 
de Igualdad Entre el Hornbre y la Mujer" en Actualidades de Suecia. 
(Trad. Felipe Mena). Suecia, Ed. El Instituto sueco, NO 369, julio 
1989, p. e. 
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empleadores, a través del asesoramiento, información y discusión, 

para que acaten voluntariamente la ley. 

Si el acatamiento voluntario no se logra en un caso de 

discriminación, puede llegar a plantearlo ante el tribunal del 

trabajo y si es un caso relativo a la adopción de medidas activas 

para el fomento de la igualdad, puede presentar una solicitud a la 

comisión para la igualdad de oportunidades, pidiendo que se ordene 

al empleador tomar medidas adecuadas. 

La ley autoriza para que mediante convenios colectivos entre el 

empleador y las organizaciones sindicales se establezca la 

responsabilidad de fomentar activamente la igualdad en los puestos 

de trabajo. Actualmente, han sido firmados acuerdos de este tipo 

para alrededor del 904 de la población activa. sin embargo, no es 

posible eliminar, mediante un convenio, la prohibición de 

discr !minar por razones de sexo. 

Cada año se denuncian entre 150 y 200 casos, de los cuales cerca de 

75 son quejas sobre discriminación por razón del sexo, en su 

mayoria relativas a nombramientos para diversos cargos. El resto se 

refiere a casos en que los empleadores no adoptan medidas activas 

para fomentar la igualdad. 
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3.1.4. El ombudsman contra la discriminación étnica. 

Fue instituido en 1986 63 , mediante la ley contra la discriminación 

étnica, la cual es definida como el tratamiento injusto o 

insultante por motivos de raza, color de piel, nacionalidad, origen 

étnico o religión. La función de este ombudsman consiste en 

contrarrestar tal discriminación en la sociedad (no en la vida 

privada), especialmente en los centros de trabajo y en relación con 

los inmigrantes, pero también en general en ámbitos relacionados 

con la enseñanza, la vivienda, la vida asociativa, la asistencia 

medico-sanitaria, la industria y el comercio. 

Las forma en que actUa es asistiendo a las personas discriminadas 

en la protección de sus derechos f facilitando información y 

asesoramiento pericial; ayudando a formar opinión; participando en 

debates pUblicos: recomendando legislaciones y otras medidas para 

combatir la discriminación étnica. 

Sin embargo, no tiene facultades para litigar en casos concretos ni 

para influir en las sentencias de los tribunales ni en las 

decisiones de las autoridades en casos individuales. En cambio, 

puede recomendar cambios legislativos y otros métodos para 

contrarrestar la discriminación étnica. 

63 HIRSCHFELDT, Johi.ln. 11 Un \Ombudsman 1 Contra la Discriminación 
Étnica 11 en Actualidades de Suecia. (Trad. Felipe Mena). Suecia, Ed. 
El Instituto Sueco, NO 349, octubre 1986, pp. 6-11. 
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Por otra parte, existe una comisión, conformada por tres miembros, 

que es nombrada por el gobierno para asesorar a este ombudsman en 

cuestiones importantes de principio, relativas a la aplicación de 

la ley. 

3.2. 11 0mbudsmanes mixtos 11 • 

J.2.1. El ombudsman de la prensa. 

El cargo del ombudsman de la prensa fue establecido en 1969 y su 

titular es designado por un comité especial compuesto por un 

ombudsman parlamentario y los presidentes del colegio de abogados 

y del club de prensa nacional M 

La presentación de cualquier queja por violación de la ética 

periodistica es gratuita y puede efectuarse directamente al 

ombudsman de la prensa, quien también está autorizado, tanto a 

abordar por propia iniciativa problemas de su competencia, como a 

responder consultas de la comunidad respecto d~ cuestiones de ética 

periodistica. 

cualquier interesado puede protestar ante este ombudsman contra 

noticias o comentarios de prensa que considere violación de la 

M Cfr. EL INSTITUTO SUECO. "La Prensa y Otros Medios de 
Información en Suecia" en op. cit. supra n. 56. 
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ética periodistica. No obstante, la persona a la cual· atane el 

articulo denunciado tiene que dar su consentimiento si se quiere 

que con base en la queja se censure al periódico. 

cuando este ornbudsman recibe una queja, debe averiguar si se puede 

satisfacer mediante una rectificación o réplica en el periódico en 

cuestión. si la disputa no se resuelve por esta via y considera que 

la buena práctica periodistica se ha violado, puede realizar una 

encuesta, pidiéndole ante todo su opinión al editor responsable del 

periódico. 

Una vez terminada la encuesta, este ombudsman puede concluir: que 

el asunto no se considera motivo para reprender al periódico; que 

las pruebas obtenidas son suficientemente importantes para someter 

el caso al comité de prensa sueco o corte de honor, o; que, 

comprobándose una violación menor de la ética periodistica, procede 

censurarla sin recurrir al comité. 

La primera y Ultima alternativas, pueden ser apeladas al comité y 

nada les impide a las partes llevar la causa a un tribunal 

ordinario una vez que ha sido examinada por este ombudsman y el 

citado comité. 

El comité de prensa sur~co o corte de honor, que se considera el 

tribunal más antiguo del mundo en su género, fue instituido en 1916 

por el club de prensa nacional, la unión de periodistas y la 
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asociación de editores de prensa. 

Dicho comité está fonnado por un juez que actúa como presidente Y 

sendos representantes de las mencionadas organizaciones, además de 

dos representantes de la población en general que no deben tener 

vincules con editores de periódicos ni organizaciones de prensa. 

cuando se determina la violación de normas éticas por algUn 

periódico, éste tiene que publicar el fallo del comité o del 

ombudsman. En algunos casos tiene que pagar también una multa por 

gastos administrativos. 

En los tlltimos años, se han venido registrando de 300 a 400 quejas 

al año, relacionadas, en gran medida, con informaciones 

periodisticas sobre procesos penales y con la intervención 

inapropiada en la vida privada de los indiviauos. 

Alrededor del 30\ de las quejas han sido dirimidas por el comité, 

ya sea después de ser tratadas por el ombudsman o por la apelación 

de una de las partes involucradas en el asunto. Las restantes han 

dado por resultado, tanto la critica del ombudsman al periódico, 

como la cancelación de las mismas por diversas razones, tales como 

la falta de base o el hecho de que el periódico denunciado hubiera 

publicado una rectificación. 

Aproximadamente, un 20l de todas la quejas planteadas han culminado 
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en la censura de la actuación del periódico en cuestión, por parte 

del ombusdsman o del comité. Este sistema autodisciplinario no se 

basa en la legislación, sino que es completamente voluntario y está 

financiado totalmente por las tres organizaciones de la prensa. 
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4. La Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

En los medios de comunicación de nuestro pais, generalmente se hace 

referencia al ombudsman al abordar las funciones de la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos, lo que sugiere que esta figura 

jurídica mexicana se inscribe en la rápida adopción del ombudsman 

en diversos paises. 

Ya desde hace cerca de JO años 65 , la mayoria de los autores que 

abordan el tema han venido afirmando que la figura del ombudsman 

podria ser adoptada por los gobiernos de diversos paises y a menudo 

so hace referencia al autor que ha denominado al ombudsman como una 

institución universal 66 • En ocasiones se ha hablado de la 

65 ROWAT, Donald c. "Prefacio a la segunda edición" (la primera 
edición en inglés fue en 1965 y la segunda en 1968} en op. cit. 
supra n. 25, pp. 15 y ss. Este autor cita el articulo suyo 
11 0mbudsmen far North America", publicado en XXIV pµblic 
Administration Review de diciembre de 1964, en el que sostenia 
" ••. que en la mayor parte de los paises democráticos del mundo se 
daban ya las condiciones necesarias para la adopción de esto 
sistema ••• 11 • En cuanto al tratamiento del tema desde hace tantos 
años, cabe recordar que en 1961 un autor mexicano ya abordaba el 
tema. Cfr. ALVAREZ De Lara, Rosa Maria. Legislación Estatal en 
Materia de Defensa de los Derechos Humanos. México, Ed. Comisión 
Naciona1 de Derechos Humanos, colección folletos 1991/18, 1991. pp. 
9 y 45, nota 7. Quien cita a CABRERA, Lucio. 11 Una Forma Política de 
Control Constitucional" en Boletín del Instituto de perecho 
Comparado, México, UNAM, NUm. 42, septiembre-diciembre, 1961. 

66 LEGRAND, Andró. "Une Institution Universelle: l 'Ombudsman?" 
en ~e Internationale de proit Compgré. Paris, 1973, pp. 851-861. 
Citado por FIX-ZAMUDIO, Héctor. "Reflexiones comparativas sobre el 
Ombudsman" en op. cit. supra n. 43, p. 189. 
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"ombudsmania" 67 para describir el rápido establecimiento de esta 

institución en diversos órdenes juridicos. 

Una panorámica de su trasplante a otros paises, nos muestra que 

durante más de cien años el ombudsman fue una institución 

exclusivamente sueca, hasta que Finldndia la adoptó en 1919 poco 

después de su independencia del dominio ruso 65 • Posteriormente, 

Noruega establece el ombudsman militar en 1952 69 y en 1962 se crea 

el ombudsman del 11storting" (parlamento noruego) para asuntos 

civiles 70 • 

67 POWLES, G. 110mbudsmania" en Parlamientarian, 1969, 1, 
pp. 69-72. Citado por PELLON Rivera, Ricardo, en op. cit. supra 
n. 26, p. 20. BADENr, Gregario. "Presidencialismo, Parlamentarismo 
y la "Ombudsmania" en El Derecho. Buenos Aires, 4 de junio de 1984. 
Citado por PADILLA, Miguel M. "La Constitución Argentina y el 
'Ombudsman• 11 en op. cit. supra n. 44, p. 153. 

68 PAIREN Guillen, Victor. Op. cit. supra n. 42, pp. 1425-1473. 
KASTARI, Paavo. "El canciller de Justicia y el Ombudsman" en op. 
cit. supra n. 24, pp. 98-114. PRAT, Julio A. op. cit. supra n. 44, 
pp. 146. 

69 RUUO, Arthur. 11 F.1 Ombudsman Militar y su Juntaº en op. cit. 
supra n. 25, pp. 160-169. 

7° FLIFLET, Arne. ¡.a Experiencia del ombudsman Nacional de 
Noruega Después de 30 Añcs de Existencia. Ponencia presentada en el 
congreso internacional "La experiencia del ombudsman en la 
actualidad", orqa11izado por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, México, lJ-15 de noviembre de 1991. 
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En el caso de Dinamarca, surge el ombudsman del 11 folketing 11 

(parlamento danés) en 1955, tomando como modelo a la institución 

sueca 71 • Cabe señalar que a partir de la creación del ombudsman 

danés, la institución tuvo una proyección internacional 

determinante n. 

En 1.956, la entonces Alemania occidental instituyó un ombudsman 

militar a través de una enmienda constitucional, con base en la 

cual se expidió, en 1957, la ley del comisionado parlamentario para 

asuntos militares o ley del ombudsman militar del "bundestag" 

(cámara de representantes) n. 

Asimismo, se fueron introduciendo figuras juridicas similares, con 

modificaciones en cuanto a su nombramiento y competencia y con 

alcances nacional o local, en Nueva Zelanda ( 1962) ; Tanzania 

(1965); Gran Bretaña (1967); New Brunswick y Alberta, Canadá 

(1967): Hawai, EUA (1967): Mauricio (1968): Israel (1971) 1 

71 GAMMELTOFT-HANSEN, Hans. La Experiencia del Ombucdsman 
~. (Trad. José de Garay y cuevas), ponencia presentada en el 
congreso internacional "La experiencia del ombudsman en la 
actualidad", organizado por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, México, 13-15 de noviembre de 1991. 

n NILSSON, Per-Erik. "El Ombudsman, Defensor del Pueblo ¿O 
Qué?" en op. cit. supra n. 42, p. 11. 

73 LOHSE, Egon. 11 El Ombudsman Militar de Alemania Occidcntal 11 

en op. cit. supra n. 25, pp. 1.70-179. 
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Australia Occidental (1971.); ciudad de Zurich, suiza (l.971.); 

Maharashtra, India (1971); Francia (1973); Zambia (1973); regiones 

de Toscana y Liquria, Italia (1974); Portugal (1975); Pap\la Nueva 

Guinea (1975); Trinidad y Tobago (1976); Austria (1977); Jamaica 

(1977)¡ PUerto Rico (1977)¡ y, España (1978)" 

El interés de la enunciación anterior, sin ser exhaustiva, es 

enratizar la amplia proyección de la institudión a todo el mundo en 

relativamente poco tiempo, de ahi que se indique el año en que se 

constituye una primera institución similar al ombudsman, aclarando 

que en varios casos se crean, en afies posteriores, m4s 

instituciones locales dentro de un mismo pais o, incluso, a nivel 

nacional. 

También cabe aclarar que algunas de las instituciones mencionadas 

podrian caer dentro del supuesto señalado por Carpizo, en el 

sentido de que 11 ••• mdis de trescientos órganos e individuos se 

aplican a si mismos esta denominación (refiriéndose al ombudsman) 

aunque no satisfacen todas las caracteristicas de ella" 75 

74 FIX-ZAMUDIO, Héctor. "Reflexiones Comparativas sobre el 
Ombudsman" en op. cit. supra n. 43, pp. 187-21.3. FIX-ZAMUOIO, 
Héctor. "Seminario Sobre la Acción de las Autoridades Nacionales en 
la Protección de los Derechos civiles y Politicos 11 en Lo Protección 
Internacional de los perechos del Hombre. Balance y Perspectivas. 
México, Instituto de Investigaciones Juridicas, serie H Estudios de 
derecho internacional público, núm. 7, 1983, pp. 69-81. 

75 CARPIZO, Jorge. 11 La comisión Nacional de Derechos Humanos 
y el Ombudsman" en ;Qué es la CNQH?. (Colección de 9 articulas 
publicados por el autor en Excelsior). México, Ed. Comisión 
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Como hemos anotado en anteriores apartados, el crecimiento de las 

actividades gubernamentales en México, como en todos los paises, ha 

significado una reducción en la esfera juridica de los gobernados. 

No obstante, no es posible soslayar que las nuevas actividades que 

aborda el gobierno van acompañadas de explicaciones o 

justificaciones que tienden a considerarlas como una forma de 

ampliar su capacidad o facultades para lograr mayores beneficios 

para la sociedad. 

Precisamente, con frecuencia se aportan diversos mecanismos para 

hacerle frente a las nuevas acciones gubernamentales cuando lleguen 

a afectar a los particulares, ello permite considerar, desde el 

punto de vista teórico-juridico y como signo de un estado de 

derecho, que los intereses de la sociedad y los derechos de los 

gobernados han quedado protegidos. 

sin embargo, la práctica demuestra lo contrario. La creciente 

amplitud y complejidad de las acciones y facultades gubernamentales 

requieren de conocimientos técnico-j uridicos cada vez mayores y 

también mayores recursos económicos, por lo que, en general, el 

ciudadano medio no está en posibilidades reales de defenderse por 

si mismo, aun cuando exista el instrumento juridico 

correspondiente, como los que ya hemos abordado en el apartado 

Nacional de Derechos Humanos, serie folletos 1991/5, 2a ed., 1991, 
p. 16. El paréntesis es nuestro. 
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relativo a México del panorama histórico del primer capitulo. 

Además, dicha situación también propicia que el servidor público se 

sienta libre para atribuirse más facultades que las previstas en el 

orden juridico, con efectos multiplicadores en diversos tipos de 

desviaciones de poder que pueden llegar a la abierta impunidad en 

algunos ámbitos. 

con la creación de la comisión Nacional de Derechos Humanos, el 

poder ejecutivo federal de nuestro pais, se propuso dar respuesta 

a la necesidad social de volver efectivo el ejercicio de los 

derechos humanos. 

4.1. Naturaleza juridica. 

~rataremos de plantear la cuestión respecto a qué es la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos. Tomando en cuenta el decreto de su 

creación 76 , que se· abordará más adelante, podria definirse como 

un órgano subordinado, federal, desconcentrado, complementario, de 

autotutela juridica, con funciones de policia sobre actividades 

juridicas públicas y concretas. 

Se propone considerar a la comisión como un órgano subordinado 

federal, porque está adscrita al secretario de gobernación, con lo 

76 Diarjo oficial del 6 de junio de 1990. 
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cual se constituye como una dependencia del ejecutivo federal, al 

que incluso puede representar, aunque la caracteristica relativa a 

la desconcentración le confiere autonomia solamente en el ámbito 

administrativo. 

Asimismo, se puede considerar complementario en tanto realiza 

acciones que son coadministrativas, cojurisdiccionales y 

colegislativas. La calidad de autotutela jurídica resulta de la 

función de protección, por medio del derecho, respecto de acciones 

del mismo poder de gobierno que efectüa su nombramiento. 

Las funciones de policia se denotan en la finalidad de establecer, 

mantener o restablecer el orden y seguridad juridicos mediante la 

supervisión. Esta función está dirigida sobre el aspecto de 

juridicidad de los actos u omisiones del hombre con trascendencia 

en el ámbito del derecho püblico y relativos a individuos 

determinados. 

Cabe hacer la aclaración, como lo mencionaremos más adelante, que 

bajo el reglamento interior de la Comisión n, la tutela jurídica 

adquiere un carácter heterogéneo porque se entiende que también 

puede controlar a los otros dos poderes distintos del que creó a la 

Comisión y su competencia se extiende a los ámbitos estatal y 

municipal. 

n Publicado en el diario oficial del lo. de agosto de 1990. 
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En este sentido, destaca el decreto que reforma el articulo 102 

constitucional, ya que modifica sustancialmente la naturaleza 

juridica de la comisión, al convertir el anterior articulo 102 en 

un apartado "A" y añadiendo lo siguiente como apartado 11 8 11 : 

11 8. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los 

Estados en el ámbito de sus respectivas competencias, 

establecerán organismos de protección de los Derechos 

Humanos que otorga el orden juridico mexicano, los que 

conocerán de quejas en contra de actos u amis iones de 

naturaleza administrativa provenientes de cualquier 

autoridad o servidor püblico, con excepción de los del 

Poder Judicial de la Federación, que violen estos 

derechos. Formularán recomendaciones püblicas autónomas, 

no vinculatorias y denuncias y quejas ante las 

autoridades respectivas. 

"Estos organismos no serán competentes tratándose de 

asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales. 

11 El organismo ~~ue establezca el congreso de la Unión 

conocerá de las inconformidades que se presenten en 

relación con las l ecomendaciones, acuerdos u omisiones de 

los organismos equivalentes de los estados. 11 78 • 

78 publ;.cado en el diario oficial del 28 de enero de 1992, 
p. 6. 
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Al respecto, la normativa que surja con base en esta reforma, será 

la que en definitiva permita determinar la naturaleza juridica de 

la comisión Nacional de Derechos Humanos, ya que de este texto no 

se desprende, por ejemplo, qué grado de autonomia tendrá la 

Comisión en relación con el Congreso de la Unión. 

Sin embargo, podemos adelantar el contenido de una propuesta del 

primer presidente de la comisión sobre el particular: 

"Los aspectos más sobresalientes del anteproyecto de Ley 

Orqánica de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 

son: 

a) se le establece como organismo publico 

descentralizado, de carácter autónomo, con personalidad 

juridica y patrimonio propios. 

b) Se establece la participación del Senado de la 

Repllblica en el nombramiento de los principales 

servidores pUblicos y de los Consejeros de la Comisión 

Nacional. 

c) Se diseñan diversas garantias para la autonomia del 

trabajo de los principales servidores pllblicos de la 

Comisión Nacional. 

d) Se precisan todos los aspectos de los procedimientos 

que se deben llevar a cabo. 

e) Se le dota de atribuciones en todo lo relativo a esos 
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procedimientos para que pueda realmente cumplir con sus 

funciones." 19 

4.2. Origenes. 

Antes de que surgiera la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 

fueron creadas en México diversas figuras juridicas que tienen 

funciones similares de defensa de los derechos de los individuos, 

aunque algunas no lo hacen primordialmente frente al poder público. 

Entre ellas se pueden contar la Procuraduria Federal de Protección 

al consumidor (abril 1975), la dirección para la defensa de los 

derechos humanos de la entidad federativa de Nuevo León 

(enero 1979), la procuraduria de vecinos del municipio de Colima 

(noviembre 1983), las procuradurias de vecinos municipales que 

optativamente pueden crearse en la entidad federativa de Colima con 

base en la ley orgánica municipal (diciembre 1984), la defensoria 

de los derechos universitarios de la Universidad Nacional Autónoma 

de México (mayo 1985), la procuraduria para la defensa del indigena 

de la entidad federativa de oaxaca (septiembre 1986), la 

procuraduria social de la montaña de la entidad federativa de 

Guerrero (abril 1987), la procuraduria de protección ciudadana de 

la entidad federativa de Aguascalientes (agosto 1988), la 

79 COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Tercer Inforne 
Semestral. ,Junio-diciembre de 1991. México, Ed. c. N. D. H., 
junio-dicier.1bre 1991, p. 112. 
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defensoria de los dereqhos de vecinos del municipio de Querétaro 

(diciembre 1988), la procuraduria social del Departamento del 

Distrito Federal (enero 1989) y la comisión de derechos humanos de 

la entidad federativa de Morelos (abril 1989). 

La proliferación de este tipo de organismos p~blicos u oficiales 

también tuvo su contrapartida en el fortalecimiento y creación de 

organizaciones no gubernamentales. El desenvolvimiento dinámico de 

una corriente social en favor de los derechos humanos llevó a la 

secretaria de gobernación del poder ejecutivo federal a la 

creación, en febrero de 1989, de la dirección general de derechos 

humanos, la cual, debido a que fue sustituida por la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos, en junio de 1990, se considera su 

antecedente directo o inmediato. 

La citada dirección general fue constituida en el reglamento 

interior de la secretaria de gobernación, que en su articulo lo. 

señala que a dicha secretaria le correspondia "· •• vigilar en la 

esfera administrativa el cumplimiento de los preceptos 

constitucionales por parte de las autoridades del pais ••• 11 80 

Asimismo, como parte de las facultades no deleqables del secretario 

de gobernación, se disponía en el articulo 5, fracción VIII, del 

citado reglamento, "Vigilar el cumplimiento de los preceptos 

80 Publicado en el diario oficial del 13 de febrero de 1989. 
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constitucionales por parte de las autoridades del pais, 

especialmente en lo que se refiere a las garantias individuales, 

dictando al efecto las medidas administrativas que requiera ese 

cumplimiento". Este texto era la transcripción de la fracción IV 

del articulo 27 de la ley orgánica de la administración pablica 

federal 81 , que se refiere a los asuntos que le corresponde 

despachar a la secretaria de gobernación. 

Es ah1 donde se concede al titular de un órgano especifico de la 

administración pública la facultad de tutelar los derechos 

fundamentales de los administrados frente a las medida& 

inconstitucionales de las autoridades administrativas mexicanas. 

Lo anterior permite sostener que esta facultad de la secretaria de 

gobernación liqa intimamente tanto la función de policia en el 

ámbito administrativo, entendida como el mantenimiento del orden 

jurídico mexicano, como la función de tutela de los derechos 

fundamentales de los administrados frente a la actividad del poder 

ejecutivo. Pero no tiene una relación con la idea de equilibrio 

entre los poderes, ya que es una disposición que establece una 

autotutela de los aercchos de los administrados, es decir, la 

función de policia nace en, y va dirigida a, el poder ejecutivoª En 

todo caso, su cumplimiento podria interpretarse como la bUsqueda de 

un fortalecimiento de ~a administración p\lblica en un marco de 

81 Publ i.cada en el diario oficial del 29 de diciembre de 1976. 
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derecho, incluso de su legitimación. 

Los citados puntos eran retomados en el articulo 15 del 

reglamento az, que se referia a la competencia de la dirección 

general de derechos humanos. se establecía, en un enfoque que 

pretendia dar efectividad al respeto de los derechos de los 

administrados, la facultad de proponer programas que promovieran e 

impulsaran el cumplimiento de los acuerdos firmados por el estado 

mexicano en el marco de la carta internacional de derechos humanos 

(art. 15, fracc. I). 

Se concedia también competencia para proponer medidas relativas a 

la planoación de la politica de derechos humanos en nuestro pais 

(art. 15, fracc. II) y para proponer acciones tendientes a 

salvaguardar los derechos humanos (art. 15, fracc. III), que se 

entiende como el interés del poder ejecutivo en buscar los medios 

idóneos que propiciaran el ejercicio efectivo de los derechos 

fundamentales por parte de los administrados. 

Asimismo, la dirección general que nos ocupa podia establecer 

82 El texto del articulo 15 del reglamento interior de la 
Secretaria de Gobernación se reproduce en SECRETARIA DE 
GOBERNACION, op. cit. supra n. 11, pp. 172 y 173, y en COMISION 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Derechos Humanos. Documentos y 
Testimonio de Cinco siglos. Compilación. México, Ed. C.N.D.H., 
colección manuales 1991/9, 1991, pp. 224 y 225. En ambas 
publicaciones se comete el error de citar como fuente las páginas 
23-34 del diario oficial cit. supra n. ao, debiendo decir páginas 
JJ y 34. 
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mecanismos de enlace y coordinación con entidades, instituciones y 

organismos pllblicos o privados, para promover la aplicación y 

respeto de los derechos humanos (art. 15, fracc. IV). Cabe destacar 

que las relaciones de esta dirección general que nacieran con base 

en esta facultad, no podian considerarse como de carácter 

subordinado en ning\ln sentido, ni reconocerse alglln tipo de 

autoridad juridica. 

Por otra parte, en la fracción V del articulo 15 del reglamento se 

habilitaba a la citada dirección general para "Recibir y atender 

las quejas administrativas que sobre violación de los derechos 

humanos presenten los particulares o las instituciones pUblicas o 

privadas, y proponer al Titular del Ramo las acciones necesarias 

para su inmediata resolución". Nótese que se refiere a la facultad 

indelegable del Secretario de Gobernación (articulo 5, fracción 

VIII, del reglamento interior de la Secretaria de Gobernación). 

Podria suponerse que esta fracción concede, aunque restringida, una 

competencia similar a la del ombudsman parlamentario sueco, ya que 

permitiria realizar funciones de tutela de los derechos de los 

gobernados a travéa de la recepción de quejas contra las 

actividades gubernamentales. 

Las diferencias pueden señalarse, en primer término, en que la 

interpretación de las voces 11 recibir11 y "atender" no necesariamente 

tendrian que J rnplicar la 11 investigación" de ~os hechos (y mucho 
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menos la supervisión de la actuación del servidor p~blico 

involucrado), incluso posiblemente uno de los resultados de la 

"atención" de las quejas podria haber sido, precisamente, solicitar 

la investigación del caso por la autoridad competente. 

Asimismo, entre otros aspectos, cabe destacar que, el ámbito de 

competencia se reduce a la esfera administrativa, el objeto de la 

queja deberia ser siempre la violación de los derechos humanos, 

sólo se podia actuar a petición de parte y no de oficio, no se 

podia dirigir la posible solución directamente al sujeto que 

incurria en una violación de los derechos humanos y, en su caso, la 

aplicación de dicha solución la llevaria a cabo un órgano superior. 

Todo esto sin referirnos a la completa subordinación que es 

inherente a todas las direcciones generales de la administración 

ptlblica centralizada. 

También, la dirección general de derechos humanos podia llevar a la 

consideración de su superior jerárquico los programas tendientes a 

la capacitación de los ciudadanos en la promoción y salvaguarda de 

los derechos humanos (art. 15, fracc. VI). 

Otra facultad que se le concedia era la de proporcionar a.poyo 

técnico y asesoria sobre los instrumentos internacionales do 

derechos humanos, a les individuos, entidades, instituciones y 

organismos, relacionados con la promoción y defensa de dichos 

derechos (art 15, fracc. VII). 
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Además, al titular de la dirección general le correspondia 

representar al secretario de gobernación y coordinar las labores de 

la comisión meKicana de ayuda a refugiados (art. 15, fracc. VIII). 

Cabe destacar que los términos de la competencia que hemos 

enunciado, eKponen claramente la falta de autonomia de la dirección 

qeneral, ya que en la mayoria de los casos su labor se circunscribe 

a preparar la decisión de sus superiores jerárquicos o 

representarlos (art. 15, fracc. I, II, III, V, VI y VIII). 

Sólo en las fracciones IV y VII, del art. 15 del reglamento, se 

establecen funciones diferentes, tendientes a establecer una 

relación de coordinación y de asesoria con otros entes de la 

sociedad mexicana involucrados en la defensa de los derechos 

humanos. 

Por otra parte, la presencia del elemento internacional en las 

fracciones I, II y,· de alguna manera en la VIII, tiene fundamento 

en el art. 133 de la constitución federal que indica que los 

tratados, de acuerdo a ella y celebrados conforme ella lo 

establece, son 11 ••• la f.,ey suprema de toda la Unión" 83 • Ademas, 

supone cierta intención del poder ejecutivo federal de responder a 

83 ACOSTA Romero, ?<iquel, y GOHGORA Pimentel, Genaro David. 
Copstitució~~ de los Estados Unidos Mexicanos. 
Legislación-~rudencia-Doctrina. MéKico, Ed. PorrUa, 2a ed., 
1984, p. 503. 
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posibles presiones del extranjero sobre el respeto de los derechos 

humanos en nuestro pa1s e incluso podría explicar la presencia del 

término "derechos humanos" en nuestro ordenamiento jurídico. 

La comisión Nacional de Derechos Humanos fue creada mecUante el 

decreto publicado en el diario oficial del 6 de junio de 1990. Como 

su primer "considerando" es una reflexión sobre el estado 

democrático moderno parece oportuno transcribir el párrafo 

relativo: 

"CONSIDERANDO 

Que el estado democrático moderno es aquel (sic; debería 

decir 11 aquél") que garantiza la seguridad a sus 

ciudadanos y (a) aquellos extranjeros que se encuentren 

en su territorio, respeta y hace respetar la ley, 

reconoce la pluralidad política y recoge la critica, 

alienta a la sociedad civil, evita que se exacerben los 

conflictos entre grupos y promueva (sic; deberia decir 

"promueve") la eficacia en sus relaciones con las 

diversas organizaciones políticas y sociales" ll4 

Al respecto, convendría preguntarse hasta qué punto se están 

confundiendo los términos ºestado" y "gobierno", ya que un estado 

& Diario oficial del 6 de junio de 1990, p. J. Los paréntesis 
son nuestros. 
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11qrantiza 11 , "respeta", 11hace respei:ar11 , "reconoce", •trecoge", 

11 alienta 11 , "evita", "promueve" y establece 11 sus relaciones" a 

través del gobierno. 

Además, al utilizar el término democrático se tendria que hacer una 

mayor referencia a los procedimientos para acceder al gobierno, más 

que simplemente "reconocer la pluralidad politica y recoger la 

critica". De cualquier manera, su uso resulta muy significativo 

porque establece una estrecha relación entre democracia y la 

seguridad de los habitantes, el respeto a las leyes y la promoción 

de las relaciones eficaces del estado. Asimismo, debido al contexto 

en el que se emite el enunciado, se entiende que el respeto a los 

derechos humanos también entra en relación directa con el concepto 

de democracia. 

Posteriormente, se considera como obligación del estado mexicano la 

preservación del orden, la paz y la estabilidad social del pais, lo 

que entendemos como la función de policía a que hemos hecho 

referencia anteriormente. Al mismo tiempo, se plantea salvaguardar 

el pleno ejercicio de las garantias individuales y -en lo que puede 

interpretarse como lG especificación de una de esas garantias- de 

la vigencia del principio de legalidad en la ejecución de las 

atribuciones de los órganos de gobierno (segundo considerando). 

sin embargo, no debemos perder de vista que el contenido del 

segundo consirlerando se refiere a la facultad indelegable del 
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titular de gobernación que establece el articulo 5, fracción VIII, 

del reglamento interior de su secretaria, por esta razón, las 

funciones de la comisión aparecer.in corno eminentemente prepositivas 

y subordinadas. 

Asimismo, se declara como facultad del poder ejecutivo federal la 

determinación de las politicas que aseguren la convivencia 

civilizada, el orden y la paz interna, bajo los principios de 

respeto al estado de derecho y a los que garantizan la armenia y 

cooperación internacionales (tercer considerando). 

Algo muy importante que se define en el cuarto considerando del 

decreto que nos ocupa, es la explicación de que la materia de 

derechos humanos se encuentra históricamente contenida en la 

constitución política de nuestro pais, establecidos como garantias 

individuales y garantias sociales. De esta forma, es posible 

comprender la utilización del término "derechos humanos" dentro de 

nuestro orden jurídico ya que se puede entender que no tiene cabida 

la corriente filosófica del derecho natural. 

Asimismo se establece el más al to nivel para atender y responder lo 

relacionado a la observancia de las políticas encaminadas al 

cumplimiento de los derechos humanos (quinto considerando). Lo que 

resultará en la facultad del presidente de la Comisión para 

informar semestralmente al Presidente de la República, y por tanto, 

podria entenderse como un reforzamiento del presidencialismo que 
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caracteriza al sistema politice mexicano. 

En el sexto considerando se recoge, nuevamente, el hecho de que la 

secretaria de gobernación es competente para conducir la politica 

interior que le corresponde al ejecutivo federal, incluyendo la 

coordinación y ejecución de acciones dirigidas a promover la 

salvaguarda de las garantias individuales. 

Los anteriores planteamientos se reconocen como base para la 

creación de la comisión Nacional de Derechos Humanos como órgano 

desconcentrado y adscrito a la citada secretaria, dependiendo 

directamente de su titular (art. lo.). 

4.3. Caracteristicas especificas. 

4.3.1. Nombramiento. 

En el articulo cuarto del decreto de su creación, se establece que 

la Comisión estará a cargo de un presidente que será nombrado por 

el titular del ejecutivo federal, Y, a lo largo del decreto, no se 

establece ninguna restricción para la decisión del Presidente de la 

Repüblica al realizar el citado nombramiento. 

Asimismo, no se prevé njngún supuesto para el caso de remoción del 

presidente de la Comisión, por lo que se entiende que puede ser 

sustituido con toda libertad por el titular del poder ejecutivo 
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federal. ~demás, esto significa que no existe un periodo fijo para 

el desempeño de las labores del presidente de la Comisión y se 

entiende que cada sexenio tendría que nombrarse un nuevo 

funcionario o ratificar el nombramiento hecho por la anterior 

administración. 

De ahi, resalta abiertamente la estrecha dependencia del presidente 

de la Comisión y aun cuando se buscara una relativa autonomia, la 

cual sólo tendria base en sus caracteristicas personales, 

prácticamente seria irrelevante. 

como parte de la comisión se señala que contará con un consejo 

integrado por aquellas personas que gocen de reconocido prestigio 

en la sociedad y sean invitadas con este fin por el ejecutivo 

federal, por conducto del presidente de la Comisión. Asi como por 

aquellos servidores públicos que determine el propio poder 

ejecutivo. El cargo de los miembros del consejo es honorario, lo 

que puede interpretarse como el hecho de que no recibirán una 

remuneración económica (art. 60., segundo párrafo, del decreto de 

creación) 

El reglamento interior de la comisión establece que los miembros 

honorarios del consejo serán designados por el Presidente de la 

República y durarán tres años en su cargo, pudiendo ser 

redesignados (art. 9, tercer párrafo). 
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Asimismo, se indica que un secretario técnico del consejo será 

nombrado por el Presidente de la República. Lo anterior es retomado 

por el reqlamento interior de la comisión en el articulo a, 

fracción VIII, para conceder al presidente de la Comisión la 

facultad de proponer al Presidente de la República el nombre de la 

persona que deba fungir como secretario técnico del consejo. 

En cuanto al nombramiento de los demás funcionarios de la Comisión, 

se autoriza tácitamente a su presidente para designar a un 

secretario ejecutivo, un visitador y demás personas bajo su 

responsabilidad, cuyas funciones se abordarán en el siguiente 

apartado. 

En este sentido, el articulo e del reglamento interior de la 

Comisión autoriza a su presidente para designar a las personas que 

deban ocupar los cargos de secretario ejecutivo y visitador de la 

Comisión (art. e, fracc. IX) y para nombrar a las personas que 

habrán de fungir ·como titulares de las diferentes unidades 

administrativas de la comisión asi como dirigir y coordinar las 

labores de éstas 111 timas por si o a través de las personas que 

designe (art. 8, fr&cc. XI). 

4.J.2. competencia, 

En el articulo segundo del decreto de creación de la comisión, se 

habla de su competencia general y, nuevamente, como caracteristica 
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de su dependencia del titular de gobernación, se establece que debe 

proponer la politica nacional en materia de respeto y defensa de 

los derechos humanos, y vigilar su cumplimiento. Reiteramos que el 

establecimiento de dicha politica se entiende como facultad 

indeleqable del titular de gobernación (art. 5, fracc. VIII, del 

reglamento interior de la secretaria de gobernación). 

Donde si se le dan facultades amplias, en el mismo articulo segundo 

del decreto de creación, es respecto al establecimiento de 

mecanismos necesarios de prevención, atención y coordinación, 

destinados a garantizar la salvaguarda de los derechos humanos de 

los mexicanos y de los extranjeros que se encuentren en el 

territorio nacional. 

En general, a todo lo largo de las normas que se refieren a la 

Comisión, cuando se hace presente algún elemento extranjero en sus 

actividades, como es el caso de la última frase del párrafo 

anterior, se señala que será coordinado con la secretaria de 

relaciones exteriores. 

Al especificar la c:>mpetencia de la Comisión para cumplir las 

responsabilidades señaladas, se establece en el articulo t~rcero 

del decreto de creacitln, que tiene la atribución de proponer la 

política nacional en materia de respeto y defensa a los derechos 

humanos (art. Jo., fracc. I). 
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Asimismo, en el citado decreto de creación, la comisión tiene la 

atribución de establecer a nivel de coordinación los mecanismos que 

aseguren la adecuada ejecución de la citada política (art. Jo., 

fracc. II); puede elaborar y ejecutar los programas de atención y 

seguimiento a los reclamos sociales sobre derechos humanos (art. 

Jo., trace. III); puede elaborar y proponer programas preventivos 

en materia de derechos humanos, en los ámbitos jurídico, educativo 

y cultural para la adminsitración p\lblica federal (art. Jo., fracc. 

IV); puede representar al gobieno federal ante los organismos 

nacionales y ante los internacionales, en cuestiones relacionadas 

con la promoción y defensa de los derechos humanos (art. Jo., 

fracc. V): por Ultimo, puede formular programas y proponer acciones 

que impulsen el cumplimiento dentro del territorio nacional de los 

tratados, convenios y acuerdos inte1.·nacionales signados por nuestro 

pais en la materia (art. Jo., fracc. VI). 

En cambio, en el reglamento interior de la Comisión cuando se habla 

de la responsabilidad general de la propia comisión se hace 

referencia a vigilar el acatamiento de las normas que consagran los 

derechos humanos (art. 1, primer párrafo), lo cual muestra una 

distancia con el texto del decreto de creación que, como hemos 

anotado, sobre ese particular hace referencia a la subordinación de 

la Comisión, a su posición prepositiva y a la politica nacional en 

materia de defensa y res.1eto a los derechos humanos, cuyo contenido 

se entiende que no lo determina la comisión (art. 20, del decreto 

142 



de creación) 85 

Además, en el segundo párrafo del articulo 1 del reglamento de la 

Comisión, se establece que la Comisión es también un órgano de la 

sociedad y defensor de ésta, lo cual, por más que el consejo tenga 

diez miembros honorarios que gozan de "reconocido prestigio 

socia1", no puede ser derivado de la letra del decreto de creación 

que la establece como un órgano de la administración pública. 

Posteriormente, el reglamento interior menciona tres supuestos en 

los que tiene competencia y los cuales se refieren a las 

uviolaciones administrativas, vicios en los procedimientos y 

delitos que lesionen a una persona o a un grupo". El primer 

supuesto se circunscribe a los cometidos por una autoridad o 

servidor público, el segundo a los cometidos por otros agentes 

sociales, cuya impunidad provenga de la anuencia o la tolerancia de 

una autoridad o servidor público y, el tercero abarca a los otros 

dos pero cuando sucedan por negligencia imputable a una autoridad 

o servidor público (art. 3, incisos A, B y C). Nuevamente se 

observa una extralimitación, ya que bajo este articulo la Comisión 

puede intervenir en violaciones de los tres poderes y de los tres 

85 En este mismo sentido cfr. BARRAGAN, José. El Laberinto de 
la Ilegalidad de la Comisión Nacional de parechos Humanos. México, 
Ed. Crisol, 1991, pp. GJ-68. 
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niveles de gobierno M. 

El articulo 4 del reglamento establece en forma negativa la 

competencia de la Comisión, por el cual no puede intervenir en 

sentencias definitivas y en aspectos jurisdiccionales de fondo 

(art. 4, fracc. I). Tampoco puede intervenir en conflictos 

laborales en los que exista una controversia individual o colectiva 

entre trabajadores y patrón, y que ésta sea de competencia 

jurisdiccional. Pero se aclara que si tendrá competencia en 

conflictos laborales donde intervenga alguna autoridad 

administrativa y supuestamente se hayan violado garantias 

individuales y sociales (art. 4, fracc. II). Por Ultimo, se señala 

que la Comisión no puede intervenir en la calificación de 

elecciones, pero si en caso de violación a las garantias 

individuales establecidas en la constitución que se cometan durante 

los procesos comiciales, siempre y cuando sea antes de que los 

organismos competentes emitan su resolución definitiva (art. 4, 

trace. III). 

Aun cuando las citadas autolimitaciones son entendibles, sobre todo 

lo referente a las elecciones que puede interpretarse como la 

M En relación a la competencia de la comisión y al decreto de 
reforma al articulo 102 constitucional anteriormente citado, el 
primer presidente de la comisión señala 11 

••• con ello se asegura su 
permanencia y ~~ aspectos tan relevantes como su 
competencia y su relación con las Comisiones de las entidades 
federativas 11 • El subrayado es nuestro. Cfr. COMISION NACIONAL DE 
DERECHOS HUY.ANOS. Tercer Informe .•• , op. cit. supra n. 79, p. 14. 
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intención de evitar que la comisión se vuelva un órgano politice, 

se están excluyendo algunos casos que se entiende que si estaban 

comprendidos en el decreto de creación, relatios a las violaciones 

de las garantías individuales cometidas por servidores públicos del 

poder ejecutivo. 

Por lo demás, en el articulo 5 del reglamento se repiten las 

atribuciones especificas concedidas a la Comisión en el articulo 

tercero del decreto de creación, añadiendo que puede apoyar y 

asesorar técnicamente a las autoridades estatales y municipales, 

cuando asi se le solicite, en la constitución y funcionamiento de 

las comisiones de protección a los derechos que las mismas creen 

(art. 5, fracc. V): establecer convenios de colaboración con los 

organismos gubernamentales de las entidades federativas encargadas 

de la protección y defensa de los derechos humanos (art. s, fracc. 

VI); proponer acciones dirigidas a la protección de los derechos 

fundamentales de los mexicanos que radican en el exterior y de los 

extranjeros en el territorio nacional (art. 5, fracc. VII): 

establecer canales de comunicación permanente con las 

organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales en 

materia de derechos humanos (art. 5, fracc. VIII), y; proponer, 

ante las instancias competentes, las reformas, adiciones o nueves 

instrumentos jurídicos que se juzguen indispensables en materia de 

protección y defensa de los derechos humanos (art. 5, fracc. IX). 

En cuanto a las facultades particulares del presidente de la 
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comisión, en el decreto de creación se dispone que es el conducto 

por el cual la Comisión ejerce las atribuciones señaladas en dicho 

decreto, en coordinación, cuando sea necesario, con las demás 

autoridades que resulten competentes (art. so., fracc. I). Esta 

medida aclara, indubitablemente, que la Comisión no es un órgano 

colegiado. 

También el presidente coordina los trabajos de la comisión asi como 

del consejo al que hemos hecho referencia, lo cual puede 

interpretarse en el sentido de que no existe una subordinación del 

consejo al presidente de la Comisión (art. So., fracc. II); puede 

instrumentar ejecutar y vigilar la aplicación de las politicas que 

se establezcan en la materia (art. so., fracc. III); le compete 

definir las politicas y lineamientos para la coordinación con las 

instancias y organismos nacionales e internacionales relacionados 

con los derechos humanos (art. So., fracc. IV); es el responsable 

directo de informar semestralmente al Presidente de la RepUblica 

respecto de las labores de la Comisión y, en general, de los 

resultados de la protección de los derechos humanos en el pais 

(art. so., fracc. V); puede solicitar, de acuerdo con las 

disposiciones aplicables, a cualquier autoridad del pais la 

información sobre posibles violaciones de los derechos humanos, que 

r'lquiera para el eficaz desempeño de sus funciones (art. So., 

fracc~ VI), y; puede ha•:er las recomendaciones y, en su caso, las 

observaciones que resulten pertinentes a las autoridades 

administrativ~s del pais sobre violaciones a los derechos humanos 
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(art. so., fracc. VII). 

Por otra parte, en el articulo 8 del reglamento interior de la 

comisión, después de repetir las facultades señaladas en el 

articulo quinto del decreto de creación, se añaden alqunas 

atribuciones para el presidente, además de las relativas a 

nombramientos que ya fueron anotadas, tales como: convocar a los 

miembros del consejo una vez al mes o cuando lo estime necesario o 

encuentre fundada la petición que en tal sentido le hicieren los 

miembros de dicho consejo (art. e, trace. X); establecer las 

relaciones con las comisiones estatales de derechos humanos (art.8, 

fracc. XII), e: informar puntualmente de las actividades de la 

Comisión al consejo de la misma (art.e, trace. XIII). 

Por su parte, el consejo se constituye, en el decreto de creación, 

como un cuerpo colegiado de examen y opinión de la problemática del 

respeto y defensa de los derechos humanos en el pa1s y de los 

mexicanos en el extranjero, con el propósito de proponer al 

presidente de la Comisión las directrices y lineamientos que se 

estimen pertinentes para su adecuada prevención y tutela (art. 60., 

cuarto párrafo). 

Con dicho fin el articulo 10 del reglamento interior de la Comisión 

establece que el conse~j o tiene la facultad de formular para la 

ejecución del pt·esidente de la Comisión las directrices y 

lineamientos que considere pertinentes para la prevención, 
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vigilancia y protección de los derechos humanos en el país y de los 

nacionales que residan en el extranjero (art. 10, fracc. I) ¡ 

establecer los términos generales de la propuesta de política 

nacional e internacional que en materia de derechos humanos la 

comisión someterá a las autoridades competentes (art. 10, fracc. 

II) : establecer los lineamientos generales de actuación de la 

Comisión (art. 10, fracc.III); aprobar los reglamentos y normas de 

carácter interno relacionadas con la comisión (art. 10, fracc. IV); 

solicitar al presidente de la Comisión, cuando menos tres de los 

miembros del consejo, que convoque a sesión extraordinaria cuando 

estime que hay razones de importancia para ello {art. 10, fracc. 

V) ; opinar sobre el proyecto de informe semestral que el presidente 

de la Comisión entregará al Presidente de la República {art. 10, 

fracc. VI), y; pedir información adicional, cualquiera de los 

mtembros del consejo, sobre los asuntos que este tratando o haya 

resuelto la comisión (art. 10, fracc. VII). 

En las fracciones I, II y III del articulo que se comenta, al 

utilizar los terminas 11 fonnular" y "establecer" el consejo adopta 

atribuciones resolutivas que, en todo caso, no le fueron conferidas 

en el decreto de creución al definirlo como un órgano de examen y 

opinión. no obstante que dichas medidas resolutivas en las 

fracciones II y TII parecen suavizarse al calificar su resultado 

como de tipo 11 general 11
• 

En el caso de la fracción IV del articulo 10, de plano se le 

148 



confiere la facultad de "aprobar", en abierta contradicción con la 

letra del articulo sexto del decreto de creación que le otorga 

expresamente funciones eminentemente prepositivas. 

Cabe la mención de que esta tendencia pareceria denotar la 

intención de disminuir el carácter claramente personal de la 

Comisión, encarnado en su presidente, quien resulta como único 

responsable de la actuación de la Comisión. Por tanto, surge la 

pregunta en el sentido de qué sucederia si el consejo ·decide 

"aprobar" un reglamento o norma internos, o bien, si decide 

"establecer•• términos 11generales 11 o lineamientos 119enerales 11 , o 

11 formular 11 directrices, sobre los cuales el presidente de la 

comisión ha manifestado su desacuerdo. De alguna manera estas 

fracciones parecen darle un 11 espiritu" de toma de decisiones 

colegiadas que la Comisión no tiene con base en el decreto do 

creación 87 . 

Las funciones del secretario técnico del consejo no están previstas 

en el decreto de creación. Sin embargo, en el reglamento interior 

de la comisión (articulo 11) se señala que deberá desarrollar las 

funciones que correspondan a un secretario da' cuerpo colegiado 

(art. 11, fracc. I); preparar de conformidad con las instrucciones 

del presidente de la Comisión el orden del dia al que se sometan 

87 Cfr. BARRAGAN, José. El Laberinto de la Ilegalidad ••. , op. 
cit. supra n. as, pp. 70, 71 y 121. 
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las sesiones ordinarias y extraordinarias del consejo, participando 

en ellas con voz y voto (art. 11, fracc. II): elaborar las actas de 

las sesiones del consejo (art.· 11, fracc. III): proponer al 

presidente de la comisión y coordinar las publicaciones y programas 

de divulgación en medios masivos de comunicación, a través de los 

cuales se difunda lo relativo a la prevención y protección de los 

derechos humanos (art. 11, fracc. IV); formular y ejecutar los 

programas de capacitación que en materia de derechos humanos se 

hubieren aprobado (art. 11, fracc. V), y; establecer los programas 

necesarios para garantizar la vigilancia de los derechos humanos 

(art. 11, fracc. VI) • 

También en este caso se le conceden en el reglamento facultades al 

secretario técnico que no pueden deducirse del decreto de creación, 

ya que de ser un apoyo sólo para el consejo además lo es para la 

Comisión (art. 11, fraccs. IV, V y VI). 

La competencia del secretario ejecutivo está señalada por el 

articulo séptimo del decreto de creación, en donde se establecen 

las facultades destinadas a auxiliar al presidente de la Comisión. 

Tales como, someter a la consideración del citado presidente los 

prograanas de trabajo de la Comisión (art. ?o., fracc.I); ejecutar 

y dar seguimiento a los acuerdos del presidente de la Comisión y a 

los que emanen del con:;ejo (art. ?o., .fracc. II); proponer los 

mecanismos y procedimientos de coordinación con los poderes y los 

diferentes niveles de gobierno que resulten necesarios para llevar 
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a cabo las funciones de la Comisión (art. ?o., fracc. III), y; 1as 

demás que le confiera en forma expresa el presidente de la Comisión 

{art. 7o, fracc. IV). 

Asimsimo, en el articulo 12 del reglamento de la Comisión se 

establecen más facultades para el secretario ejecutivo, como 

proponer al consejo y al presidente las politicas generales en 

materia de derechos humanos que deba seguir la comisión ante los 

organismos gubernamentales y no gubernamentales nacionales 

internacionales, en los que México participe. El presidente de la 

Comisión las presentará para la aprobación del Presidente de la 

Repüblica y las coordinará, en su caso, con la secretaria de 

relaciones exteriores (art. 12, fracc. I). Esta facultad, si bien 

puede deducirse del decreto de creación, manifiesta una falta de 

reconocimiento de que la Comisión depende del secretario de 

gobernación. 

La facultad del secretario ejecutivo consignada en el articulo 12, 

fracción II, del reglamento interior de la comisión, constituye una 

abierta contradicción, porque en el decreto de creación (art. a, 

fracc. I) se le concede al visitador, como veremos más adelante, la 

misma facultad de promover y fortalecer las relaciones de la 

Comisión con organismos públicos, sociales o privados, nacionales 

e internacionales. Esto ültimo coordinándose con la secretaria de 

relaciones exteriores. 
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Otras facultades del secretario ejecutivo señaladas en el articulo 

12 del reglamento interior de la Comisión son las de dictaminar 

respecto de los tratados y convenciones que México deba suscribir, 

denunciar o ratificar en materia de derechos humanos (art. 12, 

fracc. III); coordinar los estudios que se realicen para el mejor 

funcionamiento de la Comisión, asi como los que hayan de ser 

propuestos a los órganos competentes (art. 12, fracc. IV): preparar 

los proyectos e iniciativas de leyes y reglamentos que la Comisión 

someta a los órganos competentes (art. 12, fracc. V); presentar 

oportunamente al presidenta de la Comisión el proyecto del informe 

que éste deberá rendir semestralmente al jefe del ejecutivo federal 

sobre los resultados de las acciones de protección a los derechos 

humanos (art. 12, fracc. VI): ejecutar y dar seguimiento a los 

acuerdos que establezca el presidente de la comisión, y a los que 

emanen del consejo (art. 12, fracc. VII), y: enriquecer y mantener 

la biblioteca y el acervo documental de la Comisión (art. 12, 

fracc. VIII). 

En cuanto al visitador, después de indicar que depende del 

presidente de la Comisión, el decreto de creación (art. so., fracc. 

I) establece la función de promover y fortalecer las relaciones de 

la Comisión con organismos públicos, sociales y privados, 

nilcionales e internacionales. Esto Ultimo coordinándose con la 

secretaria de relacior.es exteriores. Como ya lo seiialamos 

anteriormente, esta facultad es la que contradictoriamente se 

concede al secretario ejecutivo en el articulo 12, fracción II, del 
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reglamento interior de la Comisión. 

Asimsimo, en el decreto de creación se confieren al visitador las 

atribuciones para diseñar, proponer y desarrollar vias de 

comunicación y colaboración con la sociedad en las tareas de 

respeto y defensa de los derechos humanos (art. So., rracc. II); 

representar al presidente de la Comisión en todos aquellos actos 

relacionados con el desahogo de las funciones de la Comisión (art. 

so., fracc. III); denunciar ante las autoridades competentes los 

actos de que tenga conocimiento que puedan implicar violaciones a 

los derechos humanos (art. eo., trace. IV), y; las demás 

atribuciones que expresamente le señale el presidente de la 

Comisión (art. so, fracc. V). 

Además, en el reglamento interior de la Comisión se establecen corno 

facultades del visitador, proporcionar atención a los individuos y 

grupos que denuncien la posible violación de derechos humanos (art. 

13, fracc. I); asistir a los individuos y grupos canalizando 

aquellas quejas que no constituyan una violación a los derechos 

humanos, a las instituciones competentes y recibir quejas sobre 

posibles violaciones a los derechos humanos (art. lJ, trace. II): 

iniciar de oficio las investigaciones que sean necesarias para 

esclarecer la posible violación a los derechos humanos (art. lJ, 

fracc. III): integrar los expedientes y recibir las pruebas que 

sean rendidas por las partes en el procedimiento y llevar a cabo 

las investigaciones que a su juicio sean necesarias para esclarecer 
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los hechos en cuestión (art. 13, fracc. IV); realizar las visitas 

que considere convenientes con el propósito de lograr el 

esclarecimiento de los hechos que se hubieren dado a conocer, o de 

los procedimientos que de oficio hubiere iniciado (art. 13, fracc. 

V) : hacer del conocimiento de las autoridades competentes, 

acordándolo previamente con el presidente de la Comisión, los actos 

que puedan resultar violatorios a los derechos humanos (art. 13, 

fracc. VI): elaborar el proyecto de recomendación o de 

observaciones que el presidente de la Comisión presente ante las 

autoridades competentes (art. 13, fracc. VII), y; realizar los 

estudios pertinentes para la mejor realización de sus funciones 

(art. 13, fracc. VIII). 

Las atribuciones del visitador expresadas en las fracciones II y 

III del articulo 13 del reglamento interior de la Comisión, están 

sujetas al procedimiento que abordaremos en el apartado dedicado al 

funcionamiento de la Comisión. 

Por otra parte, el reglamento interior de la Comisión establece la 

creación de direcciones generales para que presten su apoyo a los 

distintos órganos de la Comisión. 

A la dirección general de adninistración, que depende directamente 

del presidente de la Comisión, le corresponde someter a la 

consideración de su presidente, el presupuesto anual de la 

comisión; pl 'lnear, programar 1 presupuestar y evaluar las 
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actividades y tareas del personal adscrito a la Comisión1 adquirir, 

mantener y conservar los recursos materiales asignados a la 

Comisión, y: formular y actualizar el manual organizativo de la 

Comisión (art. 16). 

Como competencia de la dirección general de comunicación, también 

dependencia directa del presidente de la comisión, se dispone que 

debe analizar y proporcionar a la comisión la información que 

proporcionan los medios de comunicación nacionales y extranjeros en 

materia de derechos humanos, y: coordinar o auxiliar en la 

preparación y difusión de los programas infonnativos, y en las 

labores de relaciones públicas de la Comisión (art. 17). 

Con respecto a la dirección general de divulgación y capacitación, 

la cual depende del secretario técnico del consejo, se señala que 

deberá formular los programas a través de los cuales se difunda la 

enseñanza y promoción de los derechos humanos en los medios masivos 

de comunicación nacionales y extranjeros, y divulgarlos en 

coordinación con la dirección 9eneral de comunicación: establecer 

y someter a la consideración del presidente, la politica editorial 

de la comisión: coordinar la participación en los eventos 

académicos en los que haya de intervenir la comisión, y: planear y 

promover los programas de capacitación que para la prevención y 

defensa de los derechos humanos brinde la comisión a funcionarios 

públicos o a particulares (art. 18). 
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Asimismo, se crea la dirección general de asuntos internacionales, 

estudios, proyectos y documentación, dependiente de la secretaria 

ejecutiva, con la competencia para llevar a cabo los estudios y 

proyectos que le fueren solicitados por el. presidente de la 

Comisión o por el secretario ejecutivo; formular dictámenes u 

opiniones respecto de los tratados o convenios internacionales de 

los que México sea o pueda ser parte, asi como de otras cuestiones 

que le fueren sometidas; formular las políticas que habrá de seguir 

la Comisión en la promoción y defensa de los derechos humanos en el 

ámbito del derecho internacional, a fin de someterlas a la 

aprobación del consejo y de su presidente: proponer a la secretaria 

ejecutiva los mecanismos de promoción y fortalecimiento de las 

relaciones de la Comisión con los organismos públicos, sociales o 

privados encargados de las cuestiones relativas a los derechos 

humanos; mantener al dia el conjunto de materiales con base en los 

cuales 1 a secretaria ejecutiva presentará al presidente de la 

Comisión el proyecto de informe semestral que éste deberá rendir al 

Presidente de la República, y; formar y organizar una biblioteca y 

un acervo especializado en materia de derechos humanos de consulta 

para los miembros de la Comisión y del público en general (art. 

19). 

se establece la dirección de orientación, quejas 'y gestión, 

adscrita al vistador, ccn las atribuciones de recibir las quejas o 

iniciar de oficio por instrucciones del visitador, investigaciones 

sobre hechos que presumiblemente supongan una violación a loa 
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derechos humanos cometida en perjuicio de los residentes en el 

territorio nacional o de los mexicanos en el extranjero; 

proporcionar información y aResoria a los individuos o grupos que 

la soliciten, respecto a los medios de defensa de los derechos 

humanos; proponer a su presidente, por conducto del visitador, los 

mecanismos que en cada caso permitan resolver las situaciones de 

violación de derechos a que las personas se encuentran sometidas; 

realizar ante los organismos correspondientes las gestiones 

necesarias para prevenir posibles violaciones a los derechos 

humanos, ante situaciones concretas ele amenazas ciertas (esta 

facultad se asemeja a la provisión en el juicio de amparo que 

permite suspender el acto reclamado) y; asistir con asesoria a los 

individuos que habiendo interpuesto una queja ante la Comisión 

Nacional, no hubieren puesto al conocimiento de ésta hechos 

constitutivos de violaciones a los derechos humanos (art. 20). 

Se crea la dirección general de procedimientos, dictámenes y 

resoluciones, adscrita al visitador, con las funciones de tramitar 

el expediente de las quejas e investiqaciones de oficio, 

solicitando informes a las autoridades señaladas presuntamente como 

responsables, recibir las pruebas que ofrecieren las partes, y 

efectuar las inspecciones investigaciones que se estimen 

conducentes para el esclarecimiento de los hechos, y: formular y 

presentar al visitador los proyectos de dictámenes, recomendacioes 

u observaciones por las que se den a conocer los resultados de los 

procedimientos, informando, en su caso, si hubo o no la comisión de 
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violaciones a los derechos humanos, asi como el nombre y cargo de 

quien o quienes las hayan llevado a cabo (art. 21). 

4.3.3. Funcionamiento. 

Como ya hemos visto la Comisión está facultada para iniciar y 

proseguir de oficio, o mediando una queja, un procedimiento de 

investigación encaminado a esclarecer las violaciones cometidas a 

los derechos humanos de los residentes del territorio nacional y, 

de conformidad con las limitaciones que imponga el derecho 

internacional y en coordinación con la Secretaria de Relaciones 

Exteriores, las cometidas en contra de los mexicanos residentes en 

el extranjero (art. 22 del reglamento de la Comisión). 

En el caso de que se trate de una queja, todas aquellas personas 

que tuvieren conocimiento de violaciones a los derechos humanos, 

resultaren o no perjudicadas por ellas, están legitimadas para 

presentarlas ante la Comisión (art. 23). 

En cuanto al contenido de la quej~ se estipula en el reglamento de 

la Comisión, que deberiin presentarse por escrito y ser firmadas por 

quien las formule. Al tiempo de ser recibidas se estudiarán de 

inmediato y las que no supongan violaciones a los derechos humanos 

serán canalizadas a la ::..nstancia correspondiente (art. 24, primer 

párrafo). 
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En el supuesto de que el quejoso no sepa escribir, se establece que 

la comisión le brindará el apoyo indispensable para documentar la 

queja, incluso se proporcionará el servicio de traducción cuando 

sea necesario (art. 24, segundo párrafo). 

Una vez admitida la queja, se abrirá expediente y se solicitará a 

las autoridades señaladas como presuntas responsables, el envio de 

un informe sobre los hechos que se reclaman (art. 24, tercer 

párrafo). 

Expresamente, en el articulo 25 del reglamento interior de la 

comisión, se citan los articules 27 fracción IV de la ley orgánica 

de la administración pública y quinto fracción VI del decreto que 

creó la Comisión para establecer que en esos términos, todas las 

dependencias y autoridades de los poderes de la Unión, asi como de 

los poderes estatales y municipales, están obligadas a 

proporcionar, veraz y oportunamente, la información y documentación 

que solicite la Comisión. Se añade que la omisión de esta 

obligación fincará la responsabilidad a que hubiere lugar (art. 

25). 

Posteriormente, y aun cuando no sean recibidos los citados 

informes, se abrirá un plazo probatorio, cuya duración será 

determinada por el visitador teniendo en cuenta la gravedad del 

caso y la dificultad para allegarse las distintas probanzas. Las 

partes podrán ofrecer toda clase de pruebas, e incluso la comisión 
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podrá recabarlas de oficio, siempre y cuando no fueren contrarias 

al derecho y a la moral (art. 26). 

El nombre de las personas que informen a la Comisión hechos 

relacionados con la violación a los derechos humanos, será 

mantenido en la más estricta reserva (art. 27). 

La Comisión llevará a cabo aquellas investigaciones que, a su 

juicio, fueren necesarias para la completa integración del 

expediente (art. 28). 

Las gestiones realizadas ante la Comisión son gratuitas, y en la 

tramitación de las quejas, la Comisión debe apartarse de todo 

burocratismo y formalismo (art. 29). 

La Comisión conocerá de quejas relativas a los hechos u omisiones 

violatorios de derechos humanos, dentro del plazo de un año contado 

a partir de la fecha en que se pudo tener conocimiento de ellos 

(art. 30). 

No obstante, en el segcndo articulo transitorio se establece que lo 

señalado en el párrafo anterior entrará en vigor un año después de 

la publicación del re~lamento interior, lo que se cumplió el 1 de 

agosto de 1991. 
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4.3.4. Resoluciones e informes. 

Cuando ha sido concluido el plazo probatorio, el visitador debe 

hacer entrega de un proyecto de recomendación al presidente de la 

Comisión, en el cual se analicen los hechos reclamados, los 

informes de las autoridades y los resultados de las investigaciones 

practicadas, en su caso. Además, se deben valorar las pruebas que 

hubieren sido ofrecidas, a efecto de determinar si, en su opinión, 

se cometió o no una violación a los derechos humanos y quién 

eventualmente resulta como presunto responsable de ella (art. 31). 

El contenido de la recomendación debe ser dado a conocer a la 

autoridad que, en opinión de la Comisión, hubiere cometido 

violaciones a los derechos humanos, sin perjuicio de presentar la 

denuncia penal correspondiente en los casos en que a su juicio 

exista un delito (art. 32, primer.párrafo). 

Independientemente de lo anterior el presidente de la Comisión debe 

dar cuenta en los informes que rinda al Presidente de la Repüblica, 

de las recomendaciones dictadas y del cumplimiento que a ellas se 

hubiere dado (art. 32, segundo párrafo). 

En el articulo 33 del reglamento interior se establece que el 

presidente de la Comisión rendirá semestralmente un informe al 

Presidente de la Repüblica, exponiendo las labores llevadas a cabo 

durante ese periodo. En el mismo, se precisarán el número y tipo de 
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quejas presentadas; las autoridades señaladas como responsables; la 

cooperación brindada por los organismos públicos y privados a la 

Comisión, y; ol acatamiento a sus recomendaciones por quienes 

hubieren sido, a su juicio, responsables de violaciones a los 

derechos humanos (art. 33, primer párrafo). 

Asimismo, en el informe se darán a conocer aquellas prácticas de 

los poderes públicos que, aun cuando no constituyan directamente 

violaciones a los derechos humanos, pudieren sin embargo entorpecer 

su ejercicio. Este informe se hará público de inmediato (art. 33, 

segundo párrafo). 

Las recomendaciones y sugerencias de la comisión no estarán 

supeditadas a autoridad alguna y frente a ellas no procederá ningtln 

recurso (art. 33, tercer párrafo). Al respecto, aun cuando las 

recomendaciones y sugerencias se entienden como el resultado de un 

razonamiento o acción intelectual de análisis que no puede 

apartarse de los hechos que se conocen durante el procedimiento que 

motiva una queja y su juridicidad, resulta conveniente insistir en 

que se ha olvidado la subordinación que la comisión tiene frente al 

secretario de gobernación M. 

M Al respecto resulta muy ilustrativa la afirmación del primer 
presidente de la comisión en el sentido de que "Nadie, 
absolutamente nadie, puede interferir en su (se refiere a la 
Comisión) independencia de criterio y he de manifestar que nadie, 
absolutamente nadie, se ha atrevido a hacerlo ni a sugerir el 
resultado de una investigación. 11 El paréntesis es nuestro. Cfr. 
COMISION UACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Primer Informe Semestral. 
Junio-diciembre de 1990. México, Ed. C.N.D.H., 1990 II, 
junio-diciembre de 1990, p. so. 
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Por otra parte, con base en los informes semestrales de la 

Comisión 89, podemos afirmar que ésta mantiene un seguimiento de 

las recomendaciones, el cual permite establecer si están, en tiempo 

para ser contestadas; sin respuesta; no aceptadas; aceptadas y sin 

pruebas de su cumplimiento; aceptadas y parcialmente probado su 

cumplimiento, y; aceptadas y con pruebas de que han sido totalmente 

cumplidas. 

Asimismo, podemos afirmar que los procedimientos que motivan las 

quejas pueden concluir, por omitirse una recomendación al respecto; 

por recibir una solución durante su tramitación o por orientación 

al quejoso; por razón de incompetencia de la comisión, sin 

posibilidades de orientación: por desistimiento del quejoso; por 

falta de interés del quejoso en la continuación del procedimiento; 

por declaración de la Comisión de que no existe responsabilidad en 

el caso concreto, y; por acumulación de expedientes de queja. 

Además, existe la posibilidad de la amigable composición, como una 

de las rutinas en el seguimiento e investigación de las quejas 

presentadas. La Comisión, una vez que cuenta con el expediente 

integrado con la información del quejoso y la respuesta de la 

autoridad, propone una fórmula conciliatoria para la solución de la 

89 COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Primer Informe ••• , 
op. cit. supra n. es, pp. 11 y ss., y; Tercer Informe ••• , op. cit. 
supra n. 79, pp. 16 y ss. 
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queja. 

Por otra parte, la Comisión ha realizado otras tareas muy diversas 

que se engloban dentro del concepto de programas de la Comisión. 

Actualmente, existen dos programas relativos a la estructura 

interna de la comisión que son los de precedentes y de cómputo. Y 

hacia el exterior, existen los de, asuntos indigenas, propuestas 

para reformas legislativas, de información en el libro de texto 

gratuito, sobre agravios a periodistas, sobre presuntos 

desaparecidos, contra la tortura, sobre el indulto, sobre 

beneficios de libertad anticipada o sobre derechos de liberación 

previa al cumplimiento del plazo fijado en las sentencias de 

privación de la libertad, sobre el sistema penitenciario del pais, 

de capacitación, de relaciones internacionales, de trabajadores 

migratorios mexicanos, de relaciones con organismos nacionales, de 

defensa de la niñez, de derechos humanos y salud, de estudios y 

proyectos , de eventos académicos, de documentación y biblioteca, 

de divulgación y, de publicaciones ~. 

4.4. Finalidad y trascendencia. 

Se puede entender que la finalidad de la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos es reforzar el orden juridico de nuestro pais, 

9° COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. .f.ilier In forne ••. , 
op. cit. supra n. es, pp. 34-48., y; Tercer Informe .•. , op. cit. 
supra n. 79, pp. 87-136. 
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exigiendo el cumplimiento de la ley a los servidores püblicos ante 

los derechos de los gobernados, a través de procedimientos 

expeditos, informales, económicos, eficaces y al alcance de todos. 

La Comisión parece responder al reclamo social de que las leyes 

mexicanas sean cumplidas y se mantenga una constante adecuación de 

las normas a la realidad imperante actualmente, con lo que promueve 

la confianza en las instituciones públicas y su respeto y defensa. 

Con su actuación, se promueve también una mayor participación de 

los ciudadanos en la cosa püblica, no sólo porque alienta que los 

reproches a la actividad gubernamental se conviertan en quejas que 

pueden provocar un cambio efectivo, sino, especialmente, porque se 

dan a conocer tanto las violaciones que se cometen como las 

recomendaciones cumplidas que las modifican y sancionan, provocando 

que el ciudadano promedio pueda emitir una opinión y pueda 

participar en la discusión püblica de los hechos. 

LLama la atención el gran potencial que tiene la comisión para 

loqrar, en el mediano plazo, una cultura mexicana generalizada 

tendiente a la protección de los derechos humanos, mediante la 

capacitación dirigida a todas las personas que tienen un cargo 

püblico y mediante la inclusión de los conceptos más nobles de 

defensa de los derechos humanos en la educación de los jovenes. 

Asimismo, su acción tiene repercusiones para mejorar la calidad del 
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nivel de vida de los habitantes del territorio nacional, en tanto 

que los derechos humanos se entiendan cabalmente como son 

enunciados en los instrumentos juridicos internacionales aplicables 

en nuestro territorio y las garantias individuales y sociales se 

conciban como lo expresa la letra de la constitución politica 

mexicana. 

Tiene una función de integración de la población mexicana, por sus 

efectos positivos en los nacionales que se encuentran en el 

extranjero y en las comunidades indigenas desprotegidas. 

Por otra parte, el hecho de que nuestro pais, con un territorio de 

cerca de dos millones de kilómetros cuadrados, tenga una población 

de más de so millones de habitantes y su zona urbana principal 

tenga alrededor de quince millones, permite suponer que la Comisión 

requiere de un gran apoyo económico para, por ejemplo, estar en 

posibilidades de emplear al personal suficiente, tener las oficinas 

y el mobiliario necesario, efectuar las investigaciones procedentes 

y lograr una amplia difusión de sus actividades. De otra manera, la 

insuficiencia de recursos puede llegar a ser la causa de muchas 

lentitudes en su fun~ionamiento. En contrapartida, el crecimiento 

desmezurado de la Comisión puade conducir a una 11burocratización11 

de sus funciones e incluso a su politización. Por lo que se puede 

apreciar en los eventos el.le organiza la Comisión, sus publicaciones 

y la ejecución de sus programas, parece ser que ha tenido el 

suficiente apoyo del poder ejecutivo para ejercer un alto 
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presupuesto. 

Desde el punto de vista politico, la comisión parece tener todo el 

apoyo del jefe del poder ejecutivo, que se considera la autoridad 

más alta en nuestro pais, por lo que sus recomendaciones pueden 

tener el efecto de una orden presidencial. Al respecto, es 

ilustrativa la declaración del actual Presidente de la Repüblica en 

relación con el segundo informe semestral de la Comisión: 

"He girado instrucciones al Procurador General de la 

Repüblica y al Procurador del Distrito Federal para que 

estrechen su relación con la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos y respondan, con eficacia, oportunidad 

y suficiencia, a los requerimientos que esta Comisión 

haga a sus respectivas dependencias. 

"Esa disposición, los señores Procuradores la cumplirán 

a cabalidad. Y el Gobierno de la República, respetando 

los diferentes niveles de goobierno, ejercerá su 

responsabilidad por la via de la concertación y el 

diálogo, para que a los niveles estatales y municipales 

se cumpla también con eficacia a los requerimientos que 

haga la Comisión Nacional de los Derechos Humanos." 91 

91 COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS . .Qa~. México, Ed. 
C.N.D.H., 91/11, 15 de junio de 1991. 11 Palabras del Presidente de 
la República Carlos salinas de Gortari", p. 9. 
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Asi, la Comisión tiende ha permitir, insistimos que desde el punto 

de vista politico, que el Presidente de la República gire órdenes 

no sólo a sus subordinados directos, sino también a los 

representantes de las entidades federativas y de los municipios, 

con el apoyo de la sociedad. Dicho de otra manera, la Comisión está 

reforzando la autoridad presidencial y permite que se ejerza 

públicamente en ámbitos que anteriormente tenia que hacerse más 

calladamente. 
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Conclusiones. 

se ha procurado evitar en este apartado todo intento de 

recapitulación con el fin de no caer en un acción abiertamente 

repetitiva, por lo que a continuación se enumeran las principales 

reflexiones concluyentes que nos provocó la elaboración del 

presente trabajo. 

Primera. Las figuras juridicas estudiadas desarrollan su actividad 

en el ámbito de las relaciones entre desiguales (principalmente 

entre gobernante y gobernado), ya que uno de los sujetos sobre los 

que recae su actividad, ejerce un cierto poder sobre el otro. 

Precisam3nte, su finalidad aparece como la de atemperar dicha 

desigualdad. 

Segunda. La relación gobernante-gobernado implica una 

contraposición de la esfera püblica frente a la esfera privada, es 

decir, que el incremento de las actividades del gobernante es en 

detrimento de las actividades del gobernado. De ahi que desde la 

antigüedad hayan existido limitaciones a la actividad de los 

gobernantes, la mayoria de las cuales, aun cuando son de muy 

variados tipos e intensidades, tienen en comtln que van dirigidas a 

destacar el interés colectivo ante el gobernante. Asimismo, las 

limitaciones a menudo son motivadas por el interés personal de 

quienes las imponen a los gobernantes y con frecuencia, en el 

panorama histórico abordado, la relación gobernante-gobernado 
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aparece como un enfrentamiento para obtener, uno u otro, la 

realización de un interés personal o de grupo para consignarlo en 

una norma. 

Tercera. Las normas juridicas escritas en si mismas son una 

limitación, pero cuando el monarca las puede dictar libremente, se 

les reconoce como ejercicio e instrumento de su poder (o un tipo de 

autolimitación muy frágil y relativa). Por ello, cuando la 

actividad legislativa está en manos de una persona independiente de 

la que aplica la norma, se convierte en una fuerte limitación4 

Además, cuando en dicha actividad participan los intereses 

opuestos, se observa, en una amplia perspectiva hist~t ica, que 

paulatinamente no sólo se legisla para el beneficio peru >i;,.l, o de 

grupo, si no para lograr una mejor relación entre got E rnante y 

gobernado. 

cuarta4 El orden juridico se constituye en garantia de una 

determinada relación gobernante-gobernado, pero su efectividad a 

veces está asegurada por la simple voluntad de un monarca, por 

juramentos, por tradición, por una fuerza militar o por la 

convergencia de intereses entre gobernante y gobernado4 Si se trata 

de un orden juridico impuesto, el gobernado busca el cambio, de una 

manera u otra4 Y aun ~uando oxista·una convergencia de intereses ~e 

las fuerzas que confflrrnan la sociedad, cabe señalar que la 

desigualdad persiste, ya que el gobierno es parte del Estado y al 

mismo tiempo lo representa, lo que no sucede con las demás partes. 
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Asimismo, subsiste el enfrentamiento gobernante-gobernado, por lo 

que el estado puede ser descrito como un proceso dinámico en el 

que, por una parte, se subordinan los intereses privados frente a 

los intereses del (estado representado por el) gobierno que va 

cubriendo todos los ámbitos de la sociedad; y por la otra, como la 

formación de grupos que por medio de los órganos públicos buscan la 

reivindicación de los intereses privados para lograr sus objetivos. 

Quinta. Los beneficios para los gobernados frente al gobierno son 

consignados muchas veces en el orden jurídico, no obstante, no 

resulta ser suficiente para que se vean materializados, 

principalmente por el desbordamiento de las actividades 

gubernamentales. Se vive una crisis del estado democrático en tanto 

que no se logra dar respuesta efec.:iva a las demandas de la 

sociedad ante las acciones del gobierno. 

sexta. En el caso particular de Suecia, el ombudsman surge como un 

medio de control parlamentario de la actividad de la aciministración 

pública y de los tribunales, en el contexto del equilibrio de 

poderes en beneficio de los gobernados. Se trata de que el poder 

frene al poder con la consecuencia de que, de esa manera, no se 

abuse del poder contra el gobernado. 

Séptima. El ombudsman parlamentario sueco, desde el punLo de vista 

de su naturaleza jurídica, es un órgano autónomo de heterotutela 

jurídica, complementario, con funciones de policía sobre 
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actividades juridicas püblicas y concretas. Con la cararcteristica 

de actuar con base en un procedimiento informal, rápido, eficaz, 

sin costo para el gobernado y al que puede acceder cualquier 

persona. 

octava. El ombudsman desarrolla un mecanismo propio que no es 

efectuado por ningún otro órgano del gobierno sueco para la 

protección de los derechos fundamentales de los gobernados frente 

a la actividad gubernamental. Y su actuación ha demostrado tener 

resultados que no podrian ser alcanzados por otros medios. 

Novena. Las resoluciones del ombudsman son norirai juridicas 

individuales. Y en los casos en que la ausencia d 1 una norma 

general preexistente sea considerada como una situación 

insatisfactoria, injusta o inicua, el ombudsman está autorizado 

para crear, para el caso concreto, la norma de derecho sustantivo 

que considere satisfactoria, justa o equitativa. 

Décima. La publicidad de las funciones del ombudsman propicia que 

la opinión püblica compare la actividad gubernamental frente al 

orden juridico que lu ~ige. Asimismo, le permite que se manifieste 

con base en motivaciones objetivas, como lo es la técnica juridica 

que utiliza el ombucisman para establecer si la actividad del 

gobierno se ajusta a la norma. Ello constituye un reforzamiento de 

las fuerzas democráticas de Suecia. 
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Décima primera. A nivel mundial, se ha experimentado una rápida 

adopción de la figura juridica del ombudsman en diversos paises, el 

caso particular de la creación de la comisión Nacional de Derechos 

Humanos en México, se inscribe en este proceso. 

Décima segunda. La naturaleza juridica de la Comisión se explica ria 

como un órgano subordinado, federal, desconcentrado, 

complementario, de autotutela juridica, con funciones de policia 

sobre actividades juridicas públicas y concretas. Sin embargo, la 

práctica de la Comisión no se ajusta estrictamente al decreto que 

la creó por lo que su actividad real tiene, en algunos casos, una 

naturaleza de imposición al margen de las normas. Sin embargo, la 

actuación de la comisión ha sido en favor del respeto a las normas, 

por lo que debe concedérsela la competencia legal que requiere para 

que continúe su actividad. En ese sentido, la reforma al articulo 

102 constitucional soluciona algunos de los inconvenientes 

existentes. 

Décima tercera. La Com.isión no tiene la función de ser un elemento 

de equilibrio entre los poderes de gobierno como es el caso del 

ombudsman parlamentario sueco, por lo que, para alcanzar los 

beneficios que la práctica del ombudsman ha logrado en Suecia, es 

necesario que la Comisión sólo sea responsable ante el congreso de 

la Unión. La Comisión puede propiciar paulatinamente que 11 el 

congreso realmente desempeñe el papel para el que fue creado y 

existe: servir de freno y equilibrio al poder ejecutivo y asegurar, 
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asi, en forma cada vez más efectiva, la libertad y la seguridad de 

los individuos" 92. 

92 CARPIZO, Jorge. El presidencialismo Mexicano. México, Ed. 
Siglo XXI, cciminologia y derecho, 1oa ed., 1991, p. 217. 
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